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INTRODUCCIÓN
lo largo de toda su historia, Nuevo León ha tenido un notable desarrollo 
económico, industrial, científico, cultural y en la calidad de vida de su 
creciente población. Los neoleoneses hemos trabajado por genera-
ciones para crear una sociedad vibrante, incluyente y próspera. Este 
liderazgo nacional que Nuevo León goza en muchos aspectos es el 
fiel reflejo de la enorme determinación, pasión y compromiso de sus  

	          habitantes.

Sin embargo, a pesar de sus muchos logros, la entidad pasa hoy por momentos 
difíciles y necesita trazar nuevamente su propio camino.

Para ello, en nuestro estado se ha formulado y aprobado un Plan Estratégico con 
una visión a 2030. Este documento, elaborado con amplia participación de la so-
ciedad, establece 47 áreas de oportunidad prioritarias para hacer de esta entidad 
un estado líder en cuanto a su desarrollo económico, social, humano y ambiental, 
garantizando así el bienestar de todos sus habitantes.

Por fortuna, una de las grandes fortalezas de Nuevo León se encuentra en sus uni-
versidades y centros de investigación, que se han consolidado a través de los años 
y han puesto a nuestra entidad en los primeros lugares nacionales en generación 
de conocimiento.

En dichas instituciones públicas y privadas neoleonesas se encuentran más de 
1,200 integrantes del Sistema Nacional de Investigadores, además de otros profe-
sores y especialistas que por su cuenta se dedican a buscar respuestas a diversas 
problemáticas.

A
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Para aprovechar toda esta riqueza intelectual, en enero de 2017 el Consejo Nuevo 
León lanzó su Red de Conocimiento, con el fin de potenciar la investigación que se 
genera en nuestra entidad, poniéndola al servicio de nuestro Plan Estratégico 2030. 

En agosto 2017 se lanzó una convocatoria para hacer la primera publicación anual, 
el documento que tiene en sus manos.

Con base en trabajos científicos compartidos en nuestra plataforma virtual, se se-
leccionó a 9 investigadores para elaborar propuestas concretas de política pública. 
Así, cada uno de los capítulos que componen ese compendio buscan responder a 
diversos retos que enfrenta nuestra sociedad, y proponen soluciones para construir 
un mejor Nuevo León mañana.

De esta manera, las mejores mentes de Nuevo León estarán contribuyendo di-
rectamente en su progreso social, económico y ambiental, en beneficio de todos. 
Juntos, sumamos nuestras capacidades y esfuerzo para hacer que Nuevo León se 
convierta en el mejor lugar para vivir.

Carlos Salazar Lomelín  
Presidente ejecutivo

Consejo Nuevo León para la Planeación Estratégica

Jesús Viejo González  
Secretario técnico
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1.Prácticas de evaluación 
de aprendizajes en  
escuelas públicas y  
privadas de educación 
básica de Nuevo León

Dra. María Teresa Garza Buentello*

Tema central
5. Incrementar la calidad educativa y los años de escolaridad.

Área de oportunidad prioritaria
E.5. Implementar programas para el desarrollo profesional de docentes  
y directivos.

Línea temática
E.5.1. Estudio sobre la pertinencia y relevancia de la formación docente  
en Nuevo León.
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l presente documento se ubica dentro del tema central de la cobertura 
y calidad educativa. En Nuevo León creemos que tendremos mayor 
éxito educativo al asegurarnos que los niños y jóvenes permanezcan 
en la escuela (Plan Estratégico para el Estado de Nuevo León 2015-
2030). Específicamente, la presente propuesta se dirige hacia el asegu-
ramiento del dominio de competencias en educación básica al fortale-

cer en los maestros(as) y directivos los sistemas de seguimiento de los estudiantes, 
reduciendo así los riesgos del fracaso escolar. 

El área de oportunidad estratégica es la número 5 dentro del Plan Estratégico 2030; 
se refiere a implementar programas para el desarrollo profesional de docentes de 
educación básica y directivos y esto nos llevará a lograr un cambio positivo en el 
sistema de educación de Nuevo León, nos permitirá que todo el proceso de ense-
ñanza-aprendizaje se logre con el más alto estándar de calidad.

Cuando nuestros docentes y directivos estén mejor preparados se favorecerá a 
que nuestros alumnos(as) eleven su nivel de desempeño en evaluaciones naciona-
les e internacionales. Con ello, se logrará impactar la tasa de absorción y eficiencia 
terminal, ya que los estudiantes tendrán las herramientas y conocimientos requeri-
dos para estar aptos y avanzar en sus grados de estudio.

E
1.1. Introducción

* María Teresa Garza Buentello es profesora e investigadora de la Universidad de Monterrey y fue directora del Departamento de Educación 
hasta 2016.
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as evaluaciones forman una parte esencial en la medición de la calidad 
educativa; gracias a ellas se puede obtener información y monitorear si 
los alumnos(as) han logrado aprender los conocimientos y habilidades 
que se pretendían enseñar. El resultado de las evaluaciones también 
refleja si las estrategias de enseñanza del maestro(a) son correctas y si 
están siendo entendidas por los alumnos(as); esto toma importancia ya 

que no solo se les monitorea, sino que también sirven para conocer el desempeño 
del docente. 

Las evaluaciones son como un arma de doble filo, ya que, por un lado, son la forma 
de fácilmente imponer un currículum en la escuela y medir algunos aprendizajes 
no significativos o relevantes para los estudiantes. Además de que, por otro lado, 
son armas que, según sus resultados, pueden llegar a afectar la autoestima de los 
estudiantes. En corto, la evaluación es elemento clave en el proceso formativo de 
los alumnos(as) por las consecuencias e implicaciones que tiene en ellos, en el do-
cente, en el sistema educativo y en la sociedad.

Siendo la era de las evaluaciones y de las reformas en educación, las actividades 
que se realizan en las escuelas debemos de conocerlas y saber hasta dónde se 
están llevando a cabo cambios en la enseñanza dentro del aula y si estos cambios 
están siendo reflejados en las formas de evaluar a los alumnos. Mucho se ha escrito 
en relación con los instrumentos de medición del aprendizaje, como los tipos de 
evaluación que existen, lineamientos a seguir si queremos que una prueba sea vá-
lida y confiable, diseño, periodicidad y condiciones ideales del medio ambiente en 
donde se aplican las pruebas (INEE, 2011).  Sin embargo, existe poca información 
en Nuevo León sobre la manera en que las escuelas primarias realizan sus pruebas 
y exámenes o evaluaciones en general. No sabemos quien(es) se encargan de rea-
lizarlas, cada cuándo cambian estas pruebas y si existe un seguimiento posterior 
a la aplicación de la prueba como otorgar retroalimentación a los estudiantes, etc.

La congruencia entre el pensar de los directores de las escuelas y el de sus do-
centes es importante de fomentar. Además, es también importante estudiar la 
relación o cambios que han impactado con la educación por competencias en la 
preparación de las evaluaciones de aprendizajes (INEE, 2011). Hoy en día se trabaja 
con técnicas de aprendizaje colaborativo, aprendizaje por proyectos, aprendizaje 
activo entre otros métodos didácticos y estos nuevos procesos de enseñanza-
aprendizaje llevan a que se reevalúe la misión, visión, resultados y evaluación dentro 
de las escuelas.  

Es importante saber si los cambios en la forma de enseñar han tenido algún im-
pacto en la forma de evaluar a los alumnos en clase. Se tiene una nueva forma de 
trabajar en la escuela en donde el alumno es el centro, el alumno es el ser activo y 

L
1.2. Planteamiento del problema
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el maestro(a) es quien facilita o provee las condiciones para que se del aprendizaje.  

La pregunta por tanto surge ¿estas evaluaciones también han hecho el cambio? y 
¿se puede ver este cambio en sus instrumentos para evaluar las competencias?, 
¿Quién y cuándo se elaboran las pruebas?, ¿se evalúan los temas que se tratan 
en clase, o se dirigen las pruebas a medir meramente el nivelde conocimiento o los 
niveles más bajos de la taxonomía? Estas preguntas también se encuentran entre 
otras de nuestras preguntas de investigación.
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l objetivo y razón principal por la que interesa resolver la problemática 
mencionada es llegar a conocer y analizar la práctica docente en ma-
teria de evaluación de aprendizajes, atendiendo a ambas modalidades: 
escuelas primarias públicas y escuelas primarias privadas del Estado 
de Nuevo León.

Es importante que se diseñe una serie de estrategias, líneas de acción y proyec-
tos de largo plazo, cuya implementación permitirá lograr dichos objetivos. Los do-
centes y los directores escolares son fundamentales o piezas clave para mantener 
en alto la calidad de la educación.

E
1.3. Objetivos
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iendo la era de las evaluaciones y de las reformas en educación, las 
actividades que se realizan en las escuelas debemos de conocerlas y 
saber hasta dónde se están llevando a cabo cambios en la enseñanza 
dentro del aula y si estos cambios están siendo reflejados en las for-
mas de evaluar a los alumnos. 

Mucho se ha escrito en relación con los instrumentos de medición del aprendizaje, 
como los tipos de evaluación que existen, lineamientos a seguir si queremos que 
una prueba sea válida y confiable, diseño, periodicidad y condiciones ideales del 
medio ambiente en donde se aplican las pruebas. Sin embargo, existe poca infor-
mación en México sobre la manera en que las escuelas primarias realizan sus prue-
bas, quienes se encargan de realizarlas, cada cuando cambian estas pruebas y si 
existe un seguimiento posterior a la aplicación de la prueba como retroalimentación 
a los estudiantes, etc. (INEE, 2011; Martínez-Rizo, F. y Mercado, A. 2015).

En Nuevo León se hizo un estudio que intentaba explicar precisamente el estado 
de las diferentes maneras de evaluar y la calidad de evaluación de acuerdo con 
alcance de los objetivos y al aprendizaje del alumno. El estudio de Ismael Vidales 
Delgado acerca de las Prácticas de Evaluación Escolar en Escuelas Primarias de 
Nuevo León, buscaba lo mismo que en nuestra investigación (2006). Sin embargo, 
el estudio de Vidales fue realizado con datos antes de la Reforma Integral de la Edu-
cación Básica a Nivel Primaria. Sus datos llegan hasta 2005 y nuestra investigación 
busca encontrar prácticas de la evaluación en Educación Básica a nivel primaria a 
consecuencia de la nueva reforma educativa. Además, él conformósu muestra por 
313 personas a quienes encuestó, pero no tienen representación estadística con 
respecto al total de 18,733 maestros que trabajaron en escuelas de Nuevo León 
durante el ciclo 2003-2004, el 87.5 % de ellos en el sector público. 

Otro estudio realizamos nosotros en el CIECESP (Brunner & Garza, 2011) cuyos 
objetivos eran similares, podemos decir que fue un mini-estudio piloto pues sola-
mente se trabajó en dos municipios y solo con escuelas públicas y la muestra 
fue muy pequeña (n=9 escuelas). Nos dimos cuenta de la necesidad que hay de 
conocer lo que se hace en nuestras escuelas y la forma de comunicarse dentro de 
una escuela es muy variada. 

El diseño y elaboración de evaluaciones no es tarea fácil e idealmente requiere  
de planeación para definir aspectos como:

	 • Identificación de los objetivos del área de aprendizaje a evaluar (definir pro- 
	 cesos cognitivos que requiere el estudiante para responder y plasmar su  
	 aprendizaje como seleccionar, reconocer, clasificar, comparar, analizar, re- 
	 sumir, etc.)

S
1.4. Contexto
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	 • Establecimiento del valor y puntaje de la prueba.
	 • Definición del tiempo de duración. 
	 • Diseño de prueba: tipo de formato a utilizar pregunta estructurada por  
	 selección (opción múltiple, falso y verdadero, paréntesis, etc.) o bien pre- 
	 gunta no estructurada (comparar modelos, analizar, explicar contenido, etc.)  
	 (De Vincenzi y De Angelis, 2008).
	 • Revisión de resultados: establecer criterios de revisión en el caso de pre- 
	 guntas abiertas, entre otras cosas.

Para cada tipo y diseño de pruebas existen ventajas y desventajas en su  
implementación que se tienen que tomar en cuenta por la persona que las dis-
eña y utiliza. Es importante que la(s) persona(s) asignada(s) para realizar las prue-
bas tenga conocimientos básicos sobre la materia a evaluar, así como la técnica 
y conocimiento de las herramientas para elaborarlas y que además le dedique el 
tiempo necesario para su realización. De no cumplir con los requisitos básicos, los 
resultados de la prueba podrían no ser válidos ni confiables. En relación con quién 
se recomienda que realice las pruebas de evaluación, Camilloni (1998) menciona 
que el diseño de evaluaciones debería formar parte de las tareas que realizan los 
docentes.

De acuerdo con Camilloni (1998), para que los instrumentos de evaluación sean 
válidos y confiables deberán de cumplir con algunos requisitos como:

	 • El contenido de la prueba es una muestra amplia de los conceptos  
	 cubiertos en la clase.
	 • Debe de tener pocos resultados al azar
	 • Longitud y duración de las pruebas adecuados, ni muy corta, ni muy  
	 larga que pueda cansar al estudiante.
	 • El ambiente donde se aplica sea adecuado (sin ruido) y con los recursos  
	 necesarios. 

Distintos autores (Hurtado,1980, Vita ,2009 y De Vincenzi y De Angelis, 2008) men-
cionan la importancia de tener claros los objetivos de aprendizaje del curso antes 
de realizar una prueba de evaluación. Otros de los aspectos importantes a tomar 
en cuenta son:

	 • Asegurarse que los objetivos del curso son claros para los alumnos
	 • Seleccionar las estrategias instruccionales y/o materiales con las cuales se  
	 van a lograr estos objetivos.
	 • Asegurarse que estas estrategias son correctas y logran transmitir el  
	 aprendizaje a los alumnos
	 • Determinar las técnicas que se utilizaran para evaluarlo.
	 • Revisar que las preguntas del examen estén relacionadas con los objetivos  
	 del curso.
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Las evaluaciones deben de ser tomadas como una fuente de retroalimentación y 
continuo perfeccionamiento, en el que hay que ir interpretando el porqué de los 
resultados de los alumnos(as) y en base a esto proponer cambios o realizar los 
ajustes necesarios para ir mejorando los resultados (Carreño, 1987). Esta manera 
de entender el valor de las evaluaciones implica que deberían de ser revisadas y 
mejoradas en base a los resultados obtenidos por los estudiantes.

La presente investigación toma importancia ya que pretende caracterizar estas 
prácticas de evaluación de aprendizajes en las escuelas de educación básica. Se 
pretende llegar a conocer quiénes son las personas responsables de elaborar y 
diseñar las pruebas y si estas personas siguen un proceso de planeación de las 
mismas o bien solamente compran las pruebas a un tercero sin revisar siquiera los 
contenidos y formatos.

A través de investigar la realidad de lo que sucede tanto en escuelas públicas como 
privadas de Nuevo León en relación con la manera en que diseñan e implementan 
sus evaluaciones ya sean bimestrales o de algún otro tipo, nos permitirá conocer 
sus fortalezas y áreas de oportunidad. Los resultados obtenidos permitirán retroali-
mentar a las escuelas a que mejoren su sistema y diseño de evaluaciones y con 
esto contribuir a mejorar la calidad de la educación.

El interés por investigar este tema surge al considerar que las herramientas de eva-
luación son la principal fuente de información acerca del aprendizaje del alumno y al 
conocerlas ahondamos en la única manera de impulsar su desarrollo. La evaluación 
es un elemento clave en el proceso formativo de los alumnos(as) por las conse-
cuencias e implicaciones que tiene en ellos, en el docente, el sistema educativo y 
en la sociedad.

Estas evaluaciones dentro del aula son las que van marcando a los alumnos(as) y 
van guiando las expectativas de los maestros(as). Tanto el docente como el estu-
diante se “califican” respecto a sus logros y dificultades con los resultados que se 
reportan en clase, haciendo de esta actividad el insumo de importancia y trascen-
dencia en la vida de los estudiantes tanto en la escuela como en su casa.

Por ello, se reportaron tres experiencias de investigación con esta temática. Los 
tres fueron estudios mixtos -utilizando enfoques cuanti y cualitativos al obtener in-
formación utilizando entrevistas, observaciones, encuestas y cuestionarios. Los es-
tudios se realizaron en: García, N. L: dos escuelas primarias públicas y dos preesco-
lares (escuelas con sistema de Eduspark (12 maestros primaria). Otro estudio se 
realizó en ocho escuelas públicas de Santa Catarina y de Garza García (48 maes-
tros) –el énfasis fue en investigar sobre la realización de instrumentos evaluativos, 
el diseño de tipos de formato y las pruebas de medición y el papel del maestro y 
su involucración en el proceso. Finamente, otro estudio en 11 escuelas privadas de 
Monterrey y de San Pedro Garza García (31 maestros primaria) (Garza B., 2014).
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En el ciclo escolar 2014-2015 las escuelas públicas atendieron al 83 % de la po-
blación y el resto fue atendido por las escuelas particulares (Plan Estratégico 2030, 
2015, p.21). Entre los resultados comunes que tenemos del alumnado mexicano, 
tenemos que 44 % de los estudiantes no alcanza un nivel mínimo de matemáticas 
adecuado para desempeñarse en la sociedad en un puntaje de nivel 1 o menor, 
como se refiere en el cuadro 6 del Plan Estratégico 2030 (p.25). En este contexto 
de evaluación, en lectura los resultados son similares: el 32 % de los estudiantes no 
adquiere las competencias básicas de lectura necesarias para desempeñarse en la 
sociedad (Plan Estratégico 2030, p.25).

De estos estudios se concluye, al igual que en el Plan Estratégico 2030, que se 
inició una reforma educativa en 2014 para asegurarnos que los profesionales de 
la educación lleguen a contar con competencias de alto nivel que contribuyan al 
mejoramiento de la calidad de la educación (p.26).

En 2015, más de la mitad de los maestros aspirantes a una plaza en educación 
básica en Nuevo León fueron calificados como “no idóneos”. Estos resultados evi-
dencian la necesidad de incrementar la calidad de los programas de formación y 
desarrollo profesional de docentes y directivos.

La Subcomisión de Educación del Consejo Nuevo León realizó diversos estudios 
de investigación que permitieron conocer las necesidades de los docentes para 
mejorar los procesos de enseñanza y aprendizaje. Concluyen que se requiere un 
plan integral de desarrollo docente que les permita especializarse y mantenerse 
actualizados, así como tener los espacios para poner en práctica diversas técnicas 
pedagógicas. Para abordar estas áreas de oportunidad se requiere, en primer lugar, 
de cambios en la estructura organizacional, operativa y pedagógica de la Secretaría 
de Educación. 
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ado que la evaluación de aprendizajes es elemento clave en el pro-
ceso formativo de los estudiantes por las consecuencias e implica-
ciones que en ellos tiene, en el docente, en el sistema educativo y 
en la sociedad, se proponen estas tres opciones para apoyar en la 
solución de la problemática:

1. Adaptarse a nuevas formas de evaluar aprendizajes y buscar mejorar de forma 
colegiada los instrumentos de evaluación proporcionados por las escuelas.

El desarrollar y adaptarse a nuevas formas de evaluación de aprendizajes serviría 
para lograr mejorar la calidad de la educación, ya que por un lado reflejarían las 
evaluaciones los cambios curriculares que se están exigiendo, y permitiría que se 
desarrollen mejores instrumentos de evaluación por los docentes y directivos. Ideal-
mente no se relacionarían con las pruebas estandarizadas (nacionales o extran-
jeras) que se utilizan, pero sus resultados deberían de estar vinculados a una mejor 
práctica docente y a obtener mejores resultados en las pruebas estandarizadas.
Si exigiría mayor esfuerzo por parte de los docentes y directivos, pero mejoraría el 
conocimiento y práctica de lo que sucede en sus aulas. Al elaborar los instrumentos 
de evaluación de forma colegiada se beneficiaría toda la comunidad escolar en su 
trato y en lograr mayor comprensión de los contenidos.

2. Restar importancia y ponderación al examen mensual y bimestral, y dar más 
valor a las actividades diarias (trabajo en clase).

El valorar las actividades diarias fomenta mayor entrega por parte del docente y 
despierta un interés en el estudiante por sus clases. Al tomar en cuenta y valorar 
los trabajos diarios en lugar de evaluar con exámenes mensuales o bimestrales, 
lograría en muchos(as) bajar el miedo que se tiene a ser evaluado. Se incrementa 
de esta forma el nivel de las evaluaciones formativas y el dar retroalimentación dia-
ria de los trabajos realizados da confianza al estudiante de que aprende algo cada 
día. El docente debe de idear distintas o variadas formas de hacerlo y dar retroali-
mentación diaria para que sea efectivo este cambio. Se aumentarían seguramente 
las autoevaluaciones y coevaluaciones, lo cual despierta una mayor conciencia y 
autodeterminación en los estudiantes. Llevaría a incrementar su autorregulación de 
aprendizajes y por tanto mejoraría la calidad de la educación que se recibe.

3. Asegurar que los exámenes que se apliquen cumplan con criterios pedagógi-
cos (validez y confiabilidad) y no orientarlos hacia un entrenamiento para aprobar 
las pruebas nacionales (ENLACE, PISA).
Favorecer el entrenamiento de directores escolares y la capacitación in situ de 
profesores(as) para mejorar su práctica docente y la forma como diseñan y evalúan 
a los estudiantes llevaría a mejorar la calidad de la educación que se ofrece. Las 

D
1.5. Análisis de opciones
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herramientas de evaluación deben de tener robustez y cumplir con criterios míni-
mos de validez y confiabilidad. Asegurarse de esto es tarea del director y él debe de 
revisarlos junto con los docentes antes de que se le presenten al alumnado. Si bien 
estas herramientas están orientadas para cubrir el currículum, seguramente bien 
comprendidos los programas de estudios por los docentes y estudiantes, llevarán 
a que en las pruebas estandarizadas se obtengan mejores promedios. Una vez que 
se tiene claro el formato de evaluación, será cada vez más fácil entender las fallas 
en las pruebas estandarizadas y de ahí partir para explicar en algunas sesiones las 
debilidades que se tienen en la docencia para que se mejoren los resultados.
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l examen es el instrumento para evaluar más utilizado por los docentes 
en las instituciones tanto públicas como privadas. Aunque se tiene 
poco conocimiento de la forma de evaluar aprendizajes en el aula, las 
pocas investigaciones en el tema así lo señalan (INEE 2014, Garza 
2014, Vidales 2006, etc.). 

Se recomienda incrementar la capacitación a docentes para el diseño y análisis 
de evaluaciones y así mejorar resultados. A las instituciones y sus directivos se les 
recomienda que acepten participar en proyectos con fines de retroalimentación 
para su mejora. Es importante que se valore el impacto que las evaluaciones tienen 
en los estudiantes, está muy vinculado a su autoestima y esto es muy útil cuando 
es para su beneficio, pero si se descuida llega a causar un daño serio en los estu-
diantes.

Capacitar a los maestros(as) dándoles herramientas para evaluar de acuerdo con 
las competencias establecidas poniendo al alumno(a) como prioridad. Obtener 
conocimientos para planear, diseñar y aplicar evaluaciones diversas con un buen 
grado de validez y de confiabilidad. Dar menos importancia a las pruebas estandari-
zadas como ENLACE, PLANEA o PISA y enfocarse más en el desarrollo y aprendi-
zaje de cada estudiante. Elevando la calidad educativa y en nuestras evaluaciones 
se dará por consiguiente una mejoría en las pruebas estandarizadas. Esto llevará 
a un progreso y una transformación del trabajo escolar y será consistente con la 
reforma educativa que tanto esperamos muestre sus resultados. 

E
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sta iniciativa se desarrolla como parte del Eje de Educación del Plan 
Integral para el Desarrollo de La Campana-Altamira, impulsado por una 
coordinación pública-privada donde participan gobierno, academia, 
organizaciones de la sociedad civil e iniciativa privada. La comunidad 
Campana-Altamira, es un polígono que se encuentra en condiciones 
de pobreza urbana. 

Tomando como referencia el proyecto piloto implementado en dos escuelas  
públicas dentro de este polígono e inspirado en el programa “Círculo Virtuoso” 
de Alianza Educativa Ciudadana por Nuevo León, se realiza una propuesta me-
todológica para la gestión y articulación de programas para la mejora continua de 
la educación pública, como estrategia para la transformación social y urbana de la 
zona que impulsará el desarrollo sostenible a largo plazo. Para ello, se conjuntó el 
conocimiento generado como resultado de investigaciones de gestión educativa y 
la experiencia práctica en la implementación de programas sociales y de infraes-
tructura, ambos teniendo como característica principal la participación ciudadana, 
considerando los roles de la comunidad escolar y fortaleciendo su potencial como 
agente de cambio.

Por lo descrito las áreas de oportunidad a las que se enfoca esta iniciativa son:  
E 5. Implementar programas para el desarrollo profesional de docentes y directivos 
y BS 14. Potenciar el alcance y coordinación del tercer sector: OSC, fundaciones y 
acciones gubernamentales. 
A continuación, se describe el problema y sus dimensiones, estableciendo un plan-
teamiento concreto que permite enfocar el proyecto.

E
2.1. Introducción

* Los autores son profesores e investigadores del Tecnológico de Monterrey, Campus Monterrey y participaron con esta investigación en el  
III Congreso Internacional de Innovación Educativa.
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l sistema educativo básico público en México atiende a una población 
de más de 27 millones de estudiantes, distribuidos en aproximada-
mente 210 mil escuelas, el 55 % de ellas están en condiciones de 
alta a muy alta marginalidad (INEE, 2012; 2016). La noción de vul-
nerabilidad se relaciona con la población en condiciones de pobreza, 
población con carencia de derechos sociales: educación, servicios de 

salud, seguridad social, vivienda, servicios básicos y alimentación. Esta situación 
resulta contraria a la expectativa general de que la escuela compensa de alguna 
manera las desigualdades sociales, permitiendo a los estudiantes acceder a una 
mejor posición social. En este sentido, la educación debería ser una garantía de jus-
ticia social, en particular para el 46 % de la población mexicana que vive en pobreza 
(Coneval, 2015). A pesar de que la educación tiene la encomienda de revertir la 
condición de inequidad, la mayoría de las veces la educación reproduce dicha ine-
quidad, porque los estudiantes que viven en las circunstancias más desfavorables 
son atendidos en las escuelas con las mayores deficiencias (generalmente tienen 
menos recursos y menos personal calificado), es así que en lugar de compensar las 
desventajas de los estudiantes en situación desfavorable, la escuela contribuye a 
perpetuar la situación de desventaja (INEE, 2007; 2016). 

Lo que se esperaría es que las escuelas ofrezcan un servicio de calidad que fa-
vorezca la movilidad social. Se entiende por educación de calidad a aquella que 
es relevante, eficaz, eficiente y particularmente equitativa, en el sentido de que  
ofrezca apoyos compensatorios a quienes lo requieren, es decir que una educación 
equitativa tiene en cuenta la situación desigual de los estudiantes, las familias, las 
comunidades y las escuelas (Martínez, 2007). 

En lo que respecta al personal calificado, la literatura enfoca su atención en la re-
levancia del rol del director escolar, al señalar que su desempeño es determinante 
para lograr la calidad educativa (Cantón y Arias, 2008; Murillo y Román, 2013). El 
director tiene la capacidad de influir en otros actores escolares claves para mejorar 
el desempeño escolar, como lo son los profesores y padres de familia (Stein, 2004). 
Diferentes estudios señalan al director escolar como el líder natural (Cantón y Arias, 
2008), responsable de generar las condiciones para el buen funcionamiento de 
la escuela, al que se le atribuye el 30 % del aprendizaje del alumno (Fernández y 
Blanco, 2004). Por lo anterior resulta relevante centrar la atención en la figura del di-
rector cuando se habla de calidad educativa, particularmente cuando se sabe que 
la influencia de la escuela sobre los resultados de los estudiantes es mayor que los 
factores del entorno familiar y social (De acuerdo con resultados de PISA se estima 
un 35 % - 50 % de la varianza total, INEE, 2007).

En estudios sobre los denominados directores escolares exitosos en México se 
identificaron las siguientes competencias claves para ejercer un liderazgo eficaz: 

E
2.2. Planteamiento del problema
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toma de decisiones compartida, comunicación efectiva y liderazgo compartido en-
tre otras competencias (Torres-Arcadia et al., 2003). Es relevante hacer notar que 
dichas competencias favorecen la construcción de una visión compartida (Senge, 
2002) con la que no solo se logra un sentido de pertenencia a un futuro deseado y 
el compromiso correspondiente para alcanzarlo. A este respecto los procesos de 
planeación y acción participativa, pueden ofrecer herramientas para incluir la voz 
de los diferentes actores y beneficiarios de la comunidad escolar (personal admi-
nistrativo, profesores, estudiantes y padres de familia), lo que sin duda es necesario 
para favorecer procesos de transformación en contextos complejos que requieren 
de legitimidad, confianza, compromiso y suma de voluntades y capacidades.

Tomando como referencia lo descrito respecto al efecto de la educación de calidad 
para favorecer la movilidad social y la relevancia de función directiva en la conse-
cución de la mejora escolar, se propone la presente metodología. Para efectos de 
la presente propuesta la pregunta que se espera responder es ¿Cuál es el nivel de 
eficacia de la escuela pública, y particularmente del rol directivo, como agente de 
cambio en la transformación intergeneracional de una comunidad en contextos 
vulnerables? A continuación, se describen los objetivos con los que se aborda la 
pregunta planteada.
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l objetivo general que se aborda en esta iniciativa es generar confian-
za y compromiso en la comunidad escolar mediante la promoción de 
una actitud proactiva en la identificación de problemáticas y accionar 
a través de los medios para solucionar dichas problemáticas. En este 
contexto la figura del director escolar es el punto de apoyo fundamen-
tal, ya que es el director quien puede ejercer el mayor nivel de influencia 

sobre la cultura escolar a través de su modelo de comunicación con profesores, 
alumnos y padres de familia, así como la congruencia de sus acciones ante los re-
tos identificados. Los objetivos específicos son: 

	 1. Promover la participación de Consejos Escolares de Participación Social  
	 en la implementación de los planes de mejora.

	 2. Fortalecer las competencias del director escolar para el ejercicio de un  
	 liderazgo eficaz.

	 3. Socializar los resultados logrados como comunidad escolar.
 
	 4. Articular y gestionar los vínculos con actores claves para la implemen- 
	 tación de los planes de mejora. 

A continuación, se describe tanto el contexto y el modelo con el que se han abor-
dado los objetivos señalados.

E
2.3. Objetivos
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a comunidad Campana-Altamira es habitada por 19,543 personas, 
la cual es caracterizada por estar en pobreza moderada y extrema, 
además de estar estigmatizada por el resto de la ciudad por ser una 
zona donde se presentaron actos violentos en los años 2009 y 2013. 
En dicha comunidad existen 15 escuelas públicas (9 preescolares, 3 
primarias, 2 secundarias y 1 escuela técnica medio superior, en 11  

planteles educativos). En dicho polígono 12 % de niños y jóvenes no asisten a la 
escuela. 

En el presente proyecto se establece una metodología base para implementar el 
Programa de Apoyo a la Educación en el polígono, en el que los factores clave 
son: a) la actuación de Consejos Escolares de Participación Social, los alumnos, 
profesores y director de las escuelas públicas en la generación e implementación 
de los planes de mejora continua, b) liderazgo del director, su capacitación y acom-
pañamiento en este proceso, c) la socialización de los resultados conjuntos logra-
dos como comunidad escolar, y d) la articulación estratégica de actores clave y la 
microgestión.

Este proyecto atiende al reto de cerrar la brecha entre diseño y ejecución de progra-
mas públicos donde intervienen diversos actores sociales y gubernamentales. La 
metodología tiene como finalidad establecer una estrategia de planeación y acción 
participativa de la comunidad escolar, como punto común desde donde se pueden 
impulsar iniciativas que promuevan la mejora en la calidad educativa y a su vez la 
transformación social de su entorno. En el proyecto se desarrolla durante un ciclo 
escolar a través de 6 etapas que se repetirán durante al menos 5 ciclos escolares. 
Las etapas se observan en la Figura 1 y se describen a continuación: 

Etapa 0 o preliminar, “Generación de Confianza y Compromiso”: cons-
trucción de confianza con el director de la escuela pública y promover  
su compromiso para participar en el programa. 

Etapa 1 “Conocer para sumar”: diagnóstico que permite conocer las caracterís-
ticas y dinámicas sociales previo a la acción, se realiza desde una perspectiva 
técnica externa y posteriormente a través de un proceso participativo, a partir de 
ambas se generará una visión sistémica. 

Etapa 2 “Planificando en conjunto”: planeación participativa liderada por el di-
rector escolar, guiado por un especialista en gestión educativa (en el primer ci-clo 
escolar), para establecer su Ruta de Mejora (nombre oficial del Plan de Mejora 
Continua), o en su caso fortalecerla considerando la información resultante del  
diagnóstico y tomando como base la priorización de las problemáticas escolares 
identificadas por la propia comunidad escolar (profesores, alumnos y padres de 

L
2.4. Contexto
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familia); en esta fase se identifican acciones rápidas de alto impacto que se puedan 
llevar a cabo en el presente ciclo escolar con los recursos disponibles. Para este fin 
se llevan a cabo sesiones con los diferentes grupos de interés utilizando técnicas 
de toma de decisiones grupal.

Etapa 3 “Participar para transformar”: el director comunica a la comunidad es-
colar las prioridades identificadas durante el diagnóstico participativo y el plan de 
mejora continua que emana de la misma comunidad escolar, fomentando el com-
promiso para sumarlos a participar en la implementación en las acciones y forta-
leciendo la legitimidad de las mismas. En esta etapa se conforman o formalizan los 
grupos de participación (Consejos Escolares de Participación Social). 

Etapa 4 “Acciones rápidas y vinculaciones de alto impacto”: implementación 
de acciones de alto impacto con la participación de los grupos conformados en la 
etapa 3; vinculación con organizaciones de la Sociedad Civil, programas guberna-
mentales y académicos alineados a la Ruta de Mejora; la articulación de esfuerzos a 
través de la microgestión y tejido “fino”, será clave que mantenga coherencia con la 
finalidad del proceso, coordinación y alineación a la visión compartida, para fomen-
tar el sentido de pertenencia y fortalecer el compromiso hacia la transformación. 

Etapa 5 “Celebrar resultados y reflexionar”: celebración colectiva (comunidad 
escolar) liderado por el director, reconociendo: el trabajo en conjunto, logros de la 
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visión compartida y sistémica, y aprendizajes obtenidos por la participación. 

De manera simultánea, se capacita y acompaña al director escolar, iniciando con 
el “Taller de Liderazgo directivo”, en donde se realiza un diagnóstico del perfil del 
director y se genera una oferta de capacitación y acompañamiento durante el resto 
del ciclo escolar para fortalecer las competencias del liderazgo eficaz; como parte 
del acompañamiento es recomendable generar una Red de Directores para inter-
cambiar experiencias, reflexionar de ellas y rescatar aprendizajes.

Esta metodología plantea una propuesta de intervención de al menos 5 ciclos esco-
lares con diferente nivel de acompañamiento hacia el director escolar. Así mismo es 
importante considerar que si la mejora continua de la escuela implica rehabilitación 
de infraestructura, se realice de manera paulatina considerando los recursos dis-
ponibles o gestionados.

A continuación se presenta el análisis de la implementación de dicha metodología, 
algunos de sus resultados y aprendizajes logrados durante la operación del mismo.
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n el caso del CBTIS 99, durante el año 2015 se realizaron vinculaciones 
(como Alianza NEO, participación en INC Mty, etc.) que permitieron 
construir confianza con el director y desde él hacia la comunidad es-
colar, al conocer la organización de la comunidad escolar, identificar 
actores clave y los factores que dificultaban la participación (Etapa 0). 

Durante el año 2016 se realizó un diagnóstico con un grupo reducido de maestros, 
padres de familia y alumnos enfocado a identificar las causas del abandono escolar 
(el cual es de 37.8 % acorde a SIGEEMS, 2017), se identificaron 187 causas que 
se agruparon en cuatro grupos: relacionadas a la institución, relacionadas a los 
estudiantes, relacionadas a la situación familiar y finalmente aquellas relacionadas 
al contexto. A partir de esta información, expertas en gestión educativa, guiaron al 
director para realizar un proceso participativo con un grupo representativo aleatorio 
de la comunidad escolar (235 alumnos, 64 padres de familia y 26 profesores) para 
priorizar dichas problemáticas (Etapa 1). 

A partir de la información generada, en conjunto con el director se definió el Plan de 
Mejora Continua, en el cual establecieron 4 ámbitos prioritarios de actuación: Mejo-
rar la percepción de la escuela en imagen, evitar la deserción, mejorar el rendimien-
to escolar y evitar la drogadicción; los cuales fueron comunicados a la comunidad 
escolar (Etapa 2). 

Como resultado de esta comunicación surgieron y se identificaron grupos y actores 
clave dentro de la comunidad escolar, con lo que se promovió la participación de 
los miembros de la comunidad en la mejora escolar: alumnos focalizados en riesgo 
de desertar (de primer semestre, con faltas continuas y primer parcial con promedio 
reprobatorio), profesora de la carrera técnica de construcción y sus alumnos, alum-
nos representantes de grupo, entre otros (Etapa 3). 

Con todo lo anterior, se empezaron a generar y promover vinculaciones que aten-
dieran los temas prioritarios (Etapa 4), por ejemplo: Brigadas de Mejora Escolar con 
Servicios a la Juventud A.C. participando alumnos focalizados, fortalecimiento de 
representantes de grupo a través de vinculación de profesora y alumnos del Tec de 
Monterrey de Formación Ciudadana, voluntarios brindando asesorías académicas, 
conferencia testimonial para motivar a alumnos de último semestre; y una Brigada 
de mejoramiento de la cancha deportiva con la participación desde la planeación 
y su ejecución de los alumnos de construcción, directivos, profesores y líderes de 
los proyectos antes mencionados, para lograr lo anterior se tuvieron varias sesiones 
de articulación entre los diferentes líderes de proyectos con el director y actores 
clave de la escuela; esto coadyuvó coyunturalmente con el inicio de la ejecución 
de las mejoras de infraestructura que el plantel educativo recibió como parte del 
Programa Escuelas al CIEN (de Secretaría de Educación Pública), lo cual se tradujo 

E
2.5. Análisis de opciones



34

en resultados visibles para toda la comunidad escolar. 

Al finalizar el año 2016, el director socializó y difundió los resultados de los esfuer-
zos realizados con la comunidad escolar, que correspondían y se alineaban a las 
prioridades planteadas en el Plan de Mejora; así también se tuvo una sesión de 
evaluación de resultados y reflexiones entre el director y las expertas en gestión 
educativa acerca de todo el proceso llevado a cabo (Etapa 5). El rol de la Dirección 
de Urbanismo Ciudadano del Tec de Monterrey en todo el proceso, fue de facilita-
dor, brindar estructura al programa y generar las vinculaciones.

Actualmente siguen surgiendo oportunidades de vinculación, las cuales  se bus-
ca siempre alinear a los cuatro temas prioritarios señalados en el Plan de Mejora 
Continua, evitando así la duplicidad de iniciativas y facilitando la intervención o re-
cepción de apoyos por parte de organismos e instituciones. En este sentido se 
continúa la rehabilitación de un espacio deportivo-recreativo con apoyo de Impulso 
Urbano (profesores y alumnos del Tec de Monterrey) con la participación de la ca-
rrera técnica de construcción.

En la Escuela Primaria Arturo B. de la Garza, en enero 2017 se inició una fase de 
construcción de confianza a través de la vinculación de los proyectos: “Ciudada-
nitos” de Despierta, Cuestiona, Actúa, A.C., el Taller Comunitario, (profesores y 
alumnos de arquitectura del Tec de Monterrey) y un proyecto de apoyo escolar 
“Aprendiendo Juntos” organizado por empleados voluntarios del Tec de Monterrey, 
así como una brigada de mantenimiento a la escuela donde participaron padres de 
familia, alumnos y profesores de la primaria. En mayo de este mismo año la direc-
tora y subdirectora participaron en el taller “Identidad Directiva” y se manifestaron 
dispuestas a iniciar un proceso de Plan de Mejora para su plantel con lo que se ha 
concretado la Etapa 0 de la metodología.

En el CBTIS 99 los resultados obtenidos hasta el momento son: participación  
coordinada y articulada de profesores, alumnos e iniciativas externas en el marco 
de una visión compartida de la comunidad escolar, legitimidad del Plan de Mejora 
Continua, liderazgo del director y subdirectora fortalecido, se favoreció el sentido 
de pertenencia por parte de la comunidad escolar, compromiso del director y pro-
fesores por continuar impulsando la mejora en la escuela. Por parte de la Escuela 
Arturo B. de la Garza, se construyó confianza y compromiso con los directores, 
para entrar a un proceso de mejora continua y acompañamiento en su liderazgo.

A partir de lo anterior, en junio 2017, como parte de acuerdos convenidos con Alian-
za Educativa Ciudadana de Nuevo León (AECNL), se iniciará la implementación de 
dicha metodología en el ciclo escolar 2017-2018 en 9 escuelas (3 preescolares y 6 
primarias) para que, en función de los resultados positivos y asegurando la corres-
ponsabilidad de las escuelas, se pueda continuar el proceso de 5 ciclos escolares 
como se plantea en la propuesta. 
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Estos son algunos ejemplos de opciones de puestas en marcha de dicha me-
todología, dejando como lección que la manera endógena de fomentar la transfor-
mación en las escuelas públicas y dirigida desde el liderazgo del director escolar, 
generan resultados positivos que tienden a ser más sustentables y legítimas con la 
comunidad escolar.

Las alternativas a dichas opciones de implementación son: B) que a partir del lide-
razgo del director escolar, sin tomar en cuenta las competencias clave de un li-
derazgo eficaz, se genere vinculación con alguna asociación externa para que ge-
nere los procesos de transformación con la comunidad escolar únicamente con el 
respaldo del director. C) Vincular proyectos y programas de asociaciones para su 
implementación directa con los alumnos de las escuelas públicas, independiente-
mente que estén alineados o no a las prioridades de la comunidad escolar.
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a recomendación principal de seguir la opción A, es debido a que la me-
todología aquí planteada favorece la promoción de la calidad educativa 
en un contexto urbano en condiciones de pobreza, ya que que involu-
cra estrategias participativas y el fortalecimiento del liderazgo eficaz. La 
gestión entre actores e instituciones, la articulación entre programas, 
actores y necesidades son el elemento que genera una diferenciación 

en los resultados y su legitimidad en la comunidad. Es por ello que esta metodología, 
en el largo plazo tiene la posibilidad de ser un apalancamiento del desarrollo sos-
tenible de La Campana-Altamira, por el valor público que agrega al mejorar la edu-
cación pública impulsada por la misma comunidad escolar. Adicionalmente dicha 
metodología provee una plataforma de vinculación para que diversos esfuerzos, 
iniciativas, programas académicos y sociales, de la comunidad del Tecnológico de 
Monterrey se sumen a la generación de soluciones ante las áreas de oportunidad 
identificadas y validadas por la comunidad escolar. 

En conclusión esta metodología ofrece una propuesta en la que instituciones edu-
cativas pueden participar activamente desde su vocación en la transformación so-
cial de su entorno, en la medida que se fortalece el rol directivo a través del ejercicio 
de un liderazgo eficaz que logre integrar y movilizar la comunidad escolar hacia 
los temas señalados como relevantes por ellos mismos. Es así como este modelo 
de transformación busca desarrollar y empoderar a los principales actores y be-
neficiarios en comunidades vulnerables desde la plataforma que ofrece la escuela 
publica. 

En el desarrollo del proyecto se ha observado la dificultad de mantener el pro-
tagonismo de la comunidad escolar, representada por el director. El constante sur-
gimiento de iniciativas y oportunidades de vinculación pudieran distraer la atención 
y consumir recursos de la comunidad para atender problemáticas prioritarias. En 
este sentido la recomendaciones que se sugieren son: 1. Fortalecer el rol direc-
tivo desde el desarrollo de sus competencias tanto de liderazgo eficaz como ad-
ministrativas. 2. Establecer mecanismos de comunicación efectiva para mantener 
informada a la comunidad y promover su participación proactiva. 3. Establecer el 
Plan de Mejora Continua como un instrumento para priorizar iniciativas y promover 
vinculaciones estratégicas. Y finalmente restablecer el tejido social a través de  
4. Promover redes de líderes educativos (directores, profesores, alumnos y padres 
de familia), de tal manera que se integren las iniciativas y recursos de las escuelas 
formando un frente común para la mejora educativa, así como par el desarrollo la 
comunidad en su conjunto. 

L
2.6. Recomendaciones
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n estudios de paternidad deben utilizarse solo marcadores genéticos 
cuya herencia sea conocida con certeza, cuya expresión sea completa 
des de el nacimiento y perdure inalterable durante toda la vida. Los 
procedimientos habituales consisten en estudiar marcadores genéti-
cos en la madre, el hijo y el supuesto padre de este (trío). Los marca-
dores genéticos más utilizados son los antígenos eritrocitarios, enzi-

mas, antígenos del sistema HLA y los marcadores polimórficos del DNA satélite 
(RFLPs y VNTRs); los dos últimos, aunque son los más informativos debido a su 
gran polimorfismo, ven restringido su uso a consecuencia de su alto costo.

La mayoría de los investigadores que realizan sus estudios tomando como unidad 
de muestreo a la familia, no hacen determinaciones de la no-paternidad y publican 
sus resultados con el criterio de que el 100 % de los padres que participan en sus 
estudios, son el 100 % los padres biológicos. Esta consideración del investigador 
crea en su estudio, posibles sesgos o errores en cuanto a los resultados, discu-
siones y conclusiones de una o más variables independientes (X) que se estén aso-
ciando con alguna variable dependiente (Y)por ejemplo la obesidad (evaluada por 
su estado nutricio: Índice de masa corporal). 

Los estudios casuísticos de paternidad constituyen un tipo particular de consejo 
genético, cuya utilidad se extiende más allá del aspecto legal, ya que la pareja que 
consulta, a menudo, requiere del genetista una información que le será valiosa in-
dependientemente de las consecuencias jurídicas de esta. (1,2).

Algunos ejemplos de paternidad disputada y los métodos utilizados para resolver 
el problema han sido narrados desde los tiempos bíblicos y uno de los casos más 
conocidos es el de maternidad disputada resuelto por Salomón. (3).

En estudios de paternidad deben utilizarse solo caracteres cuya herencia sea co-
nocida con certeza, cuya expresión sea completa desde el nacimiento y perdure 
inalterable durante toda la vida. Los procedimientos habituales consisten en estu-
diar marcadores genéticos en la madre, el hijo y el supuesto padre de este (trío). 
Los marcadores genéticos más utilizados son los antígenos eritrocitarios, enzimas, 
antígenos del sistema HLA, y los polimorfismos del DNA satélite; los dos últimos, 
aunque son los más informativos debido a su gran polimorfismo, ven restringido su 
uso a consecuencia de su alto costo. La determinación de los marcadores genéti-
cos debe de realizarse por personal experto usando los mismos marcadores para 

E
3.1. Introducción
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la tipificación de las tres muestras (padre acusado, madre e hijo). (1, 4, 5, 6).

La situación más concluyente y la única aceptada legalmente como prueba en mu-
chos países, es la exclusión del individuo que ha sido erróneamente acusado como 
padre de un niño. Existen dos tipos de exclusión (6):

a) Un hombre es excluido (descartado) si él y la madre carecen de un gen que está 
presente en el niño.

b) Un hombre es excluido si los genes que él debiera haber transmitido a su hijo, no 
aparecen en el niño; por ejemplo, un hombre de grupo AB no puede tener un hijo O. 

En general, y especialmente cuando se encuentra una exclusión de paternidad (in-
consistencia), debe repetirse el examen de las tres muestras por otro experto, con 
el fin de descartar algún error técnico. Una causa teórica de error en la exclusión de 
paternidad es la ocurrencia de mutaciones; sin embargo, en la práctica este factor 
puede despreciarse ya que las tasas de mutaciones son bajísimas, cerca de 1 en 
100,000. (6).
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íntomas: La población residente del estado de Nuevo León, tiene una 
frecuencia de no-paternidad del 11.8 % el cual se obtuvo al analizarse 
a 396 tríos (padre putativo, madre y recién nacido).

Causas: Los factores causales que consideramos para este alto por-
centaje de no-paternidad fueron: el estrato socioeconómico, el lugar 

de nacimiento de los abuelos y el orden de nacimiento que ocupaba el recién na-
cido en la familia.

Consecuencias: Las consecuencias serían dentro del sector Salud. Un sesgo en 
el diagnóstico medico de enfermedades multifactoriales (por ejemplo, obesidad, 
cáncer, diabetes, etc.) así como en investigaciones científicas con bases heredo-
familiares (por ej. Epidemiología genética, medicina clínica, etc.) donde el investi-
gador por desconocimiento de este porcentaje considera al padre putativo como 
el biológico sin serlo y por ende habrá errores en sus resultados, discusiones y 
conclusiones al publicarse.

Pronóstico o Solución del problema: Es necesario invertir en instituciones con 
reconocimiento internacional (por ej. Facultad de Medicina de la Universidad Au-
tónoma de Nuevo León) para que lleve a cabo en sus laboratorios certificados, 
pruebas de no-paternidad e incluso de no-maternidad. 

Plantear el problema de investigación: Los factores causales de enfermedades 
(por ej. obesidad, cáncer, diabetes, etc.) en la cual contribuyen factores genéticos, 
ambientales y epigenéticos, se verían sesgados dando lugar a altas prevalencias 
de enfermedades multifactoriales en la población y por ende los programas educa-
tivos del Gobierno, no lograrían sus objetivos de prevención. De allí que se necesite 
utilizar marcadores con alto polimorfismo genético y algún decreto gubernamental 
que obligue a realizar esta prueba forense para disminuir la alta frecuencia de no-
paternidad.

S
3.2. Planteamiento del problema
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Determinar la estructura genética (frecuencias fenotípicas, frecuencias 
genotípicas, frecuencias génicas y equilibrio de Hardy-Weinberg) de 7 
marcadores genéticos en 396 tríos (padre-madre-recién nacido) me-
diante modelos dentro del campo de la Genética de Poblaciones.

2. Determinar mediante: a) un modelo matemático que hicimos y b) de 
manera cruda, el número total de padres excluidos por inconsistencia de alguno de 
los 7 marcadores genéticos.

3. Determinar el número de padres excluidos por inconsistencia de alguno de los 
7 marcadores genéticos de acuerdo con el lugar de nacimiento de los abuelos del 
recién nacido dentro y fuera del estado de Nuevo León.

4. Determinar el número de padres excluidos por inconsistencia de alguno de los 
7 marcadores genéticos de acuerdo con el estrato socioeconómico de la familia.

5. Determinar el número de padres excluidos por inconsistencia de alguno de los 
7 marcadores genéticos de acuerdo con el orden de nacimiento que ocupaba el 
recién nacido en la familia.

1.
3.3. Objetivos
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amaño de muestra. La muestra fue calculada de acuerdo con la fórmu-
la para muestreo simple aleatorio para población desconocida. Donde 
la probabilidad de paternidad teórica era de p= 0.5 y de no-paternidad 
teórica de q = 0.5 y un error alfa de 0.05. Dando lugar a 396 tríos.

Procedimiento. El trabajo de campo y de procesamiento del presente 
estudio descriptivo cuenta con la siguiente información:
	
	 a. En el momento en que una madre daba a luz en el Hospital de Ginecología  
	 y Obstetricia, el personal médico y de laboratorio colectaba en tubos he- 
	 parinizados, 5 ml de sangre del recién nacido del cordón umbilical. En el  
	 mismo día, se recolectaban 5 ml de muestra sanguínea del padre (previa  
	 identificación con credencial) y 5 ml de la madre. Después de tomar la mues- 
	 tra sanguínea de ambos progenitores se aplicó un cuestionario donde se  
	 les preguntaba el número de cédula, lugar donde vivían, nombre y apellidos,  
	 lugar de nacimiento de los abuelos del recién nacido, la edad de ellos, tiem- 
	 po de estar casados, el orden de nacimiento, estrato socioeconómico, sexo  
	 del recién nacido y cualquier anormalidad detectada por el pediatra. 

	 b. Las muestras sanguíneas apropiadamente etiquetadas, fueron procesa- 
	 das en el laboratorio de Genética de Poblaciones del Centro de Investigación  
	 Biomédica del Noreste-IMSS. Las determinaciones fenotípicas, genotípicas  
	 y génicas fueron hechas para cada una de las muestras para siete marca- 
	 dores genéticos de acuerdo con los métodos descritos por Crawford y cols.  
	 (7) y Lapinski y cols. (8). Todas las discordancias fenotípicas (inconsistencias)  
	 que se observaron en el laboratorio fueron de nuevo analizadas para mini- 
	 mizar los errores de laboratorio.

Análisis Estadístico. El estudio inició mediante una captura de la información de 
las 396 encuestas y de los resultados fenotípicos de los siete marcadores genéticos 
para los tríos en una computadora, para el análisis estadístico en el SPSS. Ya que 
no hubo consanguinidad entre los esposos, se calcularon:

	 1. Las frecuencias fenotípicas, genotípicas y génicas para cada marca- 
	 dor genético mediante el método de máxima verosimilitud de Reed y Schull  
	 (9). Como consecuencia de este método se calcularon para cada uno de los  
	 siete marcadores genéticos si la distribución fenotípica observada estaba de  
	 acuerdo con las predicciones de Hardy-Weinberg. Posteriormente se vio si  
	 existía homogeneidad fenotípica y génica entre los padres y las madres me- 
	 diante una prueba de Tablas de Contingencia (Chi-cuadrada) para cada uno  
	 de los siete marcadores genéticos. En caso de que no existieran diferencias  
	 significativas entre los esposos en este último paso estadístico, se buscaron  

T
3.4. Contexto



Figura 3.1. Modelo matemático 
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	 todas aquellas inconsistencias (por ejemplo, padre B, madre O, hijo A) para  
	 detectar las exclusiones de paternidad para todos aquellos sistemas donde  
	 se presentó la discordancia. 

	 2. Para cada uno de los fenotipos madre-recién nacido, se calculó la proba- 
	 bilidad esperada de exclusión de paternidad utilizando la frecuencia génica  
	 observada en ambos esposos, para lo cual se utilizó el programa MENDEL  
	 Versión 3.3 (10). La probabilidad de exclusión promedio (PEC) para cada  
	 locus se calculó utilizando la fórmula respectiva para cada uno de los siete  
	 marcadores por Wiener (11), Boyd (12) y Rust (13). En cada caso se calculó  
	 el índice de paternidad L y la probabilidad a posteriori de que el padre su- 
	 puesto fuera el padre biológico (W) mediante el Teorema de Bayes.  

Se encontró lo siguiente:

	 1. Las frecuencias fenotípicas de los padres y de las madres (individuos no  
	 emparentados) fueron comparadas mediante la prueba de X2 de homo- 
	 geneidad para cada uno de los siete marcadores genéticos, no encontrán- 
	 dose diferencias significativas entre ellos (P> 0.05). El hecho de no haber  
	 encontrado diferencias significativas nos indica que ambos progenitores  
	 pertenecen a la misma población. Posteriormente se utilizaron las frecuen- 
	 cias fenotípicas de ambos padres y de los recién nacidos para el cálculo de  
	 las frecuencias génicas mediante el programa computacional MAXLIK de  
	 Reed y Schull (9) que es un método de máxima verosimilitud. 



Figura 3.2. Estimación de no-paternidad

TABLE 4. Estimates of nonpaternity rate (θ)
in mexicans of Nuevo Leon, Mexico

1 Total number of exclusions counting each individual
locus-speci�c exclusion separately (n = 396)

Number of exclusions
Estimates of nonpaternity

Method of moments
Maximum likelihood

Constant θ
Varying θ

461

0.113

0.114 + 0.016

32

0.117

0.118 + 0.020
0.101 + 0.018

Data and
estimation method

Based on

Individual
loci All loci
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	 2. Se creo un modelo matemático para estimar la frecuencia de no-paterni- 
	 dad como se observa en la figura 3.1.

	 3. La frecuencia de no-paternidad que arrojo el modelo de no-paternidad fue  
	 del 11.8 % como se observa en la figura 3.2.

	 4. Las frecuencias por estrato socioeconómico de acuerdo con el modelo  
	 matemático fueron: para bajo (186 familias: 26 padres excluidos), medio  
	 (157 familias: 5 padres excluidos) y alto (53 familias: 1 padre excluido) de  
	 19.8 %, 4.7 % y 2.9 %, respectivamente.

	 5. Del total de tríos (frecuencia cruda de no-paternidad), 32 individuos no  
	 fueron los padres biológicos del recién nacido (8.08 %) por inconsistencia. 

	 6. De los 396 tríos: 

	 a) 69 recién nacidos tenían sus abuelos nacidos en el Estado de Nuevo  
	 León (17.42 %) y seis individuos no fueron los padres biológicos del recién  
	 nacido (estimación matemática: 2.06 %) y pertenecían al estrato socio- 
	 económico medio-alto.
	 b) 327 recién nacidos tenían sus abuelos nacidos fuera de Nuevo León  
	 (82.58 %) y 26 individuos no fueron los padres biológicos del recién nacido  
	 (estimación matemática: 9.74 %) y pertenecían al estrato socioeconómico  
	 bajo. Este último hallazgo nos indica una mayor promiscuidad en el estrato  
	 socioeconómico bajo, propiciado quizá por las distintas condiciones socio- 
	 económicas, culturales y psicológicas.
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	 7. En cuanto al orden de nacimiento, de las 151 mujeres que por primera vez  
	 iban a tener su primer bebe, 9 de ellas cometieron infidelidad (6 de ellas per- 
	 tenecían a la clase media-alta y 3 a clase baja). Del segundo al séptimo  
	 nacimiento 23 familias pertenecían a la clase socioeconómica baja como se  
	 observa en la siguiente figura:

En resumen, en todo estudio de familias mexicanas el 100 % de los supuestos 
padres no son los padres biológicos. Los factores que influyen: lugar de nacimiento 
de los abuelos, el estrato socioeconómico, así como el orden de nacimiento. Para 
esta población del estado de Nuevo León, se encontró un sesgo del 11.8 % que 
deberá ser tomado en cuenta por el médico al momento de diagnosticar, por el ge-
netista al momento de dar el consejo genético y por el investigador al realizar algún 
estudio en familias. Nuestro consejo para ellos es que implementen el análisis de 
perfil genético como prueba de no-paternidad para evitar errores en el diagnóstico, 
consejo y conclusiones.
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roblema planteado. Existe una frecuencia de no-paternidad del 11.8% 
en el estado de Nuevo León que sesga: 1. los resultados de diag-
nóstico en el sector salud por parte del médico y 2. los proyectos de 
investigación científica. 

Proporciono 2 opciones de solución al problema planteado:

• Opción 1. Crear un decreto gubernamental que apoye para que se realicen prue-
bas forenses en todo nacimiento utilizándose marcadores con alto polimorfismo 
genético en alguna institución certificada internacionalmente.

¿Cómo sirve? Disminuiría el porcentaje de no-paternidad e incrementaría un mejor 
diagnostico por parte del médico en sus expedientes.

Consecuencias positivas: Tendríamos un mejor conocimiento de las causas de 
las enfermedades multifactoriales en cuanto a los factores genéticos, ambientales 
y epigenéticos.

Consecuencias negativas: Nuestra cultura mexicana, así como derechos hu-
manos lo vería inaceptable. Aunque cabe mencionar que existen estrategias que 
se llevan a cabo en algunos países europeos como Finlandia. Cada persona tiene 
su perfil genómico y sabe de sus riesgos a enfermedades.
   
• Opción 2. Una alternativa para el investigador que no tenga el sustento económi-
co para realizar pruebas de no-paternidad sería el crear modelos matemáticos en 
sus estudios de enfermedades e incluir el Factor de Corrección (FC) Total de 11.8 % 
o el FC por estrato socioeconómico, lugar de nacimiento de los abuelos del recién 
nacido o el orden de nacimiento como ya se mencionaron con anterioridad.

¿Cómo sirve? Al término de su investigación científica, el científico tendría que 
ajustar sus resultados bajo este FC y así disminuir el sesgo en su publicación.

Consecuencias positivas: 1. Tendríamos un mejor conocimiento de las causas de 
las enfermedades multifactoriales en cuanto a los factores genéticos, ambientales 
y epigenéticos y 2. Nuestra frecuencia de no-paternidad se extrapola solo a pobla-
ciones del noreste de México.

Consecuencias negativas: Ninguna. Pero el investigador tendría que saber cómo 
se distribuyen este FC en la República Mexicana para lo cual es necesario realizar 
estudios como el que yo realice.

P
3.5. Análisis de opciones
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eleccione la opción 1, basándome en el Área de oportunidad estra-
tégica: SALUD: Educación y detección temprana para prevenir sobre-
peso, obesidad y diabetes.

Opción 1. Crear un decreto gubernamental que apoye para que se  
realicen pruebas forenses en todo nacimiento utilizándose marcadores 

con alto polimorfismo genético en alguna institución certificada internacionalmente.

Razones para recomendar esta opción. 

	 1. Para ver la magnitud del problema, les proporciono esta estadística: Si en  
	 el Hospital de Gineco-Obstetricia del IMSS existen 30,000 nacimientos al  
	 año, se estima de acuerdo con el 11.8 % de no paternidad que hay 3,540  
	 casos/año. 

	 2. Desconozco la contribución genética del padre biológico de una familia  
	 que tenga alguna enfermedad multifactorial: obesidad, diabetes, hiperten- 
	 sión, cáncer de mama, entre otras.

	 3. Todo estudio de investigación realizado en tríos, familias nucleares o ex- 
	 tensas tiene un sesgo del 11.8 %. Dado esto no tienen validez científica.

S
3.6. Recomendaciones
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l 1 de enero de 2017 se festejaron 25 años de haberse firmado el Trata-
do de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN o NAFTA) entre 
México, Estados Unidos y Canadá en 1992. Algunos de los sectores 
productivos y de servicios en el país están revisando sus resultados, 
con el propósito de participar en la renegociación que las autoridades 
de los tres países están organizando, lo cual es un buen momento para 

revisar también su impacto en la industria cinematográfica mexicana y, en su caso, 
evaluar o no su renegociación. 

Cuando se aprobó el TLCAN, algunos sectores de la comunidad cinematográfica 
se proclamaron en su contra, aludiendo que no se les había tomado en cuenta y 
que entrar al TLCAN sería más negativo que benéfico para la industria del cine.

Por ello es pertinente ahora, en el contexto de su renegociación, participar de al-
guna manera haciendo una aportación que invite al diálogo y a la mejor toma de 
decisiones.

Tal es el propósito de esta propuesta.

E
4.1. Introducción 

* Lucila Hinojosa Córdova es profesora e investigadora de la Facultad de Ciencias de la Comunicación de la Universidad Autónoma de  
Nuevo León y miembro del Sistema Nacional de Investigadores Nivel I.



53

a renegociación del TLCAN está en la agenda internacional del país, no 
hay que dejar pasar de lado la oportunidad de participar en la renego-
ciación del apartado correspondiente a las industrias culturales, par-
ticularmente la relativa a la cinematografía, particularmente por el gran 
crecimiento que en los últimos años ha tenido esta industria. 

En la historia contemporánea del cine mexicano hay un antes y un después del 
TLCAN.

El Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN o NAFTA) se firmó en 
1992 y entró en vigor en 1994. Hasta entonces, la industria cinematográfica mexi-
cana mantenía una producción más o menos estable, nuestras películas se podían 
exhibir hasta en un 50 % de las pantallas nacionales y los públicos de todos los 
estratos sociales podían disfrutar de este bien cultural en las salas de cine. 

Sin embargo, desde 1990 se empezaba a observar un declive en la producción con 
respecto a los años anteriores; ese año se produjeron 75 películas, de las cuales se 
estrenaron 74 en las salas de cine; en ese entonces México contaba con 1,896 sa-
las de cine comercial, es decir, el 31 % de la cantidad con las que ahora contamos 
(6,225), pero a las que todavía asistieron 197 millones de espectadores, cuando 
la población era entonces de 80.08 millones de habitantes de acuerdo con las 
estadísticas del INEGI (lo que promediaba 2.4 de asistencia/habitante) y el precio 
del boleto en taquilla era parte de la canasta básica. Actualmente, y con todo que 
ahora somos más y la industria ha mejorado, todavía no alcanzamos esos niveles 
de proporción entre la producción y exhibición, y la asistencia a las salas de cine. 

A menos de dos semanas de haberse firmado el TLCAN, siendo presidente Carlos 
Salinas de Gortari, se aprobó en el Congreso de la Unión una nueva Ley Federal de 
Cinematografía que abrogaba la vigente desde 1949, la cual se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación el 29 de diciembre de 1992 (el TLCAN se firmó el 17 de 
diciembre). En la ley de 1949 se establecía que el 50 % de las pantallas de las salas 
de cine debían exhibir películas nacionales, que si bien no cubrían la cuota de pan-
talla ni satisfacían del todo las exigencias de los distintos públicos, estos asistían a 
verlas; en la nueva ley vigente desde 1992 se establece que a partir de 1993 las sa-
las cinematográficas deberían exhibir películas nacionales en un porcentaje de sus 
funciones, por pantalla, no menor al 30 % en 1993, 25 % en 1994, 20 % en 1995, 
15 % en 1996 para quedar en un 10 % en 1997. Esta ley ha tenido varias reformas, 
pero no en lo sustancial y que tiene que ver con las restricciones a la exhibición. 

Fue a partir de entonces que se vino en rápido descenso la producción de películas 
nacionales. Las políticas económicas neoliberales, como la apertura de los merca-
dos y privatizaciones que desde finales de la década anterior se venían aplicando 

L
4.2. Planteamiento del problema
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en los distintos sectores productivos y de servicios del país, así como la reforma de 
la ley de cine empezaron a hacer sentir su efecto, sumado a un programa del go-
bierno federal de desmantelamiento de su participación en esta industria, de modo 
que la crisis se vino de forma acelerada, siendo el año de 1997 el más crítico con 
solo nueve películas producidas. 

Al año siguiente de haberse firmado el TLCAN, en 1993, solo se produjeron 49 
películas. Las salas de cine también disminuyeron de 1,896 a 1,415, es decir, la 
producción se redujo en un 35% en un año y las salas de cine en un 26%. La asis-
tencia fue de 103 millones de espectadores, 94 millones menos que el año anterior, 
es decir, cayó en un 48% menos. La crisis había comenzado.

A partir de 1994 el número de salas de cine fue decreciendo y el número de es-
pectadores fue disminuyendo hasta 62 millones en 1995, el peor año de la taquilla 
para el cine mexicano. Es a partir de 1996 que se empieza a observar un crecimien-
to débil, pero sostenido, en el número de salas y en la vuelta de los espectadores, 
pero no así en la producción, la que tuvo un comportamiento muy fluctuante hasta 
2006, cuando se empieza a observar ya un crecimiento sostenido.

Este crecimiento se debió, en parte, a los estímulos gubernamentales creados 
a partir de 1997 para fomentar la producción, el Fondo de Inversión y Estímu-
los al Cine (FIDECINE) y el Fondo para la Producción Cinematográfica de Calidad  
(FOPROCINE). Más recientemente, en 2006 se creó un nuevo estímulo, el EFICINE 
189, el cual es un estímulo fiscal para los contribuyentes que se establece en la Ley 
del Impuesto sobre la Renta (LISR) con el fin de apoyar la producción y posprodu-
cción de largometrajes de ficción, animación y documental, así como la distribución 
de películas. A través del EFICINE, los contribuyentes que aporten recursos en 
efectivo a proyectos cinematográficos en México pueden obtener un crédito fiscal 
equivalente al monto de su aportación, para ejércelo contra el impuesto sobre la 
renta que generen a partir del ejercicio en el que se determina dicho crédito.

Si bien con estos estímulos se han apoyado un buen número de proyectos y se han 
venido incrementando durante los últimos años, estos se ven insuficientes cuando 
se enfrentan a la gran cantidad de proyectos que aplican a las convocatorias cada 
año, por lo que incrementar el monto destinado al sector cultura y cinematográfico 
dentro del presupuesto federal beneficiaría a un mayor número de proyectos para 
realizar un cine de calidad.
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l objetivo de este trabajo es presentar un panorama de la industria ci-
nematográfica mexicana actual que sirva de marco de referencia para 
que el Congreso de la Unión, a través de los diputados y senadores 
representantes de la ciudadanía, revisen y adecúen la legislación na-
cional de cine en aras de fomentar la producción, exhibición y con-
sumo de las películas mexicanas.

Contar con este marco de referencia ayudaría a los legisladores a la toma de deci-
siones. Conocer la potencialidad de esta industria podría servir para incrementar el 
presupuesto destinado a la cultura y la cinematografía.  

Contar con una legislación cinematográfica justa y equilibrada, así como con un 
presupuesto razonable, permitiría a la Secretaría de Cultura, el Instituto Mexicano 
de Cinematografía y el CONARTE coadyuvar al cumplimiento de sus políticas cul-
turales, en particular las siguientes:

	 1. Generar procesos de desarrollo humano y social, el encuentro y la con 
	 vivencia ciudadana a través del arte y la cultura.

	 2. Descentralizar el acceso a los bienes y servicios culturales de los ciudada 
	 nos neoloneses en sus comunidades.

	 3. Estimular la creación artística de calidad.

	 4. Promover el desarrollo creativo, la sensibilización a las artes y el pensa- 
	 miento crítico de la ciudadanía.

	 5. Impulsar la valoración, preservación y divulgación del patrimonio cultural  
	 tangible e intangible.

E
4.3. Objetivos
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ste artículo forma parte de una línea de investigación que se inició en 
1998 y de la que se han publicado varios trabajos (Hinojosa 2003, 
2016), con el objetivo de analizar el impacto del TLCAN en la industria 
cinematográfica mexicana. La hipótesis de inicio era que las políticas 
económicas neoliberales, cambios en la regulación y privatizaciones 
adoptadas con motivo del TLCAN estaban afectando de manera nega-

tiva la producción y la exhibición de películas mexicanas, mientras que el consumo 
y los procesos de recepción de los espectadores parecían no verse afectados a 
pesar de la escasa exhibición de filmes nacionales. 

Se revisaron muchos documentos, entre ellos el TLCAN, la Ley Federal de  
Cinematografía y su Reglamento, que se aprobó en 2001, se hicieron análisis de la 
exhibición en las salas de cine, entrevistas a especialistas y cineastas, encuestas al 
público que asistía a ver nuestras películas en los cines.

Con el  tiempo vimos que la implicación más seria del TLCAN es que se llegó a 
convertir en nuestra respuesta básica a la globalización económica mundial propor-
cionando, con el TLCAN, la gran oportunidad de acceder al mercado estadouni-
dense de forma preferencial y de hacernos atractivos a la inversión extranjera, pero 
al mismo tiempo con el gran desafío de habernos insertado en un entorno de libre 
mercado asimétrico y competir, de la noche a la mañana con países y empresas 
poderosos, sin apoyos de transición que sí operaron en otros contextos como el 
europeo. 
A la vuelta de 25 años de la firma del TLCAN, la situación del cine mexicano se ve 
de distinta manera. Estamos hablando de una época de gran crisis que parece se 
está superando, de una generación de cineastas de los cuales algunos se queda-
ron en el camino y otros sobrevivieron, de un cambio generacional en los públicos. 

Conforme fue pasando el tiempo y se recopilaba evidencia en la investigación, fui-
mos descubriendo que si bien el modelo económico neoliberal y las privatizaciones 
que se tuvieron que realizar para incorporarse al TLCAN habían provocado efec-
tos negativos al cine mexicano, el principal factor que restringía su crecimiento y 
desarrollo era la propia legislación que lo regulaba, ¿quién iba a querer invertir en 
una producción que por ley luego solo se iba a exhibir en 10 de cada 100 panta-
llas? En realidad quienes estaban involucrados en la industria cinematográfica no 
se habían preparado para su entrada al TLCAN, no los tomaron en cuenta en las 
negociaciones y cambios regulatorios, y para cuando se dieron cuenta de sus im-
plicaciones ya no podían hacer nada. 

Con todo y crisis, películas Como agua para chocolate (Alfonso Arau, 1992), Cilan-
tro y perejil (Rafael Montero, 1996), Y tu mamá también (Alfonso Cuarón, 2001) 
comenzaron a llenar de nuevo las salas de cine en el país, atrayendo públicos na-

E
4.4. Contexto



Figura 4.1. El cine mexicano en números (2010-2016)

Fuente: Elaboración propia con datos de los Anuarios del IMCINE.
(*) Millones de personas
(**) Millones de pesos 

Ingresos en taquilla**

Asistencia a ver
películas mexicanas

Películas mexicanas estrenadas

Asistencia total*

Películas extranjeras estrenadas

Pantallas cinematográ�cas

2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016

4,905 5,166 5,303 5,547 5,678 5,977 6,225

313 321 319 364 330 334 317

190 205 228 248 240 286 321

56 62 67 101 68 80 90

11.5 13.5 10.9 30.1 24 17.5 30.5

9,032 9,755 10,674 11,860 11,237 13,334 14,808
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cionales e internacionales y recibiendo premios en festivales propios y extranjeros; 
la producción empezó a recuperarse lenta, pero promisoriamente, alcanzando un 
crecimiento sostenido a partir de 2006. 

En 2016, de acuerdo con el Anuario Estadístico de Cine Mexicano 2016, la produc-
ción cinematográfica alcanzó las 162 películas, la más alta en la historia del cine na-
cional, contando la Época de Oro, de las cuales se estrenaron 90; la infraestructura 
de exhibición cuenta con 6,225 pantallas de cine distribuidas en 698 complejos 
cinematográficos en todo el país; la asistencia fue de 321 millones cuando ahora 
somos 123 millones de habitantes, es decir, el índice promedio de asistencia fue de 
casi 2 por habitante, de estos asistentes 30.5 millones vieron películas mexicanas; 
estamos alcanzando los mismos indicadores que teníamos antes del TLCAN; nues-
tros cineastas están teniendo grandes éxitos tanto en el país como en el extranjero, 
produciendo películas nacionales e internacionales que están atrayendo a grandes 
públicos y son reconocidos en festivales y premiaciones, y el  país se ha mante-
nido en la categoría de productor mediano de acuerdo con los estándares de la  
UNESCO. 

La Tabla 1 muestra algunos indicadores que evidencian esta recuperación:
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El cine mexicano se recupera, pero no todo ha sido favorable en esta transfor-
mación. La exhibición de películas nacionales desafortunadamente sigue siendo la 
tarea pendiente, ya que no ha tenido los mismos incentivos que la producción. Si 
bien en los últimos años se ha incrementado el número de estrenos en pantalla, las 
cifras no llegan a la cantidad de estrenos que se tenían antes de los cambios en la 
legislación que se dieron paralelamente a la entrada del TLCAN, estrenos que eran 
más proporcionales a la producción, favoreciendo ahora más a las películas extran-
jeras, básicamente estadounidenses.

Mencionamos que la asistencia promedio anual por habitante fue de 2 en 2016, 
mayor que en otros países de Latinoamérica y Europa. Aun y cuando en 2015 
se pusieron en marcha tres plataformas digitales bajo demanda con participación 
pública, Cinema México Digital, FilminLatino y Pantalla CACI, las salas de cine con-
tinúan siendo uno de los principales contactos que tiene el público mexicano con 
un filme, pese a la competencia que representan las tecnologías de la información 
y comunicación de bajo costo y variada oferta audiovisual, y el costo del boleto en 
taquilla que se incrementa cada año en desproporción al incremento en el salario 
mínimo. 

Si bien la transformación tecnológica promueve la expansión del consumo y las 
películas se pueden ahora ver por diversas plataformas digitales, en un país donde 
59.5 % de la población no tiene acceso a las TIC (usuarios de 6 años o más) como 
es el caso de México (ENDUTIH 2016), procurar las salidas de difusión a través del 
circuito de salas para llegar al gran público se vuelve un asunto no solo de política 
cultural, sino de política pública. El acceso a los bienes culturales es un derecho de 
los ciudadanos, de acuerdo con la UNESCO.
Ahora bien, si de resultados económicos se trata, en los últimos años se han des-
tacado las contribuciones que la industria la industria cinematográfica hace a la 
economía del país, a pesar de que también desde 1992 se liberó el precio del bo-
leto en taquilla.

Con todo y que el  precio del boleto en taquilla se ha venido incrementando desde 
su liberación, el precio promedio del boleto es el más bajo del continente y de los 
más bajos del mundo.  El problema es que, al igual que esos precios, el salario 
también es de los más raquíticos; México ofrece a los trabajadores los salarios más 
bajos de la región, catalogados incluso dentro del umbral de la pobreza extrema: 
al 2016, el salario mínimo era de 80 pesos, cuando la entrada al cine oscilaba en-
tre 45 y 150 pesos, dependiendo de la zona urbana donde se ubicara el complejo  
cinematográfico. Precisamente estos salarios bajos representan uno de los princi-
pales atractivos para las empresas estadounidenses que invierten y emplean traba-
jadores mexicanos en nuestro país, aprovechando el acuerdo del TLCAN.

Si con este salario no se puede cubrir la canasta básica, ir al cine deja de ser una 
prioridad en una población donde actualmente 64 millones viven en pobreza de 
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acuerdo con sus ingresos. Aun así, la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de 
los Hogares de 2015 señaló que los mexicanos gastan el 14 % de sus ingresos en 
actividades de esparcimiento, de las cuales la principal es el cine.

Contrario a lo que piensan una buena parte de los economistas y los administra-
dores de empresas, “las industrias culturales agregan valor económico y social a 
naciones e individuos”, como lo asegura el economista mexicano Ernesto Piedras, 
quien señala:

Las industrias culturales tienen esta doble naturaleza cultural-económica, y par-
ticipan en la economía en términos de la creación y de la contribución del empleo 
al PIB. En el aspecto cuantitativo es una industria muy importante: después de la 
maquiladora y petrolera, la cultural es la tercera más importante del país si toma-
mos en cuenta que la turística suma en su participación un porcentaje significativo 
de lo que aportan los activos culturales (Piedras citado por Alejo, 2012).

En 2014, el PIB de la industria cinematográfica creció 5.6 % con respecto al año 
anterior. El incremento promedio durante el periodo 2008-2014 fue de 6.5 %, su-
perior al promedio del sector de la cultura e incluso del total del PIB nacional que 
fue de 2.0 %. En otras palabras, el comportamiento del cine es casi tres veces más 
dinámico que el conjunto de la economía mexicana. El país ocupa también el cuarto 
lugar a nivel mundial de asistencia a las salas de cine. 

Por otra parte, el Estado de Nuevo León es una de las tres entidades federativas 
que cuentan con un mayor número de salas de cine y de asistencia. De acuerdo 
con la información publicada en el Anuario Estadístico de Cine Mexicano 2016, el 
Estado ocupa el tercer lugar en número de salas de cine y el cuarto en asistencia a 
ver películas mexicanas, después de la CDMX y Jalisco, lo cual nos habla del po-
tencial que se podría explotar en lo referente a apoyar la producción. 

Por otra parte, en estudios realizados a nivel local, se ha comprobado que el públi-
co que asiste a las salas de cine del área metropolitana de Monterrey tiene un nivel 
alto de aceptación por las películas mexicanas, particularmente las realizadas en la 
entidad. En 2001, la tercera película más vista por los asistentes a las salas de cine 
en Monterrey, de una muestra de 400 espectadores, fue Inspiración, de Andrés 
Huerta, un cineasta local (Hinojosa, 2003). Algunos de los asistentes expresaron 
haberla visto hasta tres veces.

Actualmente, Nuevo León se ubica en cuarto lugar en cuanto a producción de 
películas mexicanas, junto con las entidades de Michoacán y Baja California. La 
CDMX se mantiene en primer lugar; Jalisco en segundo; y el Estado de México en 
tercero (Anuario 2016). 
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la vuelta de 25 años observamos entonces que, para el caso del cine, 
no es tanto el TLCAN lo que ha afectado negativamente el crecimien-
to de la industria cinematográfica mexicana, sino más bien una legis-
lación inequitativa que restringe la exhibición de nuestras películas a 
un 10 % de las pantallas nacionales. Las opciones de solución serían: 

	 1. Al menos hay que hacer valer ese 30 % en pantalla que nos concede el  
	 TLCAN y plasmarlo en una reforma a nuestra Ley Federal de la Cinemato- 
	 grafía. 

	 2. De hecho, se debe primero revisar y actualizar la legislación antes de bus- 
	 car una renegociación del TLCAN en lo que respecta al cine, convocar a un  
	 diálogo a los involucrados y que se tomen decisiones en consenso y  
	 democráticamente. 

	 3. Incrementar el presupuesto federal asignado al sector de la cultura y  
	 cinematografía. 

A
4.5. Análisis de opciones
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e han presentado varias iniciativas para proponer cambios a la le-
gislación y a su Reglamento, pero estas no han prosperado, tal vez 
porque no se aportan los suficientes argumentos o evidencia de las 
contribuciones de la industria cinematográfica a la economía y la cultu-
ra, o porque no existe el interés en fomentar, promover, conservar y 
democratizar nuestro patrimonio cultural. 

Lo primero es modificar la legislación de cine y luego ver lo de la renegociación de 
este sector cultural en el TLCAN. Las cifras de incremento en la producción y asis-
tencia a ver películas nacionales son indicadores de una industria en crecimiento 
que necesita de un mayor impulso para sostener su productividad. Contar con más 
pantallas para su exhibición haría que los inversionistas y cineastas se vieran más 
estimulados a seguir produciendo, y si a esto agregamos el contar también con 
un mayor presupuesto esto aseguraría una industria del cine próspera, sosteni-
ble y creadora de identidad y cultura nacionales. El cine es cultura, pero también 
contribuye a la economía del país. Hay que voltear a ver otros países y ver cómo 
enfrentan los embates de la globalización económica neoliberal como China, que 
acaba de reformar su ley de cine en marzo pasado, en la cual se establece que 
se solo se autoriza el estreno de 34 películas extranjeras por año. China ocupó el 
tercer lugar en la producción cinematográfica mundial con 638 películas en 2013, 
solo por debajo de la India y Estados Unidos; para 2017 se espera que supere la 
producción de Hollywood. Ellos protegen primero su patrimonio cultural, no solo 
por la protección de su cultura, sino porque están conscientes de las aportaciones 
del cine a su economía nacional. 

La actual polémica levantada en torno a si se elimina, revisa o continúa con el  
TLCAN, es un punto de inflexión que nos puede servir para convocar a un diálogo 
acerca de sus implicaciones a futuro para la industria cinematográfica nacional. El 
cine no solo es negocio, también es ideología y cultura. 

Los números hablan, la industria cinematográfica mexicana se recupera, hay 
que apoyarla e impulsarla. Se vive un momento muy oportuno, no hay que desa-
provecharlo. El principal desafío entonces no es que se renegocie o no el TLCAN, 
sino que nuestros representantes en el Congreso de la Unión tengan la voluntad 
política de hacer algo por nuestra industria cinematográfica para que pueda com-
petir, en igualdad de condiciones, en el mercado cinematográfico mundial. Hacer 
valer, al menos, ese 30 % en pantalla que nos concede el TLCAN.

S
4.6. Recomendaciones



62

Alejo, Javier (2012, 23 agosto). Al alza, el valor de la cultura. Milenio, Cultura. Disponible en:  
http://www.milenio.com/cdb/doc/noticias2011/3604371c5c91951eb11f9c4d159d0e0a. 
Anuario Estadístico de Cine Mexicano 2016. CDMX: Secretaría de Cultura/Instituto Mexicano  
de Cinematografía.

Casas, María de la Luz (2000). Medios de comunicación y libre comercio en México.  
CDMX: Trillas/ITESM Universidad Virtual. 

Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares 2015. Instituto Nacional de Estadística 
y Geografía (INEGI), Comunicado de Prensa 274/15, 16 de julio de 2015, Aguascalientes, Ags. 
Disponible en:  
http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2015/especiales/especiales2015_07_3.pdf 

Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los Hogares 
(ENDUTIH) 2016. Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), Comunicado de Prensa 
122/17, 14 de marzo de 2017, Aguascalientes, Ags. Disponible en:  
http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2017/especiales/especiales2017_03_02.pdf 

Hinojosa, Lucila (2003). El cine mexicano. De lo global a lo local. CDMX: Trillas. 

_____ (2016). El cine mexicano en tiempos de acuerdos y tratados internacionales. Chasqui, 
Revista Latinoamericana de Comunicación, No. 132, agosto/noviembre, Ecuador: CIESPAL, pp. 
47-63. Disponible en: http://revistachasqui.org/index.php/chasqui/issue/view/132_2016/showToc 

Ley Federal de Cinematografía. Diario Oficial de la Federación, última reforma publicada DOF  
17-12-2015. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión.  
Disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/103_171215.pdf 

Piedras, Ernesto (2006). Crecimiento y desarrollo económicos basados en la cultura. Las industrias 
culturales y el desarrollo de México. CDMX: SRE/FLACSO/Siglo XXI Editores.

____ (2004). ¿Cuánto vale la cultura? Contribución económica de las industrias culturales  
protegidas por el derecho de autor en México. CDMX: CONACULTA.

Tratado de Libre Comercio de América del Norte. Sistema de Información sobre
Comercio Exterior (SICE). Organización de los Estados Americanos (OEA).  
Disponible en: http://www.sice.oas.org/trade/nafta_s/ANEXO1b.asp

4.7. Referencias



63

5. El presupuesto  
participativo: instrumento 
de participación idóneo 
para la responsiveness,  
la accountability y la  
transparencia de la gestión 
y administración pública
Dr. Jorge Francisco Aguirre Sala*

Tema central
7. Cultura, valores y participación ciudadana como motor del desarrollo humano.

Área(s) de oportunidad prioritaria
CV.26. Promover el empoderamiento ciudadano.
CV.27. Fortalecer los programas de participación ciudadana estatal y fortalecer los 
mecanismos de participación a nivel municipal

Línea temática
CV.26.1. Modelos globales aplicables de participación ciudadana a partir de las 
condiciones de Nuevo León
CV.27.1. Investigación sobre el desarrollo de los consejos ciudadanos, sus éxitos 
y obstáculos, en Nuevo León



64

ontemporáneamente cualquier democracia que carece de partici-
pación ciudadana está muy cuestionada. El sociólogo Manuel Cas-
tells en 2012 apuntaba: “Más de dos terceras partes de los ciu-
dadanos del mundo no cree ser gobernado democráticamente y 
la credibilidad de los políticos, de los partidos, de los líderes, de los 
gobiernos, de los Parlamentos, está en los niveles más bajos, todos 

por debajo del 30 % o 40 %. En América Latina, según los últimos datos de la 
CEPAL, la gente que cree más o menos en los partidos políticos está en 20 %”. Y 
en 2014 refrenda: “Las encuestas muestran que entre el 50 por ciento y el 80 por 
ciento de los ciudadanos, según países, no se consideran representados por parti-
dos y gobernantes y ponen en cuestión las reglas institucionales de funcionamiento 
democrático”.

El reto más desafiante para los gobiernos consiste en elevar la calidad de la de-
mocracia según los indicadores que reflejan directamente qué destino se les dio a 
los recursos públicos. Esos indicadores, como es sabido, son la responsiveness, la 
accountability y la transparencia.

Generalmente es aceptado el término inglés Responsiveness porque representa 
dos campos semánticos: la responsabilidad y reciprocidad que debe tener el go-
bierno al actuar de acuerdo con los intereses y los deseos de los ciudadanos. De 
igual modo, Accountability se deriva de accountable, que también presenta dos 
campos semánticos: el de las expectativas de dar cuenta de las propias acciones 
y el de la capacidad de ser explicado; es decir, de asumir una responsabilidad y/o 
de explicar a una comunidad el por qué de lo actuado. En el primer caso es un 
acto inherente al agente –para efectos del interés aquí planteado, equivale decir al 
gobierno como agente de sus actos- y en el segundo hay un contexto que exige 
la explicación, es decir, el derecho que tiene la ciudadanía a ser informada de las 
acciones y destino de los recursos públicos que han tomado las autoridades. La 
Transparencia hace referencia a la claridad, integridad cuantitativa y cualitativa e in-
teligibilidad de los reportes, datos y estado de la cuestión y estados de cuenta que 
reflejen fielmente la actuación de las gestiones públicas.

Los tres indicadores señalados permiten evaluar la calidad de la democracia en la 
medida que la ciudadanía se avoca a solicitarlos, revisarlos y supervisarlos. Es por 
ello que la calidad de la democracia está implicada con la calidad de la ciudadanía 
y viceversa. Por lo tanto, debe hacerse uso del instrumento de participación ciu-

C
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dadana que mayormente cumpla con el uso satisfactorio de los tres indicadores 
señalados.

En el conjunto de instrumentos o mecanismos de participación que hasta la fecha 
existen, resultan más satisfactorios para la ciudadanía aquellos que le permiten 
diseñar, ejecutar y supervisar la responsiveness, la accountability y la transparen-
cia. Un instrumento de participación que logre esos objetivos resulta superior a 
otros porque crea los espacios que permiten la veracidad del gobierno abierto y la 
equidad de la gobernanza respetando el conjunto de derechos civiles, sociales y 
políticos propios de la democracia.

Por lo tanto, en primer lugar se va a demostrar por qué el Presupuesto Participativo 
es el instrumento idóneo para la participación ciudadana, el incremento de la cali-
dad democrática y el perfeccionamiento de la gobernanza.

A lo largo de la evolución democrática encontramos tres generaciones de mecanis-
mos o instrumentos de participación clasificados por el Instituto de Investigaciones 
Legislativas del Senado de la República Mexicana (Hernández, 2007). En la primera 
generación se encuentra, como es bien sabido, el sufragio universal. Este es enten-
dido como el derecho ciudadano a ejercer el voto para elegir y ser elegido. Se limita 
a elegir representantes y dicha restricción genera la mayoría de las razones de la 
desafección por la democracia.

En la segunda generación existen mecanismos que amplían la mera decisión sobre 
quiénes serán los representantes políticos. En esta generación está el referéndum, 
el cual es en la página web del Senado de la República mexicana (2012) como: 
“Procedimiento jurídico por el que se someten al voto popular las leyes o actos 
administrativos, por el que se propone su ratificación por los ciudadanos”. El plebis-
cito, según la misma fuente del Senado es: “Consulta que los poderes públicos 
someten al voto popular directo para que se apruebe o rechace una determinada 
propuesta sobre soberanía, ciudadanía, obras y acciones de gobierno, poderes 
excepcionales, etc.”. También existe la iniciativa popular, la cual refiere “la posibili-
dad que tienen los ciudadanos de presentar proyectos de creación, modificación, 
abrogación, decretos a reformas de los estatutos, leyes o incluso a la Constitución” 
(Hernández, 2007: 43). Y junto a ella existe la consulta ciudadana, en calidad de  
instrumento de participación comunitaria, que puede definirse como “el instrumen-
to de participación comunitaria que permite a los ciudadanos emitir su opinión y/o 
propuestas de solución a asuntos de interés público o problemas comunitarios del 
lugar donde residan” (Hernández, 2007: 43). En esta segunda generación tam-
bién se hallan algunos instrumentos que apuntan hacia la tercera generación. Son 
las candidaturas independientes y la revocación de mandato. La página web del 
Senado mexicano (2012) las define del siguiente modo; “Candidaturas indepen-
dientes: candidatos a puestos de elección popular realizadas por organizaciones 
civiles o ciudadanas; a iniciativa particular o individual, que no formen parte de la 
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lista de partidos políticos registrados en el ámbito federal, estatal o municipal. La 
Revocación de mandato consiste en “las decisiones que toman órganos legislativos 
competentes para dar por terminadas las funciones del titular del Poder Ejecutivo, 
de un servidor público o de un gobierno de cualquier nivel, con base a las faculta-
des que las leyes les otorgan”. 

Las causales son generalmente definidas por la propia ley y están vinculadas a 
violaciones graves a la Constitución, a acciones ilícitas que pueden configurar un 
delito, a violaciones graves a los Derechos Humanos, etc. En los instrumentos de 
tercera generación se cuenta con las asambleas barriales y zonales, donde se de-
baten la priorización de necesidades para establecer los programas de trabajo que 
se pedirán al gobierno. Se organizan como planificación Abogadil (Advocacy Plan-
ning), por la cual un abogado profesional busca representar los intereses de ciu-
dadanos políticamente débiles, que han sido o serán afectados por decisiones gu-
bernamentales. La célula de Planificación, equivalente a un espacio deliberativo con 
mecanismos formales de investigación, participación y toma de consensos, y por 
ello está muy a la par con el Presupuesto participativo. Y, obviamente, también se 
cuenta el Presupuesto participativo; por él se pueden agrupar asambleas zonales, 
incorporar la planificación Abogadil, sintetizar la célula de Planificación y el taller de 
Futuro y, todavía más, permitir que los ciudadanos decidan la distribución de los re-
cursos públicos con la correspondiente planeación, monitorización y transparencia 
en la rendición de cuentas.

El Presupuesto participativo puede definirse de varias maneras. Pueden encon-
trarse definiciones desde la expresión legislativa, desde la descripción operacional, 
a partir de las experiencias históricas y evolutivas y también en el modo general de 
concebirlo. Algunas expresiones legislativas del Presupuesto participativo mues-
tran como sintetiza la consulta popular con las iniciativas ciudadanas y también al 
plebiscito con la transparencia del gasto público y la correspondiente rendición de 
cuentas. Por ejemplo, la Ley de Participación Ciudadana del Distrito Federal mexi-
cano (promulgada el 27 de mayo de 2010) que en su artículo No. 83 reza: “En el 
Distrito Federal existe el presupuesto participativo que es aquel sobre el cual los 
ciudadanos deciden respecto a la forma en que se aplican recursos en proyectos 
específicos en las colonias y pueblos originarios en que se divide el territorio del 
Distrito Federal. Los recursos del presupuesto participativo corresponderán al 3 
por ciento del presupuesto anual de las Delegaciones. Los rubros generales a los 
que se destinará la aplicación de dichos recursos serán los de obras y servicios, 
equipamiento, infraestructura urbana y prevención del delito”. (Art. 83, p. 19).

En cuanto a la descripción operacional los factores que determinan al Presupuesto 
participativo pueden recopilarse de las características de la Declaración de Ante-
quera que fue elaborada por la Red Estatal por los Presupuestos Participativos 
de España en 2008. Según la Declaración deben ser: autorreglamentados, vincu-
lantes, deliberativos y universales; además de poseer un sistema de seguimiento, 
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control y de rendición de cuentas (Allegretti, García, Paño, 2011: 24). Es interesante 
observar como esta declaración coincide y se amplía con la Declaración de Málaga 
y la Declaración de Bogotá de 2011 (Gomes, 2011: 42) las cuales añaden la idea de 
la democracia directa y las garantías de participación ciudadana en todas las fases 
del proceso así como la autonomía y empoderamiento de la ciudadanía. Otros fac-
tores operacionales que describen al Presupuesto participativo están en la visuali-
zación de las necesidades inmediatas confrontadas con las de largo plazo, o las de 
índoles locales confrontadas con las de escalas estatales o nacionales.

Según los aportes históricos para caracterizar al Presupuesto participativo desde 
las experiencias evolutivas se encuentran los testimonios de varios municipios de 
América Latina. La mayoría de los registros coinciden que la primera versión ocu-
rrió en Porto Alegre, Brasil en 1989. Sin embargo, el municipio de Tepic, en Mé-
xico, registra una experiencia equivalente, aunque sin la denominación actual, en 
1970 (Hernández y Velasco, 2012: 5). El caso se dio en el gobierno municipal de 
Alejandro Gascón Mercado, en cuyas memorias dejó testimonio de su propio mo-
delo del Presupuesto participativo al describir: “Nosotros en vez de darles limosnas 
les dimos el poder para que ellos generaran ingresos y decidieran sus egresos” 
(Gascón-Mercado, 2002: 347). Aunque esa primera experiencia no tuvo la exitosa 
continuidad de los casos de Porto Alegre porque no cumplió con los factores ope-
racionales descritos antes, todas las experiencias han coincidido en establecer al 
Presupuesto participativo como un proceso, abierto a cualquier individuo que de-
see participar, combinando la democracia representativa con la participativa en la 
consulta y deliberación, y que busque la redistribución autoregulada de la apli-
cación del presupuesto gubernamental en un esquema de democracia directa. Los 
casos históricos, por consecuencia, denotan un común denominador: el proceso 
por el cual los ciudadanos contribuyen en las decisiones del presupuesto del go-
bierno. Algunas ocasiones pueden participar ciudadanos a título individual y no 
organizados en asociaciones; en otros casos solo pueden participar a través de 
organizaciones e, inclusive, existen experiencias donde los participantes jurídica-
mente no son ciudadanos. De entre todas las modalidades jurídicas, operacionales 
e históricas puede inducirse una definición general: el Presupuesto participativo es 
un proceso por el cual los ciudadanos, de forma individual o por medio de organi-
zaciones cívicas, pueden de forma voluntaria y constante contribuir en la toma de 
decisiones del presupuesto público, a través de una serie de reuniones anuales 
con las autoridades gubernamentales (Goldfrank, 2006). O también puede decirse, 
siguiendo las palabras del erudito Allegretti: “as a democratic process in which no-
elected citizens directly contribute to discuss and possibly co-decide how to allo-
cate part of a municipal budget or another budget that affects them … pointing out 
processes whose pivotal aim is to recreate a dialogue with elected institutions…is a 
process which ‘entrust a given community the right to decide’ on parts of a public 
budget, so emphasizing to pivotal role that the construction of “mutual trust” be-
tween citizens and political actors plays in the setting of any participatory budgeting 
experience” (2012: 6-8).
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Consecuentemente, las prerrogativas del Presupuesto participativo sobre otros ins-
trumentos de participación son muchas. En primer lugar, el Presupuesto participa-
tivo incide en una mayor frecuencia, es decir, este mecanismo se ejerce de manera 
anual y no en plazos medianos o largos según los períodos electorales, o en lapsos 
inciertos y esporádicos como ocurre con los referéndums, plebiscitos y ni se diga 
de la revocación de mandato. En segundo lugar, como ya se insinuó, el Presupues-
to participativo es más incluyente, pues también considera la participación de per-
sonas jurídicamente sin ciudadanía (inmigrantes, migrantes no legalizados, jóvenes 
menores de edad). A su vez, los casos históricos muestran que este mecanismo 
no ha sido exclusivo de regímenes políticos conservadores o liberales, pues se ha 
implementado en gobiernos de derecha y también de izquierda. Por otra parte, 
fomenta el capital social al motivar la atención ciudadana en el uso de los recursos 
públicos; inclusive ha promovido que los ciudadanos se encuentren con mayor 
disposición a pagar impuestos, en la medida que relacionan sus aportaciones con 
el destino de los gastos estatales.

Otras prerrogativas del Presupuesto participativo residen en las etapas de su im-
plementación; en estas se ejercen en menor escala muchos de los instrumentosde 
participación mencionados. Desde su inicio, al evaluar las necesidades reales de 
la ciudadanía por los propios ciudadanos, el Presupuesto participativo desplaza la 
planeación de los tecnócratas que a veces está comprometida al grupo partidista 
o las presiones electorales. Las consultas e iniciativas ciudadanas son recogidas 
al elaborar las propuestas. Y cuando estas se ponen a discusión, elección y priori-
zación, requieren de la deliberación y votación para que los ciudadanos decidan 
del egreso público qué porción, cómo y cuándo habrá de gastarse. En el ejercicio 
presupuestal se evita la corrupción del gobierno, pues se hace efectiva la transpa-
rencia y la rendición de cuentas. Y además, promueve un proceso de redistribución, 
pues los recursos se destinan a los sectores más necesitados y demográficamente 
amplios de la sociedad. A su vez, por atender directamente la obra pública, eleva 
la calidad de vida y valida la evolución hacia la democracia participativa y directa. 

Para que el Presupuesto participativo cumpla con sus objetivos y tenga éxito 
en lograr una democracia profunda que le dé continuidad, son necesarios los  
siguientes elementos: voluntad política (la compatibilidad ideológica hacia la acep-
tación de compartir las decisiones por medio de la participación ciudadana), re-
cursos suficientes (la existencia de los recursos necesarios para llevar a cabo los 
diferentes proyectos públicos y programas sociales que se hayan propuesto y vo-
tado para no desilusionar a los participantes), descentralización política (modelo de 
participación semi-directa a través de representantes o de participación directa, 
es decir, modelos de procedimiento simples que faciliten el conocimiento y par-
ticipación de los ciudadanos), vinculación a los temas municipales con el resto 
del territorio, sincronización entre el presupuesto municipal y el participativo para 
evitar desfases, la inclusión de expertos externos a la administración y, finalmente, 
la adaptación a los entornos concretos de cada región evitando una aplicación 
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metodológica mecánica y rígida. Por nuestra parte, definimos entonces el Presu-
puesto Participativo como el mecanismo reconocido jurídicamente por el cual los 
ciudadanos ejercen el derecho de voz (para hacer propuestas de inversión públi-
ca con montos y programas), de voto (para decidir libre y deliberativamente entre 
sus planes y programas), de justicia social (para redistribuir proporcionalmente los 
bienes y servicios a cargo del gobierno) y de monitorización (de los recursos públi-
cos a través de la trasparencia y la rendición de cuentas), para definir las políticas 
públicas de inversión gubernamental.
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asta el día de hoy, las experiencias exitosas del Presupuesto Partici-
pativo se han dado en escalas municipales. Pero la reducción de este 
óptimo mecanismo de participación a la escala municipal conlleva 
dos riesgos. En primer lugar, como ya se dijo, el desfase entre el pre-
supuesto participativo y la disposición de los recursos que provienen 
de fuentes distintas al municipio. En segundo lugar, la simulada apli-

cación del Presupuesto Participativo, es decir, cuando la responsiveness, la ac-
countability y la transparencia no pueden ser “horizontalizadas” desde la ciudadanía 
involucrando a las autoridades del orden superior al municipal.

Describamos un ejemplo de la política real para ilustrar estos dos riesgos: la si-
mulada aplicación del Presupuesto Participativo del año 2017 en el Municipio de 
Monterrey, Nuevo León. En el año 2017 los ciudadanos de Monterrey padecieron 
un alza significativa en el impuesto predial. La autorización inicial correspondió al 
poder Legislativo estatal. Sin embargo, ante las movilizaciones ciudadanas que 
protestaron por esta alza, el poder Legislativo estatal retomó el tema en su agenda 
pública y otorgó a los presidentes municipales la potestad de fijar las correspon-
dientes tasas y cuotas del valor catastral y en consecuencia del impuesto predial. 
Los poderes Ejecutivo y Judicial estatal quedaron “atados de manos” ante la de-
cisión de los legisladores. No obstante el poder Ejecutivo estatal continúo con su 
compromiso de gestionar y dotar los recursos financieros que corresponden a los 
municipios.

Ahora bien, aunque los recursos provinieran de fuentes diversas (por gestión es-
tatal o por recaudación municipal) el Municipio de Monterrey simuló la aplicación 
del Presupuesto Participativo constituyendo un Fideicomiso que denominó “Fidei-
comiso La Gran Ciudad”. Dicho fideicomiso, según declaraciones periodísticas del 
presidente municipal pero sin acceso a corroboración en documentos públicos y 
publicados, funcionaría alineado con la nueva ley de Participación Ciudadana del 
Estado de Nuevo León y en referencia al Presupuesto Participativo. Pero en reali-
dad el fideicomiso está constituido por varios funcionarios y solo un ciudadano para 
justificar la cabida a la participación ciudadana.

Peters había alertado sobre los “pactos de simulación” (2004, p. 87) con y en-
tre los miembros del gobierno. Particularmente en los consejos ciudadanos – en 
este caso, aplicable al Fideicomiso Gran Ciudad- porque, prácticamente en to-
dos los casos, su agenda está diseñada sin un sistema real de contrapesos que 
pueda limitar los intereses de los representantes políticos o de sus partidos. La 
participación ciudadana corre el riesgo de enajenarse y legitimar al gobierno, pues,  
corruptamente, podría devenir en juez y parte, dado que las instituciones participa-
tivas pueden llegar a ser actores gubernamentales. Y si las formas institucionaliza-
das se elitizan y monopolizan excluirán al resto de la ciudadanía.

H
5.2. Planteamiento del problema
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Las evidencias de que Peters tiene razón, para el caso del Municipio de Monterrey, 
son dos: en el Periódico Oficial de Nuevo León del día 28 de diciembre de 2016 
aparece la aprobación del
 
Fideicomiso La Gran Ciudad entre las páginas 33 y 35, para, acto seguido en las 
páginas 36 a 59 oficializar el presupuesto de egresos para el ejercicio fiscal 2017. 
Es decir, todavía no se constituía de facto el referido Fideicomiso cuando ya esta-
ban presupuestadas y etiquetadas las partidas del egreso municipal. La segunda 
evidencia que da la razón a Peters es que el Municipio de Monterrey no ha realiza-
do ninguna convocatoria dirigida a la ciudadanía para participar en el mencionado 
Fideicomiso Gran Ciudad.

Siendo estos los hechos, queda mostrado que los globales aplicables de partici-
pación ciudadana a partir de las condiciones de Nuevo León requieren ser “horizon-
talizados” por las instancias estatales con la necesidad de impulsar a estas a ejer-
cer una accountability vertical descendiente desde la esfera estatal a la municipal. 
Por ello mismo el desarrollo de los consejos ciudadanos, comités o fideicomisos 
equivalentes carecen de éxito y para superar sus obstáculos es necesaria la partici-
pación ciudadana de verticalidad ascendente con tendencia a la horizontalización 
propia de la gobernanza.
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rimero: así como la aplicación de otros mecanismos de participación 
ciudadana (consultas ciudadanas, referéndum, revocatoria) a nivel mu-
nicipal están regidos por instancias del nivel estatal, regular el Presu-
puesto participativo de los municipios por un procedimiento estatal de 
participación ciudadana.

Segundo: asegurar el control del procedimiento del Presupuesto participativo de 
cada municipio por medio de plataformas electrónicas, lo cual evitará una ero-
gación mayor y un desgaste gubernamental innecesario a las instancias estatales y 
a su vez generará la apertura a la gobernanza y la participación ciudadana. Ello, en 
completa consonancia con la Estrategia Nacional Digital (Gobierno de la República, 
2013) del gobierno federal que contempla el desarrollo político y la participación 
como elementos de la digitalización política, participación ciudadana que, en su 
tono general, se presenta bajo la idea colaborativa de la gobernanza, tomando en 
cuenta la adopción de una “comunicación digital centrada en el ciudadano” (Go-
bierno de la República, 2013, p. 18).

P
5.3. Objetivos



Tabla I: Comparativa de la superioridad participativa del Presupuesto Participativo Electrónico.

Etapas del Presupuesto
Participativo

Convocatoria

Identi�cación y 
registro de agentes

participantes

Preparación

PP Tradicional PP Electrónico

A cargo del equipo técnico En co-legislación web

A través de medios de 
comunicación tradicionales, 

cartas del Alcalde a los vecinos, 
carteles, presencia en diarios 

o periódicos locales.

A través del portal web 
de la municipalidad.
Facebook, Twitter, 

Blog, e-mail, 
telefonía móvil sms, 
lista de distribución 

y foros en línea.

Los representantes 
de organizaciones 

de la sociedad civil se
registran presencialmente.

Los vecinos pueden 
registrarse a través 

del portal web. 
También pueden hacerlo

ciudadanos no organizados.

Capacitación de 
agentes participantes

De forma presencial.
La capacitación se 
desarrolla on-line

Desarrollo de 
talleres de trabajo

De forma presencial.
Los talleres se 

desarrollan on-line.

Presentación 
de proyectos

Los ciudadanos presentan los 
proyectos en la O�cina de 

Participación Vecinal 
bajo el formato indicado 

y con las �rmas necesarias.

Los ciudadanos llenan 
y registran formatos 
on-line en el portal 

web municipal. 
Y hay transparencia de 
su competencia con los
proyectos municipales.

Evaluación técnica 
de proyectos

Realizada por el equipo técnico.

El sistema de evaluación 
se divide en tres: 

técnica, �nanciera y jurídica. 
Los criterios y procedimientos 

de evaluación quedan 
trasparentes en el portal

web municipal.

Votación La votación de los proyectos 
es realizada presencialmente.

Es realizada a través de 
Internet y/o presencial. 
No por delegados de
 organizaciones, sino 
por cada uno de los

ciudadanos.

Formalización de 
acuerdos y compromisos

El resultado del proceso es 
presentado por el Alcalde en una

sesión a los agentes participantes.

El resultado es publicado 
en el portal.

Rendición de cuentas
El informe del año anterior 
se presenta en los talleres 

de trabajo.

El informe de rendición de 
cuentas es publicado en 
el portal web actualizado 
y monitoreado por etapas.
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 partir del hecho de que el Presupuesto Participativo se encuentra con-
templado en la Ley de Participación Ciudadana del Estado de Nuevo 
León y tomando en cuenta las experiencias mundiales y globalizadas, 
así como los estudios evaluativos sobre las mismas, la Tabla I muestra 
el comparativo y superioridad participativa del Presupuesto Participa-
tivo Electrónico.

A
5.4. Contexto
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Fuente: elaboración propia
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omo se deduce de la Introducción de este documento al mostrar 
las prerrogativas del Presupuesto Participativo sobre otros instru-
mentos de participación ciudadana, -sobre todo para satisfacer la 
responsiveness, accountability y transparencia respecto al destino, 
erogación y administración de los recursos financieros públicos-, se 
concluye que la mejor opción es el Presupuesto Participativo.

Como se deduce de la Tabla I, que efectúa la Comparativa de la superioridad par-
ticipativa del Presupuesto Participativo Electrónico sobre la versión tradicional, se 
concluye que la versión electrónica del Presupuesto Participativo posee las si-
guientes ventajas:

Ventajas de inclusión:
	 • Propuestas y votos de ciudadanos no organizados en partidos o asocia- 
	 ciones
	 • Propuestas y votos directos: sin intermediarios
	 • Mayor extensión demográfica en convocatoria, propuestas, deliberación,  
	 votación, rendición de cuentas y transparencia.
	 • Inclusión de jóvenes aún sin edad ciudadana.
	 • Inclusión de contribuyentes migrantes aún sin ciudadanía oficial.

Ventajas de participación:
	 • Proyectos de mayor alcance en montos y beneficiarios en la medida que  
	 motiva una mayor recaudación
	 • Proyectos presentados por vecinos generan mayor interés, detectan  
	 necesidades de primera mano y elevan calidad de vida.
	 • Mayor extensión de tiempo para el proceso
	 • Mayor extensión de medios comunicativos.
	 • No es excluyente, sino híbrido o complementario de la forma tradicional.

Ventajas de equidad política:
	 • Rompe con el coto de expertos y la creatividad de Internet puede ser viral  
	 a la creatividad del empoderamiento ciudadano: cambiar la priorización para  
	 calificar proyectos.
	 • La participación en tiempo real y virtual otorga mayor conocimiento a cada  
	 ciudadano de su propio distrito. Por tanto, mayor legitimidad.
	 • Promueve el gobierno abierto, el gobierno digital y la motivación a partici- 
	 par por acceso a Internet.
	 • Promueve la educación digital al requerir auxilio para el manejo de Internet  
	 de parte de la ciudadanía que requiera dicha educación.

C
5.5. Análisis de opciones
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Además, según variados estudios llevados por el Banco Mundial (instancia que 
apoya financieramente algunos Presupuestos Participativos) y consignados por 
Peixoto (Peixoto 2013), el Presupuesto Participativo Electrónico cumple de mejor 
manera los propósitos de la participación ciudadana. Así, por ejemplo, El 63 % de 
los participantes en el PP-e de Rio Grande declaró que no habrían participado si 
el proceso no hubiese sido en línea (Peixoto, 2013), y en Belo Horizonte la partici-
pación se incrementó el 7 % (Peixoto, 2008) gracias a la modalidad electrónica.
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rimera: regular el Presupuesto participativo de los municipios por un 
procedimiento estatal que integre la accountability vertical (de abajo 
hacia arriba y viceversa, es decir, de la ciudadanía hacia el poder mu-
nicipal y del poder estatal hacia el poder municipal) y “horizontalice” la 
responsiveness, la accountability y la transparencia.

Segunda: asegurar el control del procedimiento del Presupuesto participativo de 
cada municipio por medio de plataformas electrónicas en consonancia con la Es-
trategia Nacional Digital del gobierno federal y los avances de era digital en la ad-
ministración digital.

Tercera: a reserva que las instancias gubernamentales generen sus propias plata-
formas y programas de software, considerar el software libre y herramientas tec-
nológicas como Appgree, Agora Voting, Sarepolis, Adhocracy. Estas herramientas 
de Internet poseen Blogs, Facebook, correos electrónicos, Twitter y se abocan es-
pecialmente a la construcción de foros democráticos participativos.

P
5.6. Recomendaciones
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n el año 2012 el sector transporte representó el 25% del consumo total 
de energía mundial (EIA, 2016) y el 24% de las emisiones mundiales de 
CO2 relacionadas con el sector energía (IEA, 2015). En México las emi-
siones de CO2 producidas por el sector transporte son significativas, 
y durante los últimos 20 años se han incrementado en un 87% (Jaller 
et al., 2016). Se estima que en 2010, los problemas de salud por con-

taminación de aire representaron un costo al país equivalente al 5 % de su Producto 
Interno Bruto (PIB) y 57 % de los costos ambientales (INEGI, 2015; WHO, 2011), 
además está comprobado que exposición prolongada a altas concentraciones de 
partículas finas contaminantes (PM2.5 y PM10), incrementan significativamente la 
mortalidad prematura por cáncer pulmonar (Schwartz, 2000). La exposición exce-
siva a los contaminantes en el Aire es uno de 15 factores principales de riesgos a la 
Salud en México (CMM, 2015). 

En el área metropolitana de Monterrey (AMM) la contaminación del aire supera los 
límites permisibles durante más de la mitad del año, incrementando los proble-
mas en salud debido a enfermedades respiratorias y cardiovasculares (PED, 2016). 
Estos problemas son generados en parte por los altos índices de urbanización y 
consumo, la congestión en las vías, ineficiencias en las operaciones de transporte, 
deficiencias en la planeación, y estado de la infraestructura, entre otros. En ello 
incide el hecho de que no existe una política de control de emisiones al aire en las 
fuentes  móviles en todo el Estado. De igual manera, no existe una priorización 
sobre aquellas actividades que tienen un mayor emisión de los contaminantes más 
críticos para la salud y que afectan a un mayor número de personas (PED, 2016).

Estos problemas han sido reconocidos por entidades gubernamentales, no guber-
namentales y la sociedad civil en general dado que sus impactos repercuten en la 
calidad de vida, costos sociales, y disminución de la competitividad (Jaller, 2016). 

En este contexto el Plan Estratégico para el Estado de Nuevo León 2015-2030 
(PE), reúne las aspiraciones de largo plazo de la sociedad Nuevoleonesa, reconoce 
la calidad del aire como uno de los pilares de su desarrollo integral. El Plan destaca 
como eje fundamental para el bienestar y mejora de la calidad de vida de los ciu-
dadanos, el Desarrollo Sustentable integrado por diversos ejes estratégicos: Desar-
rollo Urbano, territorial y vivienda, Movilidad y transporte, Medio ambiente y recur-
sos naturales e infraestructura.

E
6.1. Introducción 

* Los autores forman parte del Grupo de Investigación en Energía y Cambio Climático del Tecnológico de Monterrey, Campus Monterrey.
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Particularmente, el eje de medio ambiente y recursos naturales considera priori-
tario “reducir el impacto ambiental generado por fuentes móviles”, a través de la 
creación de “una herramienta (modelaje matemático) que permita la evaluación de 
las iniciativas” que buscan reducir el impacto ambiental generado por el tránsito de 
vehículos en la ciudad (PE, 2015). 

En este marco, este documento presenta los lineamientos de política pública para 
la creación de una herramienta de modelaje matemático que permita evaluar en 
forma integral (técnica, ambiental, económica, salud, social) las acciones poten-
ciales de política pública tendientes a reducir el impacto del tráfico de vehículos en 
los alrededores de las principales vías de la ciudad. Esta herramienta de evaluación 
integral de iniciativas de mitigación surge como producto de una investigación reali-
zada por el Grupo de Investigación en Energía y Cambio Climático del Tecnológico 
de Monterrey y cuenta con el soporte teórico y metodológico, validada con datos 
experimentales y con resultados genéricos. Adicionalmente, esta herramienta per-
mite gestionar de manera eficiente los recursos del Estado.  

La presente recomendación de política pública, responde al área de oportunidad 
prioritaria 29 “Mejorar la calidad de aire” y se encuentra alineada con la Estrategia 
Nacional de Calidad del Aire 2017-2039 (ENCA), por lo que en el largo plazo pudie-
ra ser replicable a toda la República Mexicana.

A continuación, se presenta el planteamiento del problema, los objetivos, el análisis 
contextual, el planteamiento y evaluación de las alternativas de política y finaliza con 
la recomendación de política pública. 



Figura 1. Proceso que deben seguir las entidades gubernamentales antes de implementar  
acciones de control de la contaminación en vías. 
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os vehículos terrestres (automóviles y vehículo de transporte de carga 
y pasajeros) son la principal fuente de contaminantes del aire en las 
ciudades. Por tanto, se espera que las áreas cercanas a las vías ur-
banas presentan los niveles más altos de contaminación atmosférica.
De acuerdo con lo anterior, las autoridades ambientales deben prestar 
especial atención a la población que habita en los alrededores de vías, 

particularmente en los alrededores de las vías más transitadas y/o de mayor con-
gestión vehicular. 

La Figura 1. ilustra el proceso que las autoridades gubernamentales deben realizar 
para implementar acciones que atiendan el problema de contaminación en vías. A 
continuación, se describen alguna de ellas.

L
6.2. Planteamiento del problema
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Diagnóstico de la situación actual
El primer paso para que las autoridades ambientales puedan iniciar acciones de mi-
tigación o control, es establecer un diagnóstico de la situación actual. Sin embargo, 
en gran parte del territorio mexicano, y particularmente en el AMM, se desconoce el 
nivel de exposición a la contaminación que padece la población que vive alrededor 
de vías.  Bajo este marco, se plantea el siguiente interrogante: ¿Cuál es el nivel de 
exposición a contaminantes atmosféricos al que está expuesta la población que 
habita alrededor de vías con alto nivel de flujo vehicular en Monterrey?

Para cuantificar la concentración de contaminantes a la que está expuesta la po-
blación que habita alrededor de vías, existen dos alternativas 

Mediciones experimentales. 
Para evaluar el nivel de exposición de los ciudadanos que habitan en cercanías 
en las vías, mediante esta alternativa, se requieren mediciones permanentes en 
el tiempo y a diferentes distancias de la vía. Actualmente la ciudad de Monterrey 
cuenta con una red de 12 estaciones de monitoreo de calidad del aire que cumple 
parcialmente este propósito. Sin embargo, esta no permite medir las variaciones 
en concentraciones de contaminantes que se generan en los alrededores de las 
vías y así determinar la extensión del área de influencia de las mismas. Las medi-
ciones puntuales por temporadas cortas realizadas en la Ciudad tampoco logran el 
propósito de evaluar el nivel de exposición de la población vulnerable que habita 
en cercanías a las vías. Adicionalmente, los estudios experimentales son altamente 
costosos e imprácticos de mantener por largos periodos de tiempo. 
  
Herramientas de modelación.
Esta alternativa implica resolver las ecuaciones de la física que describen el trans-
porte de contaminantes en el aire, las cuales son ecuaciones diferenciales no linea-
les que se deben resolver en forma simultánea. Dada su complejidad, actualmente 
solo se conocen soluciones numéricas aproximadas, tales como los modelos fo-
toquímicos como WRF-CHEM y CMAQ. Sin embargo, estos modelos requieren 
de muy alta demanda de información de entrada, el involucramiento de personal 
altamente calificado y una muy alta capacidad de cómputo, lo cual ha limitado 
su uso en la mayoría de las ciudades del mundo. Así entonces, se puede afirmar 
que aún no se conoce una herramienta que se adapte a las condiciones geográfi-
cas y meteorológicas propias de ciudades como Monterrey, con presencia de alta 
montaña y rodeada de áreas semidesérticas. Se desconoce una herramienta que 
pueda ser usada en la práctica por las autoridades ambientales para establecer la 
línea base de concentraciones alrededor de vías para periodos de tiempo horario, 
diario y anual. 

Identificación medidas y evaluación integral del impacto generado.
El siguiente paso para que las autoridades ambientales puedan implementar  
acciones de reducción de la contaminación en los alrededores de las vías, es la 
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identificación de posibles alternativas de reducción y su evaluación integral de im-
pacto. Una evaluación integral del impacto generado por una posible acción de mi-
tigación involucra aspectos multidisciplinarios (ambientales, económicos, sociales, 
y políticos) como se ilustra más adelante en la Figura 2. 

Por otra parte, se desconocen las herramientas para cuantificar el impacto integral 
derivado de la implementación de las acciones de política pública definidas por el 
gobierno, lo cual plantea la pregunta ¿Cómo evaluar de manera integral el impacto 
de las acciones a implementar por el gobierno de Nuevo León tendientes a reducir 
los niveles de contaminación alrededor de las vías más transitadas de Monterrey?



85

ara la gestión que actualmente adelanta la Secretaría de Desarrollo 
Sustentable del Estado de Nuevo Léon y específicamente para el al-
cance de los objetivos propuestos en el Plan Estatal de Desarrollo 
2016-2021, así como los propuestos en el programa integral de mejo-
ramiento de la calidad del aire “Nuevo León Respira” es indispensable 
contar con una herramienta que permita la evaluación integral de las 

iniciativas para la reducción de la contaminación del aire en áreas de alto tránsito 
vehicular ( Consejo de Nuevo Leon,2015).

Particularmente para la Subsecretaría de Protección al Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, es prioridad la vigilancia a la calidad del aire y la reducción de las emi-
siones por fuentes móviles, las cuales constituyen el 45 % de emisiones en Monte-
rrey (SDS, 2013).

En este marco, resulta prioritario para la Subsecretaría de Protección al Medio Am-
biente y Recursos Naturales implementar una herramienta que permita: i) Modelar 
la calidad del aire alrededor de las vías, ii) Construir un mapa horario de las áreas de 
influencia de tráfico vehicular, iii) Evaluar el nivel de vulnerabilidad y riesgo de la po-
blación que habita en zonas de influencia de las vías y iv) Evaluar de forma integral 
la efectividad de las alternativas que pretendan reducir los niveles de contaminación 
alrededor de vías.

P
6.3. Objetivos



Figura 2. Herramienta integral de evaluación del impacto generado por medidas de  
reducción de la contaminación en vías de alta congestión vehicular (MAITE).
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a Figura 2 ilustra la configuración de la Herramienta integral de eva-
luación del impacto generado por medidas de reducción de la con-
taminación en vías de alta congestión vehicular (MAITE). Esta es una 
herramienta de modelación matemática que permite configurar las me-
didas de reducción de contaminación alrededor de vías de tal forma 
que maximice su impacto positivo desde el punto de vista ambiental, 

económico, social, cultural y salud. Por ejemplo, esta herramienta permite estable-
cer las condiciones bajo las cuales implementar la medida de verificación vehicular 
o ruteo de los buses de transporte público de pasajeros de tal forma que minimice 
el impacto ambiental al menor costo posible, cuidando aspectos sociales y cul-
turales propios de la ciudad de Monterrey. MAITE genera indicadores cuantitativos 
de impacto que pueden ser usados para comparar contra el impacto de otras 
medidas. De esta forma los tomadores de decisión cuentan con evaluaciones obje-
tivas que les permita tomar mejores decisiones de política pública para el beneficio 
de los ciudadanos. El desarrollo de esta herramienta es el objeto del presente linea-
miento de política pública.

El desarrollo de MAITE involucra la participación de expertos para cada una de 
las disciplinas descritas en la Figura 2. La mayor dificultad en el desarrollo de este 
modelo es generar métricas de impacto para aspectos que naturalmente son cuali-
tativos como lo son los aspectos sociales y culturares. Esto constituye el mayor 
aporte de MAITE. 

L
6.4. Contexto
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Como una primera etapa se propone el desarrollo del módulo de impacto ambien-
tal. Para el modulo ambiental MAITE recibe como datos de entrada, en forma ho-
raria para cada tramo de vía de ~100 m:

	 • Flujo vehicular obtenido de herramientas como google-maps o waze.
	 • Velocidad y dirección de viento preferencial obtenido a través de modelos  
	 meteorológicos como WRF.
	 • Nivel de radiación solar obtenido por redes meteorológicas.

El módulo genera para cada tramo de vía de ~100 m y cada hora:
	 • Mapa de tráfico vehicular.
	 • Mapa de emisiones vehiculares.
	 • Mapa de áreas de influencia de las vías principales o de mayor congestión  
	 vehicular.
	 • Evaluación del nivel de riesgo para la población sensible obtenida median- 
	 te google-maps (Figura 4).

Bajo las siguientes restricciones que aseguran la adopción de la herramienta por 
parte de las autoridades gubernamentales: 
	 • Evaluación hora a hora
	 • Tiempos de computo inferiores a un día para estimar promedios anuales  
	 de todas las vías de la ciudad con computadores de uso común hoy en día.
	 • Nivel de exactitud aceptable para realizar estudios comparativos.  

La Figura 3 ilustra el tipo de resultados obtenidos en forma preliminar por el Grupo 
de Investigación en Energía y Cambio Climático del Tecnológico de Monterrey.

El mayor reto tecnológico de este módulo es la obtención del mapa de áreas de 
influencia por cuanto requiere del uso de un modelo de dispersión de los contami-
nantes atmosféricos generados por los vehículos que transitan las principales vías 
de la ciudad, para ello existen 3 alternativas que serán discutidas en la siguiente 
sección.



Figura 3. Ilustración de flujo vehicular horario obtenido usando google-maps.

Figura 4. Ubicación de población vulnerable cerca de vías de alto tráfico  
(Eugenio Garza Sada).
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e plantean tres opciones para obtener el área de influencia de las vías, 
lo cual constituye el mayor reto para el cumplimiento de los objetivos 
planteados en esta propuesta:
	• Usar Modelo fotoquímico
	• Usar Modelo Gaussiano (AERMOD)
	• Usar Modelo CFD desarrollado por el Grupo de Investigación en  

	            Energía y Cambio Climático del Tecnológico de Monterrey. 

A continuación, se describen cada una de ellas. 

6.5.1. Modelos fotoquímicos
Los modelos fotoquímicos son ampliamente conocidos y regularmente utiliza-
dos para estudiar la dispersión y transformación de contaminantes en ciudades.  
Ellos simulan los cambios en la concentración en la atmósfera de contaminantes, 
usando el conjunto de ecuaciones que describen los procesos físicos y químicos 
que ocurren en la atmósfera.  Estos modelos pueden ser aplicados a escala local, 
regional, y nacional. El modelo incluye mecanismos de formación y destrucción de 
contaminantes tales como deposición seca y húmeda de partículas, formación de 
partículas inorgánicas secundarias, reacciones foto-oxidantes y escenarios quími-
cos especializados. Incluyen fuentes móviles, fijas y fugitivas de diferente natu-
raleza. El mayor problema de los modelos fotoquímicos es su excesiva demanda 
de información de entrada y los tiempos excesivos de computo. Con el estado de 
la tecnología actual no es posible obtener resultados para un año de simulación 
con tiempos de computo menores a una semana. Estas características han hecho 
que los modelos fotoquímicos en la práctica no sean usados por las autoridades 
ambientales. 

6.5.2. Modelos Gaussianos 
Los modelos gaussianos asumen que la concentración de contaminantes se dis-
tribuye normalmente en la dirección vertical y transversal de acuerdo la ecuación 1 
y como se ilustra en la Figura 5.

Los modelos gaussianos asumen que:
	 • El transporte de masa por difusión es despreciable comparado con el  
	 transporte de masa mecánico generado por acción del viento.
	 • Existen condiciones de estado estable en la emisión de contaminantes y  
	 en las condiciones meteorológicas.
	 • No hay barreras físicas para la dispersión de contaminantes vientos abajo
	 • σx son constantes en el tiempo, pero son función de la distancia. 
	 • No hay reacciones químicas.
	 • No hay mecanismos de deposición o desaparición de contaminantes.
	 • Los contaminantes se reflejan en el piso. Esto se modela como una fuente 

S
6.5. Análisis de opciones



Figura 5. Principio fundamental sobre el cual operan los modelos Gaussianos.
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espejo por debajo del piso.

Por su simplicidad, históricamente los modelos gaussianos han sido los preferidos 
para realizar proceso de modelación de calidad del aire. Con el tiempo estos mode-
los han venido incorporando algoritmos que permiten tener en cuenta la comple-
jidad del terreno, la variabilidad de la meteorología y las reacciones químicas que 
ocurren en la atmósfera.  Como resultado, actualmente se cuentan con modelos 
gaussianos más refinados que, aunque son más exactos, son complejos de imple-
mentar y requieren de una gran cantidad de información como datos de entrada. 
Adicionalmente, estos modelos no funcionan cuando se requiere evaluar calidad 
del aire en ambientes urbanos de microescala, como por ejemplo en corredores 
urbanos. 
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6.5.3.	 Modelo CFD del Tecnológico de Monterrey 
Este modelo describe el movimiento de un fluido de varias especies sobre una 
geometría irregular con transferencia de energía y de masa, resolviendo numéri-
camente las ecuaciones que describen cada uno de estos fenómenos, por tanto, 
constituye la alternativa que provee resultados más exactos. El modelo también 
considera reacciones químicas y el efecto de las variables meteorológicas. Es apro-
piado para problemas de tamaño físico reducidos (<1 Km). Aunque es posible au-
mentar el tamaño del área de trabajo, usando técnicas como análisis dimensional 
o modelos a escala. 

El uso de este modelo permite estimar el área de impacto mediante una metodología 
simplificada en la que a partir de simulaciones en estado estable se puede obtener 
promedios de concentración horaria, diaria y anual. Gracias a esta herramienta, se 
encontró una única función que describe los patrones de dispersión en vías. Adi-
cionalmente, el modelo resuelve los inconvenientes que se presentan con el uso de 
modelos convencionales, tales como i) representar escenarios con velocidades de 
viento menores a 1m/s, ii) sobreestimación cerca de la fuente de emisión, y iii) con-
sidera características geográficas y meteorológicas propias de la región de interés.  
El modelo ha sido publicado en revistas especializadas de prestigio (Huertas et al, 
2017a; Huertas y Prato, 2017b 2017c). 

Adicionalmente, este modelo permite cuantificar la efectividad de las iniciativas que 
tienen como objetivo reducir la concentración de contaminantes, lo que conlleva 
determinar con precisión la alternativa más pertinente y que contribuya al uso ade-
cuado de los recursos públicos.

6.5.4.	 Criterios de evaluación 
A continuación, se describen los criterios mediante los cuales se evalúa cada op-
ción propuesta. Los criterios están compuestos por tres escalas: baja, media y alta 
de acuerdo conl cumplimiento de los requerimientos establecidos en cada uno de 
ellos.

	 • Viabilidad Técnica: hace referencia a las características técnicas requeri- 
	 das para la aplicación efectiva de la opción: Fundamentación teórica, pre- 
	 cisión, capacidad de cómputo, información requerida como parámetro de  
	 entrada.
	 • Costo eficiencia: define la alternativa más económica y expedita para  
	 alcanzar los objetivos propuestos.
	 • Viabilidad legal: define si la alternativa está o no en contravía del marco  
	 legal establecido.
	 • Viabilidad política: hace referencia a que tan adverso o favorable es el  
	 contexto político que permitirá o no la implementación de la opción.
	 • Efectividad: Hace referencia a la capacidad de la opción para cumplir  
	 con los objetivos propuestos.



Figura 6. Análisis de viabilidad de las opciones disponibles para determinar la extensión 
de las áreas de influencias del tráfico vehicular. 
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Los modelos fotoquímicos y los modelos gaussianos son alternativas aptas para 
propósitos de conocer los niveles de concentración en una ciudad siempre y cuan-
do se tenga la información meteorológica representativa de al menos un año y la 
escala espacial estudiada no requiera conocer en detalle los fenómenos a micro-
escala generados por ambientes urbanos. Por lo anterior, su viabilidad técnica es 
menor al modelo CFD. El modelo CFD surge de una iniciativa local que se adapta a 
las condiciones específicas del AMM y de cualquier otra región, por lo que su via-
bilidad técnica y efectividad es alta. Adicionalmente, su alto nivel de exactitud per-
mite identificar con claridad la eficiencia de las alternativas que pretendan reducir 
la contaminación alrededor de vías lo que la destaca como opción alta en términos 
de costo-eficiencia. 

En conclusión, el modelo CFD constituye la mejor alternativa para el cumplimiento 
de los objetivos propuestos en los presentes lineamientos de política pública.
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l presente lineamiento de política pública recomienda la implemen-
tación de una herramienta para la evaluación integral de acciones de 
mitigación de la contaminación atmosférica generada alrededor de las 
vías de alta congestión vehicular. La evaluación integral incluye aspec-
tos ambientales, económicos, sociales, políticos y de salud.

El mayor reto para el desarrollo de esta herramienta lo representa el modulo am-
biental. Existen tres alternativas para evaluar la extensión del área de influencia de 
las vías:

	 • Implementar un modelo fotoquímico para la ciudad de Monterrey. Es la  
	 alternativa tradicionalmente usada para las grandes ciudades. Sin embargo,  
	 los grandes requerimientos de información y los excesivos tiempos de com- 
	 puto, han hecho que esta alternativa en la práctica haya sido abandonada  
	 en la mayoría de las ciudades donde fue implementada.

	 • Implementar un modelo gaussiano. AERMOD es el modelo gaussiano  
	 recomendado por la USEPA para evaluar el impacto ambiental de fuentes  
	 móviles. La sobre simplificación de este modelo lo hace inapropiado para la  
	 AMM la cual es una zona geográficamente compleja delimitada por mon- 
	 tañas que dificultan la dispersión de los contaminantes.

	 • Modelo basado en CFD.  En esta alternativa se desacopla el aporte de  
	 las fuentes fijas y fugitivas de la ciudad y se concentra en el impacto gene- 
	 rado por los vehículos en las zonas aledañas a las vías de mayor congestión  
	 vehicular. Usa datos horarios de meteorología, flujo vehicular y modela la  
	 dispersión de los contaminantes generados por los vehículos en las zonas  
	 aledañas de la vía. Usa los resultados obtenidos por modelaciones de CFD  
	 a nivel microescala (calle) donde se obtuvo que los contaminantes se dis- 
	 tribuyen siguiendo una función beta. El proceso se repite para cada tramo  
	 de las vías más transitadas en la ciudad. 

El uso del modelo CFD facilita la evaluación de alternativas de reducción de con-
taminación del aire en zonas de alto flujo vehicular teniendo en cuenta que: 

	 • Proporciona información detallada de concentración de contaminantes en  
	 las cercanías de la vía. 
	 • Cuenta con una metodología simplificada para estimar concentración pro- 
	 medio anual y periodos diarios con bajo costo computacional. Lo que lo  
	 hace de fácil uso.  
	 • Permite plantear diferentes escenarios para identificar la mejor alternativa  
	 para reducir concentración de contaminantes alrededor de vías. 

E
6.6. Recomendaciones
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Las autoridades gubernamentales tienen la opción de no cuantificar la efectividad 
de una medida de reducción de contaminación. Sin embargo, esta alternativa será 
costoso para el Estado, en tanto los recursos son limitados y deben focalizarse en 
las alternativas de política pública con mayor impacto. Además, la ausencia de la 
evaluación de alternativas genera incertidumbre en cuanto a su efectividad e inci-
dencia en la solución de los problemas propuestos. Si el statu quo se mantiene, 
será limitado el cumplimiento de los planes a mediano y largo plazo del Estado de 
Nuevo León en relación a los objetivos de calidad del Aire en el corto, mediano y 
largo plazo.

Plan propuesto de implementación de la herramienta MAITE
Se recomienda la implementación de la herramienta de evaluación integral de posi-
bles medidas de reducción de contaminación atmosférica siguiendo el siguiente 
plan de implementación. 
 
Fase 1: Desarrollo e implementación del módulo ambiental de MAITE
	 • Construcción de la línea base: Se hará uso de información meteorológica  
	 proveída por el modelo WRF para reproducir las condiciones meteorológicas  
	 del área de modelación. Por medio de aforos vehiculares y uso de los fac- 
	 tores de emisión para fuentes móviles se determinarán las emisiones produ- 
	 cidas de manera horaria en las vías principales en el AMM. Esta información  
	 será ingresada al modelo para estimar las concentracionescerca de las vías  
	 principales usando el modelo de dispersión simplificado de CFD. 

	 • Evaluación de 3 alternativas de reducción de contaminación en vías desde  
	 el punto de vista ambiental. Buscando obtener resultados prácticos en el  
	 menor tiempo posible se procederá a usar la herramienta para evaluar las 3  
	 medidas de control de reducción de mayor interés para la autoridad am- 
	 biental.  

Fase 2: Desarrollo e implementación de otros módulos de evaluación
	 • Evaluación económica: Se establece un criterio que defina la efectividad  
	 de cada una de las medidas en función del valor monetario previamente  
	 establecido. Con esta información es posible comparar el grado de eficien- 
	 cia relativa que tiene cada una de las alternativas, minimizando el costo y  
	 maximizando la efectividad. Este análisis permite jerarquizar las medidas de  
	 control en evaluación.

	 • Evaluación social: serán identificados los actores afectados o interesados,  
	 se definirán cada uno de los criterios bajo los cuales se evaluarán, se se- 
	 leccionará de manera aleatoria al menos un miembro de cada uno de los  
	 grupos identificados en la primera actividad de esta etapa. A cada uno de  
	 los seleccionados se les aplicará una entrevista diseñada para dar respuesta  
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	 a los indicadores previamente establecidos. La entrevista incluirá preguntas  
	 de control y preguntas para conocer el valor social que le asigna la población  
	 a las alternativas. Posteriormente, se realiza un proceso de recopilación y  
	 análisis sistemático de la información para finalmente puede determinarse la  
	 percepción de quienes padecen el problema público y su opinión sobre la  
	 solución a implementarse.

Fase 3: Evaluación integral de 3 posibles medidas de reducción de la  
contaminación
Se identifican las alternativas de control a evaluar, partiendo de las diversas iniciati-
vas que a nivel mundial se han implementado para mejorar la movilidad y a su vez 
la calidad del aire, algunas de ellas son:

	 • Vías urbanas: Re organizar transporte público de pasajeros, Restricción de  
	 flujo vehicular, Restricción de acceso a zonas críticas de vehículos de carga,  
	 Límites de velocidad, Ciclo vías, Barreras naturales, Compartir vehículo,  
	 Contra flujo en horas pico.

	 • Vías no pavimentadas: Pavimentar, Riego temporal.

Se seleccionarán las acciones de mayor interés y se evaluarán estas medidas  
usando la herramienta MAITE.
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7. Cargo por factibilidad 
de agua como instrumento 
para el crecimiento urbano 
sustentable del Área  
Metropolitana de Monterrey

Dr. Ismael Aguilar Benítez*

Tema central
4. Mejorar la calidad del transporte, el espacio público y la vida urbana.

Área(s) de oportunidad prioritaria
DS.30. Incentivar la densificación y reutilización de espacios estratégicos en el 
área metropolitana para disminuir gradualmente el crecimiento de la mancha  
urbana de la región metropolitana y periférica, mediante el rediseño de la  
estructura urbana concentrando densidades, usos y equipamientos en zonas 
estratégicas, que proporcionen gran accesibilidad.
DS.32. Asegurar el abasto del agua que garantice el desarrollo económico y  
social del estado.

Línea temática
DS.30.4. Oportunidades y barreras para la densificación urbana en el Área  
Metropolitana de Monterrey.
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n este documento de política se propone utilizar cargos por factibili-
dad de agua como un incentivo económico para modificar la tendencia 
predominante hacia un crecimiento disperso del Área Metropolitana de 
Monterrey (AMM). Este mecanismo puede contribuir en el área de opor-
tunidad prioritaria número 30 del Plan Estratégico Nuevo León 2030: 
“Incentivar la densificación y reutilización de espacios estratégicos en 

el área metropolitana para disminuir gradualmente el crecimiento de la mancha 
urbana de la región metropolitana y periférica...” En el mismo ámbito de Desarrollo 
Sustentable se define también como área de oportunidad número 32: “Asegurar el 
abasto del agua que garantice el desarrollo económico y social del estado”. 

En esta propuesta se plantea que ambas áreas de oportunidad se relacionan y 
es necesario diseñar e implementar medidas de política que atiendan de manera 
integral los problemas generados por un crecimiento disperso; entre ellos el incre-
mento de costos de infraestructura necesaria para los servicios de agua potable, 
drenaje y saneamiento bajo una creciente demanda de agua cuya disponibilidad a 
largo plazo es difícil de asegurar manteniendo el ritmo de crecimiento urbano y de 
población actuales.

E
7.1. Introducción 

* Ismael Aguilar Benítez es investigador adscrito al Colegio de la Frontera Norte.
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recimiento urbano disperso, incrementos en costos para ase-
gurar la disponibilidad de agua y afectación a las fuentes de 
agua en el AMM

El Área Metropolitana de Monterrey se compone por nueve muni-
cipios: Monterrey, San Nicolás de los Garza, Guadalupe, Apodaca, 

San Pedro Garza García, Santa Catarina, General Escobedo, Juárez y García1. De 
acuerdo con los datos de la Encuesta Intercensal 2015, la población del AMM para 
ese año aumentó a 4,245,510 habitantes, y concentraba el 83 % de la población 
del estado. La superficie total del AMM es de 314,200 hectáreas, de los cuales 
129,521 corresponden a Áreas Naturales Protegidas y 118, 159 a superficie por 
urbanizar. En el año 2007 la superficie urbanizada se estimaba en 71,871 ha. y para 
2017, según la Secretaría de Desarrollo Sustentable, ha crecido a 115,000 ha. Un 
crecimiento aproximado de 60 % en los últimos 10 años, que ha dejado un escaso 
margen de superficie a urbanizar. La densidad en número de habitantes por hec-
tárea del AMM pasó de 59 en el año 2000 a 39 en 2015, aunque con un amplio 
rango entre zonas (3 hasta 90). 

El crecimiento de población para el año 2030 se proyecta por el Conapo en 
1,011,921 habitantes más. Podemos estimar que manteniendo las bajas densi-
dades actuales de 3.6 habitantes por vivienda y de 40 viviendas por hectárea, se 
requeriría una superficie de 7,027 hectáreas a desarrollar solo para uso habita-
cional. Es importante notar que el uso habitacional se complementa con otros usos 
del suelo: industrial, comercial, que pueden llegar a requerir hasta el doble de la 
superficie estimada. 

Paradójicamente, la superficie requerida se encuentra disponible actualmente den-
tro del AMM, la Subsecretaría de Desarrollo Urbano del estado estima que existe 
un área de 11,459 hectáreas de baldíos en el área urbanizada. No obstante, la zona 
conurbada de Monterrey se ha expandido físicamente hacia los sectores de Mon-
taña como San Jerónimo, Cañón del Huajuco, Valle Alto, zonas aledañas al Parque 
Cumbres y al Cerro de la Silla; en donde han sido autorizados fraccionamientos de 
alta densidad que no cuentan con estudios técnicos de impacto vial ni ecológico 
(Plan de Desarrollo de la Zona Conurbada Monterrey, Anteproyecto para Consulta 
Pública, p. 37). Esta expansión también se ha dado en las áreas próximas al Cerro 
de la Silla, Huasteca y Chipinque. Esa tendencia se refuerza implícitamente en la 
estrategia de desarrollo urbano 2016 en la que se incluyen a 15 municipios en el 

C
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1 Decreto de conurbación, publicado en el Periódico Oficial del estado de Nuevo León el 30 de noviembre de 1988. En esta propuesta se 
parte de esa composición tomando como criterio básico que ésta es también el área adoptada por Servicios de Agua y Drenaje de Monterrey 
para su operación.
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programa de desarrollo urbano a 2040.

Desde una perspectiva económica, el crecimiento suburbano excesivo se puede 
explicar como resultado de fallas de mercado; esto es, las localizaciones subur-
banas se vuelven más atractivas debido a que cuentan con vías de comunicación, 
convirtiendo más terrenos al uso urbano sin tomar en cuenta los beneficios in-
tangibles de espacios abiertos, ignorando los costos sociales por congestio-
namiento vial y subestimando los costos generados por la creación de nuevos 
servicios e infraestructura urbana necesaria para el crecimiento. Una parte im-
portante de estos costos en ciudades dispersas y con escasez de agua son los 
costos para abastecer de servicios de agua a los nuevos desarrollos (Brueck-
ner, 2000). Los costos de servicios intensivos en infraestructura, como los ser-
vicios de agua son más sensibles al patrón de crecimiento espacial. En particu-
lar existen tres elementos de la dispersión espacial que afectan los costos de la  
infraestructura de servicios del agua: el tamaño del lote, la dispersión o distancia 
entre desarrollos y la distancia de la nueva infraestructura con respecto a la exis-
tente (Speir y Stephenson, 2002). Una mayor distancia respecto del área urbana 
central afecta también los costos de mantenimiento; el mantenimiento realizado 
por sectores se ve afectado por mayores desplazamientos, menor eficiencia en la 
atención de reportes y un mayor gasto en combustible. Esto puede llevar incluso 
a la necesidad de aumentar el número de unidades de mantenimiento después de 
cierto rango de cobertura espacial.

El crecimiento urbano incrementa directamente la demanda por servicios de agua 
y la afectación a las fuentes de agua. La dotación diaria promedio de agua por ha-
bitante se estimaba para 2012 en 242.47 litros/día; asumiendo esta dotación y con 
la población proyectada para 2030, se estima que el AMM registrará al 2030 una 
brecha hídrica (diferencia entre oferta y demanda de agua) de 378.4 hectómetros 
cúbicos (Conagua, 2012). El AMM se ubica en la subregión hidrológica San Juan, la 
cual muestra déficits tanto en disponibilidad de agua superficial como subterránea: 
en 2016, las cinco cuencas de la subregión (Río Pesquería, Rio San Juan 1, Río 
San Juan 2, Río San Juan 3 y Río Salinas) son reportadas sin disponibilidad, con un 
déficit de 476.67hm3. Los 17 acuíferos de la subregión reportan un déficit general 
de 67.2 hm3 (SINA-Conagua).
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educir la dispersión del crecimiento urbano en el AMM a partir de la 
aplicación de un cargo por factibilidad de agua a nuevos desarrollos, 
que incluya los impactos en costos por la ampliación de la infraes-
tructura para los servicios de agua, drenaje y saneamiento y los im-
pactos derivados de un incremento de la demanda a las fuentes de 
agua de la cuenca que abastecen al AMM.

Asegurar la provisión de agua al AMM mediante medidas de conservación y el 
fortalecimiento de las fuentes de agua de la región con recursos provenientes del 
cargo por factibilidad.

R
7.3. Objetivos
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n el estado de Nuevo León la Ley de Agua Potable y Saneamiento 
(LAPS) establece en su artículo 34 que: “Las personas físicas o mo-
rales, fraccionadoras o urbanizadoras deberán tramitar ante el organis-
mo operador el dictamen de factibilidad para la conexión a la red gene-
ral de agua potable y drenaje sanitario.” Para el pago del Dictamen 
de Estudio de Factibilidad se aplica una cuota de $25 mil pesos para 

desarrollos habitacionales, comerciales e industriales cuya superficie sea mayor a 
10,000m2 (Periódico Oficial No. 147, 7 diciembre de 2005). Los predios menores 
a una hectárea para desarrollos que se localizan en zonas urbanizadas no tienen 
un costo por el dictamen, pero si demandan altos consumo (por ejemplo, cuatro 
o más litros por segundo), entonces se somete también la decisión al comité de 
factibilidades. 

Los criterios principales para otorgar o no la factibilidad son: disponibilidad de sumi-
nistro en la zona, grado de saturación de los colectores de aguas residuales y plan-
tas de tratamiento; localización del predio en zonas de presión alta o baja y el estado 
de las redes. Una vez aprobado el dictamen, el desarrollador debe pagar la Cuota 
de aportación por Obras que se define por tipo de uso (Habitacional, Industrial y 
Comercial) y se cobra por metro cuadrado de desarrollo. Lo recaudado se destina, 
según la LAPS, a la construcción de infraestructura para la captación, conducción, 
potabilización, tanques de almacenamiento, sistemas de bombeo, redes maestras 
de agua potable, colectores de drenaje sanitario y plantas de tratamiento de aguas 
residuales. El cargo por el dictamen de factibilidad no se utiliza para compensar por 
el impacto que puedan tener nuevos desarrollos en la disponibilidad de agua. 

Con respecto a la congruencia con los planes de desarrollo urbano, aunque SADM 
se apoya en los planos municipales para el diseño de redes del sistema, no se tiene 
coordinación con los municipios del AMM. En general, los municipios elaboran sus 
planes de desarrollo sin tomar en cuenta la capacidad de suministro de SADM para 
determinar el uso de suelo ni las densidades. Esta falta de coordinación puede 
crear problemas para el suministro, por ejemplo, si se definen por un municipio 
zonas habitacionales con alta densidad en zonas en las que la capacidad de sumi-
nistro es baja. 

E
7.4. Contexto
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n los Estados Unidos y en otros países como Canadá, Irlanda y Aus-
tralia se ha puesto en práctica la transferencia de costos de nueva 
infraestructura a través de la implementación de un sistema de cuo-
tas de impacto o cargos por infraestructura, ambas son muy similares 
(Clinch y O’Neill, 2010). Las cuotas de impacto se cobran por una 
sola vez a los nuevos desarrollos y su objetivo es generar ingresos 

para financiar la construcción o expansión de infraestructura urbana (expansión de 
sistemas de agua potable y drenaje entre ellos). En el caso del AMM las cuotas de 
impacto son similares a la Cuota de aportación por Obras que cobra SADM. Una 
limitación financiera de esos fondos es que no se utilizan para la operación, man-
tenimiento o reparación de los sistemas y no incluyen las externalidades generadas 
por un crecimiento disperso (Carrion y Libby, 2004). 

Algunos de los problemas urbanos generados por la expansión de los servicios 
de agua, que se generan por la autorización de nuevos desarrollos son: bajas 
de presión en la red de agua, mayores costos de extracción, abatimiento de los 
acuíferos y la necesidad de desarrollar fuentes alternas. Un cargo por factibilidad 
de agua que incluya el impacto de los nuevos desarrollos en las fuentes de agua 
llevaría el mensaje del impacto ambiental que implica la demanda de una mayor 
disponibilidad de agua apta para uso humano en las ciudades y de la recolección y 
tratamiento de aguas residuales.  

El diseño de un esquema de cargo por factibilidad de agua requiere de al menos 
dos elementos importantes: los conceptos de costos que debe incluir y los elemen-
tos mínimos para su aplicación (Buenfil, 2010). Solo con el propósito de ilustrar un 
primer acercamiento a los costos por afectación hídrica que se pueden incluir con la 
información disponible, se utilizan los datos de los proyectos y acciones propuestos 
en el Programa de Acciones y Proyectos para la Sustentabilidad Hídrica (PAPSHE) 
del estado de Nuevo León y del Plan Hídrico 2030 de SADM. El Plan Hídrico 2030, 
define en su estrategia acciones para fortalecer a las fuentes de abasto a corto 
plazo; la construcción de la presa Libertad en la cuenca del Río San Fernando; el 
fortalecimiento de las fuentes de los acuíferos Campo Buenos Aires y Área Metro-
politana de Monterrey; eficientizar la distribución mediante la sectorización; mejorar 
el sistema de saneamiento en las Plantas de Tratamiento de Aguas Residuales e 
incentivar el reúso del agua. 

Los costos de los proyectos propuestos suman un total de $7,603 millones de 
pesos. En una segunda etapa del Plan Hídrico, se insiste en la construcción del 
acueducto del Río Pánuco a Monterrey. Para cerrar la brecha hídrica en el estado 
el PAPSHE Nuevo León propone la ampliación de las redes de alcantarillado y 
red de agua potable urbana con un costo de $7,271.8 millones de pesos2. Estos 
costos de ampliación, sumados a los costos para fortalecimiento de las fuentes 

E
7.5. Análisis de opciones



104

pueden tomarse como una primera aproximación a los costos a incluir en el cargo 
por factibilidad. En total se puede estimar que es necesaria una inversión mínima 
de $14,874.8 millones de pesos para la ampliación de cobertura de servicios de 
agua que implicaría el crecimiento urbano al 2030. Tomando como base las 7,027 
hectáreas que podría requerir el crecimiento futuro del AMM se puede estimar un 
cargo por factibilidad de agua de $2,116,806 pesos por hectárea; o el equivalente 
a $52,920 pesos por vivienda. Para ubicarlo en su contexto, el precio medio de 
una vivienda en Nuevo León para 2016 fue de $674,062.00 (Sociedad Hipotecaria 
Federal, Índice de Precios de la Vivienda en México), lo cual implica que el cargo por 
factibilidad para una vivienda nueva equivaldría al 8.14 % de su precio

2 Precio ajustado a la inflación diciembre de 2012 enero de 2017 para poder sumar con costos del Plan Hídrico, pesos de 2017.
3 No se incluye el costo del proyecto de acueducto Tampaón- Cerro Prieto de aproximadamente $17,000 millones de pesos pues no se  
contempla a corto plazo y abastecería viviendas actuales y nuevas. Tampoco se incluyen $8,289.6 millones de pesos propuestos en el 
PAPSHE para el eje Asentamientos Seguros (control de inundaciones, drenaje pluvial, revestimiento de canales, desalojo de aguas pluviales), 
que igualmente pueden considerarse como externalidades generadas tanto por las viviendas existentes como nuevas. La selección de los 
conceptos a incluir es uno de los aspectos importantes que debe definirse para la aplicación real de un cargo por factibilidad.
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l fuerte crecimiento poblacional y de suelo urbanizado con baja densi-
dad, la limitada disponibilidad de suelo urbanizable y la situación de es-
trés hídrico en la cuenca en la cual se ubica el AMM sugieren la necesi-
dad de incentivar la redensificación y reducir el ritmo de demanda de 
agua y la expansión del sistema de abastecimiento de agua y captación 
de aguas residuales y pluviales. Una de las medidas que se pueden 

tomar para incentivar un crecimiento sustentable del AMM es incorporar un cargo 
por factibilidad de agua que incorpore los costos de ampliación de infraestructura, 
para recuperar y mantener un balance de las fuentes de agua con la demanda. 

Una primera aproximación a esos costos indica que esos cargos representarían una 
parte importante (aprox. 8 %) del precio actual de la vivienda. Su implementación 
implicaría un análisis detallado para que los cargos sean equitativos y eficaces y 
que lo recaudado se destine realmente a la recuperación y conservación de las 
fuentes de agua. Sobre la posibilidad de implementar estos cargos por factibilidad 
de agua en Nuevo León se pueden mencionar al menos dos aspectos necesarios. 
Primero, que, sería necesaria la modificación de la LAPS de Nuevo León para incluir 
el cargo por factibilidad para nuevos desarrollos y asegurar que esos ingresos se 
apliquen para los propósitos de fortalecimiento de fuentes y reúso. A pesar de que 
en la LAPS se establece que SADM es responsable de la conservación de fuentes 
de captación de agua y de las reservas hidrológicas del estado (LAPS Capítulo II, 
Artículo 6º, Párrafo VIII); no existe un concepto dentro de las cuotas y tarifas de los 
servicios del agua destinado a la conservación o mitigación del impacto sobre los 
recursos hídricos. El artículo 15 del capítulo VI de la LAPS establece que SADM 
“efectuará la operación, mantenimiento y administración de las fuentes de abasto 
de agua subterránea y superficial que se aprovechan para el suministro del área 
metropolitana de Monterrey”. Un cargo por factibilidad que incluya el impacto en las 
fuentes de agua requeriría especificar ese cargo adicional a la Cuota de Aportación 
y su aplicación para su conservación y mantenimiento. 

Segundo; la aplicación de un cargo por factibilidad de agua puede enfrentar en la 
práctica efectos económicos no planeados. Por ejemplo, un cargo por factibilidad 
que se aplique de manera no diferenciada para nuevas viviendas de una ciudad 
sería inequitativa y podría afectar a los hogares con menores recursos: quienes 
compran pequeñas viviendas en zonas suburbanas. Los cargos deberían definirse 
de manera proporcional al impacto de cada nuevo desarrollo y de acuerdo con la 
temporalidad de la inversión en nueva infraestructura o proyectos para el balance 
de los acuíferos (Cox y Followill, 2012). La diferenciación por tamaño de vivienda 
ayudaría a reducir el efecto negativo del cargo por factibilidad, pero otro criterio 
podría ser diferenciar ese cargo de acuerdo con el costo de la vivienda. Finalmente, 
es necesaria la coordinación de SADM con los municipios del AMM para que estos 
elaboren sus planes de desarrollo, usos de suelo y densidades de acuerdo con las 

E
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Figura 7.1. Crecimiento del AMM 2000-2016

Fuentes: Elaboración propia con información de Google: Terrametrics y Comisión Nacional de Áreas Naturales 
Protegidas, Dirección de Evaluación y Seguimiento, Subdirección Encargada de la Coordinación de Geomática.
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capacidades de suministro de agua. Combinando una regulación de usos del suelo 
y cargos por factibilidad puede incentivarse un menor crecimiento urbano disperso.
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onocedores de que la Prevención del Delito es el conjunto de políti-
cas públicas, programas y acciones que ayudan a reducir los fac-
tores de riesgo que incentivan la delincuencia y la generación de la 
violencia, así como combatir las diferentes causas que las generan, 
se establece que para el desarrollo de acciones enfocadasa la Pre-
vención del Delito es necesario el trabajo conjunto de las autoridades 

de los distintos órdenes de gobierno y de la academia, que contribuya al mejora-
miento de la calidad de vida de la sociedad.

Más aún, la necesidad de una Prevención Integral del Delito, no solo debe basarse 
en aplicar exhaustivamente acciones en materia de seguridad, pues la comisión 
de un delito es multifactorial, por lo que enfocarse en un solo rubro no asegura un 
trabajo eficaz y eficiente. Para que dicha prevención sea eficaz en la disminución 
de acciones que propicien conductas delictivas se requiere una aproximación sis-
témica al fenómeno, así como el análisis de diversos factores, tales como indivi-
duales, familiares, sociales, económicos, situacionales y comunitarios; y que estos 
converjan en acciones conjuntas que tengan un impacto directo o indirecto en la 
prevención del delito.

Sin embargo, la realidad nos muestra que todos los esfuerzos encaminados a la 
prevención se diluyen cuando los diferentes grupos que genuinamente trabajan por 
la prevención lo hacen de forma desarticulada, perdiendo de esta forma la capaci-
dad de hacer sinergias y evitar la duplicidad de programas.

Por otro lado, el sistema de medición lleva a que las diferentes instancias se enfo-
quen más en cumplir con los indicadores, muchos de ellos más orientados a revisar 
el gasto que en lo que precisamente se quiere observar: qué tan eficaces están 
siendo en la prevención del delito.

C
8.1. Introducción

* Los autores son profesores e investigadores de la Escuela de Gobierno y Transformación Pública del Tecnológico de Monterrey.
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ado lo anterior, para diseñar políticas públicas tendientes a una pre-
vención integral del delito que sean realmente eficaces en la dismi-
nución de acciones que propicien conductas delictivas, se requiere 
una aproximación sistémica al fenómeno que permita visualizar cómo 
el contexto de los individuos, el ámbito familiar, la comunidad, los as-
pectos sociales y culturales, así como la situación económica, juegan 

un papel determinante para crear situaciones de riesgo que podrían incentivar la 
delincuencia y situaciones de violencia.

Con base en lo anterior, este trabajo de investigación propone un Modelo de Gestión 
para Políticas Públicas en materia de Prevención Integral del Delito, el cual es una 
herramienta para la toma de decisiones que auxilia a la autoridad a proporcionar 
elementos de valor para brindar seguridad a su población.

El Modelo de Gestión se diseña bajo premisas del Pensamiento Sistémico así como 
otras herramientas metodológicas. Por otra parte, este Modelo subraya la impor-
tancia de que los municipios sean los pilares de la Prevención del Delito, pues 
gracias a la autonomía de sus gobiernos y a la cercanía con la sociedad pueden 
realizar acciones estratégicas para anticipar la comisión de conductas antisociales 
y conductas delictivas, y trabajar de forma más coordinada con otros órdenes de 
gobierno. Por tanto, mediante la implementación del Modelo de Gestión no solo 
se busca garantizar la seguridad ciudadana, sino además optimizar recursos y fo-
calizar esfuerzos en las áreas involucradas en materia de Prevención Integral del 
Delito.

D
8.2. Planteamiento del problema
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ara diseñar un Modelo de Gestión para realizar Políticas Públicas en 
materia de Prevención Integral del Delito se definieron los siguientes 
objetivos:

	 • Determinar los elementos estructurales de una política de Preven- 
ción Integral del Delito.

		  • Diagnosticar la colaboración entre las diferentes entidades que tra- 
		  bajan en temas de prevención del delito.
		  • Diseñar el modelo de gestión integral para la prevención del delito.
	 	 • Definir lineamientos de política pública en materia de prevención  
		  integral del delito.

En la revisión de los elementos estructurales para una política de prevención inte-
gral se abordan las distintas conceptualizaciones sobre la prevención del delito y los 
modelos criminológicos actuales, iniciando por la diferenciación entre conductas 
antisociales y delictivas para entender la importancia de una prevención integral y 
dinámica.

Posteriormente, con base en información obtenida por los actores y en contraste 
con lo señalado por los distintos modelos criminológicos, se obtiene el insumo 
necesario para la identificación de variables causales y construir así un mapa causal 
del delito para conocer cuáles son las condiciones que facilitan la delincuencia, 
pero de una forma integral, tomando en cuenta desde el ámbito personal hasta 
el de seguridad y justicia. Así, el mapa causal tiene como producto los ejes de la 
prevención del delito, que servirán posteriormente para entender este problema tan 
complejo y realizar un Modelo de Gestión estratégico y sistémico. La investigación 
engloba cuatro fases centrales, que son: elementos estructurales para una política 
de prevención integral del delito: conceptualización sistémica en torno a prevención 
integral del delito, análisis del panorama de la prevención del delito y la elaboración 
de recomendaciones para el diseño de políticas públicas en materia de Prevención 
del Delito.

En la primera fase se identifican elementos estructurales para una política de pre-
vención integral del delito; se abordan las distintas conceptualizaciones sobre la 
prevención del delito y los modelos criminológicos actuales, iniciando por la dife-
renciación entre conductas antisociales y delictivas para entender la importancia de 
una prevención integral y dinámica.

La segunda fase tiene por objetivo la conceptualización sistémica en torno a pre-
vención integral del delito, se divide en el análisis sistémico y la determinación de los 
ejes de la prevención del delito con base en las variables causales del fenómeno.

P
8.3. Objetivos
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La fase del análisis del panorama de la prevención del delito está compuesta por 
dos etapas: el análisis cuantitativo y cualitativo. En el análisis cuantitativo se estu-
dian las tendencias de los delitos y faltas administrativas para obtener los patrones 
de comportamiento de los delitos y realizar un perfil del delincuente. El análisis cuali-
tativo se conforma por tres tipos de estudios: de los programas de prevención del 
delito, análisis de actores y el nivel de vinculación interdependencias.

La última fase, la elaboración de recomendaciones para la toma de decisiones es-
tratégicas, propone el modelo sistémico de gestión, el cual engloba cuatro criterios: 
utilización de los ejes de la prevención del delito, diseño de programas con canales 
formales de comunicación, modelo de gestión con líderes y sublíderes y la apropia-
ción del modelo para su correcta y eficiente implementación.

Además, se incluye la formación de grupos de colaboración para atender la pre-
vención del delito con base en los ejes de la prevención, aunado a un sistema de 
indicadores para medir el impacto de las variables asociadas a la prevención inte-
gral del delito, donde estos indicadores funcionan como producto-proceso al ser 
sistémicos y dinámicos y tener, además, un responsable para cada indicador.
 
En las siguientes secciones se presentan de forma general los productos obtenidos 
con la metodología propuesta para el diseño del Modelo Sistémico de Gestión en 
materia de Prevención Integral del Delito.
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l reconocer que la comisión del delito es multifactorial condujo a un 
ejercicio que tiene por objeto identificar las variables relacionadas a la 
causalidad delictiva, teniendo como insumo la revisión bibliográfica y 
la información obtenida por los actores de las diferentes dependencias 
municipales relacionadas con la prevención del delito.

El producto de esta fase fue la elaboración de un mapa causal, el cual es una he-
rramienta que tiene por objeto visualizar un fenómeno como un sistema complejo 
en donde intervienen variables que se relacionan entre sí, pero que se puede sim-
plificar a nivel de ciertas variables causales, lo cual permite identificar cuáles de ellas 
son las más importantes a considerar en la toma de decisiones, en este caso, para 
definir una estrategia efectiva en materia de Prevención Integral del Delito.

Además, el mapa causal ayuda en la identificación de aquellas variables estratégi-
cas, las cuales se caracterizan por tener el poder de modificar el sistema, esto 
quiere decir, que si una de esas variables cambia, el sistema se verá afectado, por 
lo que tener el conocimiento de cuáles son, es muy importante, pues así se puede 
lograr la dinámica deseada del sistema.

Así, al ser el delito un fenómeno complejo, este se ve influenciado por múltiples 
variables de distintas dimensiones, entre las que destacan: educación, la situación 
de seguridad y riesgo, el factor individual, el entorno físico digno, la dinámica de 
grupos, el desarrollo económico individual y colectivo, la familia y la procuración e 
impartición de justicia. Estas dimensiones se encuentran relacionadas entre sí, y en 
su conjunto, forman un sistema, el cual debe de ser visto y tratado como un todo, 
ya que, la dinámica de este, al no ser tratada de manera integral, puede llegar a 
generar comportamientos no deseados, por ejemplo, la incidencia delictiva. El di-
seño metodológico puede observarse en la Figura 8.1.

8.4.1. Ejes de la Prevención Integral del Delito

El mapa causal es una herramienta flexible que permite contar varias historias en 
donde se involucren todas las dimensiones que integran la Prevención del Delito. 
Con base en lo anterior, se establecen siete ejes de la Prevención Integral del Delito, 
los cuales corresponden a cada uno de las dimensiones ya mencionadas. Estos 
ejes son los siguientes: educativo, económico, familiar, del individuo, dinámica de 
grupos, de entorno digno y de situación de seguridad y riesgo, los cuales son defi-
nidos a continuación.

E
8.4. Contexto



Figura 8.1: Estructura Metodológica para un Modelo Sistémico para la Gestión de la  
Prevención Integral del Delito

Fuente: Elaboración propia
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• 8.4.1.1 Eje educativo
Este eje está centrado en lograr la retención de los alumnos para lo cual se necesita 
un ambiente escolar propicio, sin embargo, existe una variable opuesta a la reten-
ción escolar que es la deserción escolar. Este fenómeno es ocasionado principal-
mente por la falta de recursos económicos, la maternidad adolescente y el nivel 
máximo de escolaridad de los padres.

El mapa causal también describe situaciones positivas. Si se tiene un mayor nivel 
de escolaridad de los padres estos incentivarán a sus hijos a que continúen con 
los estudios y no deserten. Además, programas de salud reproductiva y concienti-
zación de adolescentes ayudará a disminuir la deserción escolar.

• 8.4.1.2 Eje económico
El eje económico se centra en mejorar la situación económica de las familias desfa-
vorecidas del municipio, pero no habla exclusivamente de ellos, también resalta la 
importancia de generar oportunidades laborales dignas dentro del municipio para 
fomentar dinámicas positivas dentro de esta dimensión.
Así, el municipio requiere generar empleos para toda la población económicamente 
activa y para aquellos inmigrantes que se mudaron al municipio buscando un mejor 
empleo.



Figura 8.2. Mapa causal: Eje educativo

Fuente: Elaboración propia.
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Esta situación obliga a las autoridades correspondientes a atender la situación in-
crementando la atractividad para abrir negocios a través de incentivos. Sin em-
bargo, si estos empleos que se generan no están pensados para las personas 
que más lo necesitan, es decir, estas personas no cumplen con las habilidades y 
capacidades que el empleo exige y, más aún, si los empleos no son lo suficiente-
mente bien remunerados que permitan solventar los gastos de su familia, vivirán 
una situación estresante en casa.

Para resolver la situación actual, el padre o madre de familia buscará un empleo 
mejor remunerado trasladándose a otra ciudad ocasionando que su familia e hijos 
pasen más tiempo sin la presencia de su padre o madre. Situaciones de estrés por 
falta de recursos económicos en la familia podría generar dinámicas perversas en 
ella.



Figura 8.3. Mapa causal: Eje económico

Fuente: Elaboración propia.
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• 8.4.1.3 Eje familiar
La finalidad de este eje es denotar que la estabilidad familiar es el eje medular del 
crecimiento sano de un individuo. Además, la violencia familiar juega un rol muy 
importante ya que desestabiliza de manera importante la armonía que puede existir 
en la familia.

Por lo tanto, a partir de reglas y disciplina establecidas y ejemplificadas por los pa-
dres es que habrá una estabilidad familiar, lo que llevará a los hijos a no desarrollar 
carencias afectivas y por ende trastornos conductuales. Si los padres no generan 
esa estabilidad que se necesita en una familia, los hijos podrán desarrollar una 
mayor disposición a tener conductas antisociales. El estrés puede ocasionar que se 
generen dinámicas de violencia familiar. Esta situación de violencia familiar generará 
que los padres se desatiendan de sus hijos y que los descuiden, disminuyendo las 
reglas y disciplina que hay en casa, ocasionando una desestabilidad dentro de la 
familia.

Mucho de lo que se analiza en este eje está relacionado con los padres de familia. 
Los expertos señalan que las estrategias propuestas en el eje familiar deben estar 
dirigidas hacia los padres ya que estos pueden “ayudar a romper la transmisión 
intergeneracional de problemas relacionados con la pobreza, el bajo nivel educa-
tivo, la deserción escolar, la violencia e inestabilidad familiar, a través de facilitar la 
adquisición de conocimientos, actitudes, habilidades y conductas saludables que 
han mostrado ser determinantes del bienestar infantil y predictores de bienestar a 
largo plazo”.



Figura 8.4. Mapa causal: Eje familiar

Fuente: Elaboración propia.
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• 8.4.1.4 Eje del individuo
El eje del individuo se centra en identificar los factores propios del individuo que 
ocasionan que este se vincule en conductas antisociales. El individuo que no tuvo 
estabilidad familiar dentro de su hogar crecerá con carencias afectivas es más vul-
nerable a desarrollar trastornos de conducta. Esa carencia afectiva puede generar 
una falta de sentido de pertenencia y, aunado a los trastornos conductuales que ha 
generado, el individuo tendrá una mayor predisposición a vincularse en conductas 
antisociales. Esta situación puede agravarse cuando el individuo tiene trastornos 
de personalidad.

• 8.4.1.5 Eje dinámica de grupos
El foco central de este eje es la vulnerabilidad de los jóvenes para vincularse en con-
ductas antisociales, ocasionada, en gran medida, por la inactividad u ocio que este 
joven presenta. Así, cuando existe deserción escolar o escasas competencias para 
insertarse en el mercado laboral y no hay incentivos para realizar actividades cul-
turales o deportivas, el joven, debido a su inactividad es proclive a integrarse a una 
pandilla, donde probablemente consumirá alcohol y drogas. Los jóvenes drogados 
y con la necesidad de conseguir más dinero para poder financiar sus adicciones, 
pueden comenzar a delinquir.

• 8.4.1.6 Eje entorno digno
Este eje está centrado en desarrollar un entorno digno para que los individuos que 
habitan en él se sientan identificados y se genere cohesión social.



Figura 8.5. Mapa causal: Eje del individuo

Fuente: Elaboración propia.
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La cohesión social se fomenta a través de las juntas vecinales (mecanismo utilizado 
por el gobierno). A su vez, la cohesión social se genera cuando existe un entorno 
físico digno en donde el individuo se siente parte de él. Este entorno digno cuenta 
con espacios públicos adecuados para la recreación y el entretenimiento, además, 
el gobierno ofrece todos los servicios públicos y estos funcionan al cien por ciento 
de manera regular. De esta manera, al existir un entorno físico digno y cohesión fa-
miliar, los ciudadanos serán co-responsables, generando aún más cohesión social 
si el entorno físico se mantiene en niveles ideales.

• 8.4.2.7 Eje de situación de seguridad y riesgo
El enfoque de este eje es el rol que juega la seguridad municipal para detener si-
tuaciones que pueden incitar a los jóvenes o adolescentes a mostrar conductas 
antisociales. Las situaciones que sobresalen en este eje son: la venta de alcohol a 
menores de manera ilegal y el narcomenudeo. Estas dos situaciones incentivan a 
los jóvenes a cometer alguna falta administrativa o infracción.

Por lo tanto, la falta de vigilancia de proximidad en zonas en donde se ha detectado 
que hay venta de droga, venta de alcohol a menores, menores drogados o al-
coholizados ocasiona que estos jóvenes o adolescentes sigan haciéndolo y, por 
ende, puedan incurrir en una infracción o delito. Sin embargo, si la vigilancia se lleva 
a cabo de manera efectiva, existe una reacción oportuna de las llamadas de auxilio 
y los sistemas de seguridad son eficaces, será más difícil para los delincuentes o 



Figura 8.6. Mapa causal: Eje de la dinámica de grupos

Fuente: Elaboración propia.
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infractores caer en una falta pública.

8.4.2. Eje de Procuración e Impartición de Justicia.

Este es el eje que compete mayormente al Estado ya que denota el trabajo del 
aparato de procuración de justicia, y el mensaje que se envía a la sociedad cuando 
el actuar de este grupo de trabajo se traduce en acciones efectivas que impactan 
de manera significativa en la impunidad.
El centro de este eje es la facilidad para delinquir y, para que los delincuentes se 
sientan confiados debe existir impunidad por parte del gobierno e inefectividad por 
parte de las instituciones encargadas de brindar seguridad a los ciudadanos.

Así, cuando un sujeto queda impune a un delito cometido, su temor al castigo 
disminuye, creyendo que si delinque nuevamente, no habrá represalia en su con-
tra. Este aprendizaje habilita al individuo a cometer otra vez un delito, el afectado 
denunciará y, si vuelve a existir impunidad, el delincuente tendrá incentivos para 
seguirlo haciendo. Que este ciclo negativo se detenga dependerá en gran medida 
de la efectividad de las dependencias involucradas en el proceso, pero, sobre todo 
dependerá de la impunidad que aplica la autoridad.

Las dinámicas previamente mencionadas están completamente articuladas en un 



Figura 8.7. Mapa causal: Eje del entorno digno

Fuente: Elaboración propia.
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mapa causal general, que ayuda a la visualización del impacto que tiene cada di-
mensión, y en última instancia a reflexionar que el problema de la prevención no se 
resuelve con acciones puntuales generalistas, sino con la comprensión sistémica 
del fenómeno que se va a traducir en acciones y proyectos adecuados a los entor-
nos y sus problemas. El mapa causal integrado se presenta en el Anexo 1.

8.4.3 Análisis del Panorama de la Prevención

El análisis de la situación en materia de Prevención del Delito tiene como propósito 
determinar las tendencias de comportamiento y perfiles de delincuentes (análisis 
cuantitativo), así como establecer el tipo de prevención realizado, el nivel de vincu-
lación existente entre los actores gubernamentales y los factores que dificultan o 
inhiben la vinculación (análisis cualitativo).

Los resultados obtenidos del análisis sirven de insumo para realizar las recomen-
daciones para la toma de decisiones de políticas públicas en materia de Preven-
ción Integral del Delito; recomendaciones que conforman el Modelo Sistémico de 
Gestión. Así, a continuación se explican los productos obtenidos con los análisis.



Figura 8.8. Mapa causal: Eje de situación de seguridad y riesgo

Fuente: Elaboración propia.
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 • 8.4.3.1 Análisis Cuantitativo
Partiendo de que el tema bajo estudio es la prevención del delito y que el marco de 
referencia para abordar la complejidad del fenómeno es el pensamiento sistémico, 
el análisis cuantitativo para esta investigación está compuesto por dos análisis es-
pecíficos, cada uno con una función particular: un análisis tendencial de los delitos 
o faltas administrativas y un análisis estadístico de los campos con los que cuentan 
las bases de datos del municipio. Estos análisis, utilizados conjuntamente, son una 
herramienta muy eficaz para diagnosticar la situación bajo estudio.

• 8.4.3.2 Análisis Tendencial
“El término análisis de tendencias se refiere al concepto de recoger la información 
y de evidenciar un patrón, dinámica o comportamiento a partir del procesamiento 
de esa información”2. Este tipo de análisis permite identificar la situación actual de 
seguridad del municipio gracias a la visualización de la evolución de los delitos. Los 
objetivos del análisis tendencial son los siguientes:
Identificar la tendencia general del delito o falta administrativa con el objeto de pre-
sentar el comportamiento que ha tenido la conducta a través del tiempo.
Identificar el cambio de dirección de la tendencia del delito o falta administrativa 
(de tendencia creciente a decreciente o viceversa) con el objeto de determinar no 
solamente las conductas, sino los periodos de tiempo en que se puede observar 
el cambio. Este objetivo agrega valor a la investigación pues con la información 
obtenida ayuda a identificar las causas que ocasionaron que la tendencia del delito 



Figura 8.9. Mapa causal: Eje de Procuración e Impartición de Justicia

Fuente: Elaboración propia.
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cambiara drásticamente de dirección.

Este tipo de análisis permite a los tomadores de decisiones reflexionar sobre las 
acciones que se han llevado a cabo, permite además evaluar la efectividad de las 
estrategias y programas que se han implementado.

Identificar patrones de tendencia entre delitos y/o faltas administrativas: Este obje-
tivo busca establecer patrones de comportamiento entre delitos y/o faltas adminis-
trativas. La finalidad de este análisis es evidenciar lo siguiente:

¿Qué delitos presentan patrones similares de comportamiento? ¿Qué característi-
cas tienen en común estos delitos? (naturaleza del delito, perfil del delincuente, co-
lonia en donde se cometió, etc.) ¿Qué decisiones se tomaron, que hayan afectado 
a los 2 delitos y a la falta administrativa, a comportarse de manera similar? ¿Qué 
cambios se dieron en el contexto económico, social o político que generaron que 
los patrones de estas 3 gráficas se comportaran de esta manera?
Con esta información, los tomadores de decisiones pueden reflexionar e identificar 
el porqué de este comportamiento y por ende podrán focalizar sus acciones a re-
solver el problema o que sean de impacto en la población objetivo.
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8.4.4 Análisis Estadístico

Después de conocer la tendencia del delito es importante conocer los detalles del 
mismo, por lo que el análisis estadístico busca determinar el perfil del delincuente e 
identificar la ubicación en donde se cometió el delito.
El objetivo de conocer el perfil del delincuente y el lugar del hecho delictivo es el de 
diseñar estrategias efectivas para prevenir el delito, disminuir la incidencia delictiva 
del municipio y focalizar esfuerzos.

Estos análisis permiten a las autoridades correspondientes optimizar y enfocar los 
recursos financieros, tecnológicos, humanos y materiales. Además, permiten dise-
ñar programas y estrategias o proponer políticas públicas a la medida del problema 
con el fin de llevar a cabo una prevención integral del delito.

8.4.5. Análisis Cualitativo

Este análisis se lleva a cabo en dos etapas. Primero se realizan entrevistas a profun-
didad con los actores de las áreas clave consideradas estratégicas para identificar 
cómo se está llevando a cabo la prevención del delito. Como segunda etapa, un 
grupo de enfoque con los actores entrevistados, utilizando el software Think Tank. 
Este grupo de enfoque tiene como objetivo principal lograr un consenso en las rela-
ciones establecidas en el mapa causal de los factores que influyen en la prevención 
del delito y conocer las acciones colaborativas entre los actores involucrados en la 
misma.

Las entrevistas se plantean con base en los siguientes criterios: los objetivos y 
funciones de las direcciones y coordinaciones entrevistadas, los programas que 
realizan de acuerdo con sus competencias y atribuciones, que tengan un impacto 
directo o indirecto en la prevención del delito, la vinculación que existe entre los 
departamentos en materia de prevención del delito y la continuidad de programas 
en materia de prevención del delito.

Es importante que los actores entrevistados pertenezcan a las áreas de: preven-
ción del delito, desarrollo social, desarrollo económico, educación, salud pública, 
seguridad, desarrollo de la familia, participación ciudadana, desarrollo urbano, por 
mencionar algunas.

8.4.6.	 Tipos de prevención

Para lograr hacer una clasificación del tipo de prevención a la que mayormente 
atiende, se recomienda tomar en cuenta los tipos de prevención mencionados en 
la Ley General para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, la cual en 
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su art. 6 señala que la prevención incluye los siguientes ámbitos: Prevención social, 
comunitaria, situacional y psicosocial.
 
Donde la prevención en el ámbito social3, se define como aquellos “programas 
integrales de desarrollo social, cultural y económico que no produzcan estigma-
tización, incluidos los de salud, educación, vivienda, empleo, deporte y desarrollo 
urbano; la promoción de actividades que eliminen la marginación y la exclusión”. 
Además considera aquellos programas que promuevan la cultura de la legalidad y 
tolerancia, que modifiquen las condiciones sociales y generen oportunidades de 
desarrollo para grupos sociales y comunidades en condiciones de vulnerabilidad.

Por su parte, el ámbito comunitario4 tiene como objetivo atender los factores que 
generan delincuencia y violencia mediante la participación ciudadana y comuni-
taria, con la finalidad de fomentar la cultura de prevención, denuncia ciudadana y 
los mecanismos alternativos de solución de controversias. Asimismo, considera el 
mejoramiento del acceso de la comunidad a los servicios básicos y el fomento de 
las actividades de las organizaciones de la sociedad civil.

El ámbito situacional5 consiste en “modificar el entorno para propiciar la conviven-
cia y la cohesión social, así como disminuir los factores de riesgo que facilitan fenó-
menos de violencia y de incidencia delictiva”, lo anterior a través de acciones que 
ayuden a mejorar el desarrollo urbano y aumenten la vigilancia, mediante el uso de 
la tecnología.

Finalmente, la prevención del delito en el ámbito psicosocial6 tiene como finalidad 
influir en “las motivaciones individuales hacia la violencia o las condiciones criminó-
genas con referencia a los individuos, la familia, la escuela y la comunidad”. De esta 
forma la prevención psicosocial puede actuar a través de programas formativos y 
de prevención, dirigidos tanto a la población en situación de riesgo como en las 
escuelas.

Una vez definidos los tipos de prevención del delito, se analizan los programas y 
proyectos que realiza el municipio objeto de estudio de la siguiente forma: Se recaba 
la información sobre los programas que realiza cada dependencia, se considera la 
población objetivo y con base en el propósito del proyecto y las estrategias a seguir 
se clasifica en alguna de las cuatro categorías de tipos de prevención establecidas 
anteriormente. Sin embargo, es importante dilucidar que debido a la naturaleza 
multifactorial del delito, los programas enfocados a prevenirlo suelen abarcar más 
de una categoría; así, un programa puede tener carácter social, social-comunitario, 
situacional-social-comunitario, por mencionar algunos ejemplos.
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8.4.7. Nivel de Vinculación

Con el objeto de optimizar recursos y focalizar esfuerzos se realiza un estudio para 
determinar el nivel de vinculación entre las dependencias relacionadas con la pre-
vención del delito, el cual se hace por medio de un análisis de actores. Para esto, 
es importante primeramente definir que la vinculación es el proceso de relación 
que implica cooperación, comunicación, interacción y coordinación entre las de-
pendencias relacionadas con la prevención del delito con el objetivo de fortalecer 
las competencias laborales y así evitar la duplicidad de esfuerzos, transparentar y 
hacer más eficiente el uso y destino de recursos. Se lleva a cabo a través de siner-
gia y alianzas en proyectos, programas o convenios para potencializar resultados 
en términos de población objetivo así como de regiones prioritarias para obtener el 
mejor beneficio posible.

Así, para determinar el nivel de vinculación entre las dependencias involucradas 
en la Prevención del Delito, se realiza un grupo de enfoque, en el cual se aplica un 
cuestionario que ayude a proveer la siguiente información:

¿Qué grado de vinculación existe entre cada una de las dependencias?

El nivel de vinculación se analiza en tres ámbitos: Proyectos conjuntos, intercambio 
de información o vinculación nula; para esto, se utiliza la metodología de la Figura 
10, donde para representar los niveles de relación, se utiliza una flecha “color azul 
obscuro” cuando las dependencias tienen algún proyecto conjunto, o bien una 
flecha tenue “color azul claro” cuando únicamente intercambian información, o en 
su caso una flecha punteada “color naranja” cuando las dependencias no tengan 
ninguna vinculación.

Donde A cuenta con proyectos conjuntos con I y E. Solamente comparte infor-
mación con B, C, F, G, J y K y no tiene ningún tipo de vinculación con D, H y L.

Después de realizar el análisis de vinculación de cada una de las dependencias pro-
puestas para trabajar en la agenda de Prevención Integral del Delito, se contrasta 
si el nivel de vinculación es compartido o si se trata de una percepción unilateral.

8.4.6. Factores que dificultan o inhiben la vinculación

Para la identificación de los factores inhibidores de vinculación, se analiza la infor-
mación proporcionada por los actores involucrados en las entrevistas y en el grupo 
de enfoque. Esta información se agrupa en temas centrales para describir por qué 
las dependencias se pueden ver imposibilitadas para trabajar en conjunto.
Con base en la experiencia y la literatura, existen siete factores que inhiben la vin-
culación entre las dependencias involucradas en materia de Prevención del Delito: 



Figura 8.10. Nivel de Vinculación

Fuente: Elaboración propia.
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Recursos, organización de juntas, claridad en las funciones, duplicidad de progra-
mas, flexibilidad del personal, indicadores y reuniones de trabajo.
En relación a la visión de tener una vinculación que contempla coordinación, coo-
peración, comunicación e interacción, estos siete factores influyen en que el pro-
ceso sea dinámico y efectivo.

Por recursos, deben entenderse todos aquellos medios para que una persona con-
siga un fin determinado o pueda satisfacer una necesidad. Estos recursos pueden 
ser humanos, materiales, técnicos o financieros.

Asimismo, la información es una herramienta que permite organizar, integrar y coor-
dinar los procesos de las dependencias involucradas en la Prevención del Delito. 
En este mismo sentido, comunicación es una herramienta de gestión dinámica que 
permite informar de manera estratégica mediante un canal formal o informal.
La duplicidad de programas se define como la repetición de dos o más programas 
que tienen la misma finalidad y/o la misma población objetivo y que son realizados 
por dos o más dependencias diferentes, dificultando así la optimización de recursos 
y la focalización de esfuerzos.
 
La flexibilidad del personal se refiere a la disposición que tienen los integrantes de 
las dependencias para aceptar nuevas formas de trabajo, críticas constructivas y 
expandir la zona de confort laboral para relacionarse con personas diferentes. El 
compromiso del personal puede definirse como la implicación intelectual y emo-
cional que tienen los integrantes de las dependencias con el municipio.
La falta de claridad reside en la dificultad para percibir, expresar o comprender 



Figura 8.11. Los siete factores que inhiben la vinculación entre dependencias

Fuente: Elaboración propia.
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cuáles son las facultades de cada uno de los puestos que integran las dependen-
cias municipales.

Los indicadores son instrumentos que sirven para medir el logro de los objetivos 
de los programas y un referente para el seguimiento de los avances y para la eva-
luación de los resultados alcanzados (Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 
2011). En este sentido, la vinculación también puede dificultarse por la falta de 
mecanismos de evaluación y seguimiento de los programas y proyectos.

Las reuniones de trabajo son grupos de personas convocadas para trabajar de 
manera conjunta, durante un tiempo definido y con un objetivo en específico. Es im-
portante establecer que una junta o reunión de trabajo debe de tener seguimiento 
sobre los puntos acordados y debe contar con un esquema o agenda a seguir en 
cada reunión para hacerlas efectivas.

En relación a la visión de tener una vinculación que contempla coordinación, coo-
peración, comunicación e interacción, estos siete factores influyen en que el pro-
ceso sea dinámico y efectivo.
Por último, y con base el análisis cuantitativo y cualitativo descrito, pueden esta-
blecerse las recomendaciones estratégicas para que la Prevención del Delito sea 
integral, donde el papel del municipio objeto de estudio sea.



129

as acciones de política pública en prevención del delito deberán estar 
alineadas en cuatro rubros: Ejes de la prevención, diseño de progra-
mas, gestión e implementación.

• Ejes de la prevención. Es importante utilizar para el diseño de pro-
gramas, actividades y/o proyectos los 7 ejes de la Prevención Integral 

del delito debido a que este fenómeno abarca causas de distintas dimensiones, las 
cuales deben de tomarse en cuenta para obtener una prevención holística y dinámi-
ca con dimensiones causales. Estos ejes son los siguientes: Familiar, económico, 
de seguridad, dinámica de grupos, educación, entorno digno e individual.

• Diseño de programas. Al momento de diseñar programas o proyectos de Pre-
vención Integral del Delito, se tienen que establecer canales formales de comuni-
cación, donde las dependencias deben estar vinculadas y tener de su conocimien-
to la existencia de esta vinculación, con el objeto de focalizar esfuerzos y optimizar 
recursos. Es importante dilucidar que la información de los proyectos proporcio-
nada en la vinculación puede ser también de carácter confidencial, sin embargo 
los actores gubernamentales tienen que saber quién compone el equipo de trabajo 
y quiénes conforman la agenda de prevención. Además, es importante clarificar 
las atribuciones y facultades de cada una de las dependencias, esto para que los 
actores gubernamentales se enfoquen en cumplir lo que de acuerdo con Ley es 
su competencia para enfocarse en proporcionar las herramientas necesarias para 
cumplir los objetivos de su dependencia y así interactuar de forma dinámica con las 
demás, todo de forma estratégica. Es por esto, que de igual manera, se recomien-
da verificar la no duplicidad de programas y proyectos de Prevención Integral del 
Delito antes de proponer ante la mesa de trabajo un proyecto nuevo que integre la 
agenda de Prevención, con la finalidad de focalizar esfuerzos.

• Gestión. Recomendar un modelo de gestión para la agenda de Prevención Inte-
gral del Delito, para lo cual se propone elegir un líder general y N sublíderes, uno por 
cada uno de los ejes ya mencionados. Estos deberán contar con características es-
pecíficas donde se incluye liderazgo y compromiso laboral. Además, proporcionar 
un sistema de indicadores producto proceso, incluyendo la dependencia respon-
sable de cada indicador.

• Implementación. Para implementar cualquier política pública lo primero que se 
necesita es tener una apropiación por parte de los actores. En este sentido, es 
importante crear un modelo de incentivos y sanciones para el cumplimiento de indi-
cadores. Este incentivo no tiene que ser específicamente monetario, pero si puede 
ser un reconocimiento público ante la labor tan ardua que realizan los departamen-
tos. Además, es importante dar seguimiento a las reuniones de trabajo para así 
concretar la agenda de Prevención Integral del Delito, teniendo juntas organizadas, 

L
8.5. Análisis de opciones
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con objetivos específicos y un tiempo determinado para cada punto a tratar. Es así 
como los integrantes de las dependencias pueden optimizar su tiempo y llegar a 
acuerdos que permitan trabajar de forma vinculada.

Es importante establecer que estas recomendaciones se caracterizan por ser es-
tratégicas y dinámicas, realizadas bajo un modelo de causalidad, por lo que con-
tienen los factores adecuados para un modelo de Prevención Integral del Delito.

Identificar los Grupos de colaboración Estado-Municipio para la prevención 
del delito

Se define a los grupos de colaboración como las áreas del gobierno que forman 
parte del proyecto de Prevención Integral del Delito, donde existe una relación de 
cooperación, comunicación, interacción y coordinación entre las áreas involucra-
das. La vinculación entre estos grupos se lleva a cabo a través de sinergia y alianzas 
en proyectos, programas o convenios para potencializar resultados en términos de 
población objetivo así como de regiones prioritarias para obtener el mejor beneficio 
posible. Se recomienda que cada grupo tenga un líder y se utilicen indicadores para 
evaluar cada una de sus iniciativas. 

De acuerdo con la agrupación por ejes de la prevención del delito, se proponen 
grupos de colaboración conformados de acuerdo con las facultades de cada una 
de las dependencias y de las variables del mapa causal sobre las cuales es posible 
incidir.

Los grupos de colaboración se componen con las dependencias que conforman la 
agenda municipal y estatal de la prevención del delito. Así, para su clasificación, se 
plantean los propósitos de cada grupo:

	 1. Familiar: Generar las condiciones familiares para que el niño crezca y se  
	 desarrolle con herramientas y valores que favorezcan su carácter y tempera- 
	 mento para convertirse en un buen ciudadano.

	 2. Económico: Coadyuvar al desarrollo de actividades económicas que in- 
	 cidan en el mejoramiento de los niveles de vida de la población del municipio  
	 que incidan en la generación de dinámicas positivas dentro de las familias.

	 3. Educación: Proporcionar las herramientas necesarias a los niños y jóvenes  
	 para el desarrollo de sus talentos y capacidades de forma individual y grupal  
	 con el objeto de formar personas independientes y con la capacidad ne- 
	 cesaria para la resolución de problemas, implementando una serie de va 
	 lores para el desarrollo de la persona como parte de una sociedad.



Fuente: Elaboración propia.

Figura 8.12. Ejemplo de Grupos de Colaboración: Dependencias involucradas en dos ejes 
diferentes de la Prevención del Delito
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• Dirección de jueces calificadores. 
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• Coordinación de Prevención social del delito. 
• Instituto Municipal de la Juventud.
• Secretaría de Desarrollo Social y Humano. 
• Coordinación de Educación Municipal.

• Coordinación de Desarrollo Económico. 
• Secretaría de Desarrollo Social y Humano. 
• Instituto Municipal de la Juventud.
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• Secretaría de Participación Ciudadana.

Económico
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	 4. Entorno Digno: Asegurar a través de acciones de desarrollo urbano o de  
	 análisis de información que las condiciones físicas dónde se desarrolla el in-
	 dividuo que reside en el municipio, sean adecuadas y propicias para tener  
	 un buen nivel de calidad de vida.

	 5. Individual: Permitir el sano desarrollo de la persona en el ámbito psicoso- 
	 cial, proporcionando identidad, sentido de pertenencia, estabilidad interior y  
	 características anímicas necesarias para un buen desenvolvimiento familiar  
	 y social.

	 6. Dinámica de grupos: Suministrar a los individuos la resiliencia necesaria  
	 para disminuir su vulnerabilidad de vincularse en conductas antisociales con  
	 el objeto de relacionarse con actitudes colectivas positivas que no causen  
	 un daño personal o social.

	 7. Seguridad: Incrementar la eficiencia y efectividad de la seguridad munici- 
	 pal que permita disminuir la facilidad de delinquir.

La tabla 1 muestra un ejemplo de grupos de colaboración en donde se observan 
las instancias municipales con las cuales las dependencias estatales tendrían que 
trabajar de manera coordinada.



Fuente: Elaboración propia.
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Figura 8.13. Ejemplo de Sistema de Indicadores por programa: Dependencias involucradas 
en dos ejes diferentes de la Prevención del Delito

Diseñar un Sistema de Indicadores Producto-Proceso

Conformar un sistema de indicadores permitirá medir el impacto de las variables 
asociadas con la Prevención Integral del Delito. Estos indicadores deben diseñarse 
para cada uno de los grupos de colaboración de acuerdo con las atribuciones de 
cada dependencia perteneciente al grupo y a la misma información que le sea posi-
ble proporcionar.

Los indicadores se presentan no solo por grupo, sino también por cada depen-
dencia o área que será responsable de monitorear y construir dichos indicadores. 
Es importante establecer que una sola dependencia puede ser responsable de dar 
seguimiento al comportamiento de varios indicadores, y que un mismo grupo pue-
de tener varios programas a ejecutar, donde un indicador puede medir el impacto 
de uno, dos o más programas de un solo eje de la prevención.
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El ejemplo anterior sirve para ilustrar cómo una sola dependencia puede ser res-
ponsable de dar seguimiento al comportamiento de varios indicadores, y que un 
mismo eje puede tener varios programas a ejecutar, donde un indicador puede 
medir el impacto de uno, dos o más programas de un solo eje de la Prevención. 
De esta forma se evita la duplicidad de programas al propiciar sinergias entre de-
pendencias.

Así, los recursos serán utilizados de forma efectiva y eficiente, y la evaluación iría 
más allá de la forma tradicional donde solo se observa en qué se realizó el gasto, 
evaluando la efectividad de las acciones de prevención solamente por –el número 
de balones de futbol entregados- a las colonias o barrios. Con un sistema como 
el presentado se podrá revisar el impacto de estas acciones en las tendencias de 
delitos e incidencias de zonas específicas donde se está interviniendo. De esta 
forma se atiende la prevención no con políticas públicas generalistas, sino enfoca-
das claramente a las necesidades de los sectores atendidos.



134

eniendo como base teórica los elementos estructurales para una pre-
vención del delito es posible realizar una conceptualización de las impli-
caciones de que esta sea integral.
 
Por otra parte, las entrevistas a los actores que conforman la agenda 
municipal de prevención del delito permiten mapear la visión que cada 

actor tiene no solo sobre su dependencia, sino sobre las demás; además, para 
establecer cómo se concibe la prevención en el municipio objeto de estudio y la 
existencia o no de vinculación entre dependencias. Además, realizar un grupo de 
enfoque con los actores gubernamentales previamente identificados ayuda a com-
plementar y contrastar las respuestas de las entrevistas, evitando sesgos.

Lo anterior permite realizar el modelo causal, el cual analiza las posibles vías de 
influencia directa e indirecta entre las variables con el propósito de identificar los 
factores causales que definen más adecuadamente la dinámica de relación para 
lo cual se identifican los ejes en el modelo causal relacionados con la Prevención 
Integral del Delito. Los ejes recomendados a utilizar, pero que pueden ser modifi-
cados, según su aplicación, son los siguientes: Familiar, Económico, de Seguridad, 
Dinámica de Grupos, Educación, Entorno Digno e Individual.

Una vez identificados los ejes, es factible analizar la vinculación existente entre las 
dependencias, el tipo de prevención del delito realizado y el análisis de las tenden-
cias de conductas antisociales y delictivas e indicadores clave.

En el nivel de vinculación se deberá evaluar la cooperación, coordinación, comuni-
cación –formal e informal- y la interacción existente entre los actores. Además, se 
analizan los factores que inhiben o dificultan dicha vinculación, los cuales deben ser 
agrupados en temas relevantes. Se recomienda utilizar y adecuar los siguientes: 
recursos; duplicidad de programas; organización de juntas o reuniones; flexibilidad 
y compromiso del personal; claridad en las funciones y atribuciones; información 
y comunicación; e indicadores. Para analizar el tipo de prevención que realiza el 
municipio objeto de estudio se analizan los programas que llevan a cabo, toman-
do en cuenta la descripción, la finalidad y la población objetivo del mismo. Estos 
programas se contrastan con los tipos de prevención, los cuales son: Prevención 
social, comunitaria, psicosocial y situacional. En el caso del análisis cuantitativo, se 
analizan las tendencias de las conductas antisociales, infracciones, faltas adminis-
trativas y delitos cometidos en el municipio objeto de estudio.

Los grupos de colaboración se nombran de acuerdo con los ejes del modelo causal 
y están integrados por las dependencias municipales y estatales involucradas en la 
Prevención Integral del Delito. Es importante establecer que estos grupos deberán 
presentarse en el grupo de enfoque ante los actores gubernamentales para la vali-

T
8.6. Recomendaciones
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dación del modelo.

Empero, a partir de los grupos de trabajo o de colaboración, se establecen los 
indicadores para cada uno de ellos y además se determinan las dependencias res-
ponsables de proporcionar la información necesaria para cumplir cada indicador. 
Se propone además, recomendar un líder del modelo de gestión y un líder para 
cada uno de los ejes.

Además de lo anterior, se recomienda instaurar canales formales de comunicación, 
alinear los proyectos a los requerimientos de los recursos federales para su apli-
cación, apropiarse del modelo de gestión y dar seguimiento a las reuniones de tra-
bajo. Por último, se recomienda elaborar un sistema de indicadores producto-pro-
ceso, donde estas medidas de evaluación tienen que ser dinámicas y sistémicas.
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9. Tratado de  
justicia restaurativa: 
un enfoque integrador

Dr. Gabriel Gorjón Gómez*

Tema central
3. Combatir el delito común, de alto impacto y del crimen organizado.

Área de oportunidad prioritaria
SJ.40. Promover la prevención de delitos de alta frecuencia y de alto impacto.

Línea temática
SJ.40.2. Modelo integral de seguridad de la zona metropolitana.
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ara asegurar la alineación entre cada documento de política y el Plan 
Estratégico, se establece el área de oportunidad señalada como SJ 
40, Relativa a Seguridad y Justicia del Plan Estratégico 2030, en el que 
se busca resolver la aplicación adecuada de la justicia restaurativa en 
Nuestro Estado.

El actual sistema de administración y procuración de justicia ha contemplado en 
las regulaciones tanto nacional como local, la justicia restaurativa, pero únicamente 
se ha concretado a ser descriptivo y no operacional, como muestra de ello, se ha 
creado en el Estado de Nuevo León, el Instituto de Mecanismos Alternativos para 
la Solución de Controversias del Poder Judicial del Estado, que es un órgano del 
Consejo de la Judicatura, que regula y presta los servicios del Poder Judicial del 
Estado, en materia de Mecanismos Alternativos para la solución de controversias, 
y que ha instrumentado una funcionamiento de servicio para los mecanismos de 
mediación y conciliación, pero hay una aridez total respecto al ejercicio de la justicia 
restaurativa.

P
9.1. Introducción

* Gabriel Gorjón Gómez es profesor e investigador de la Facultad de Derecho y Criminología de la Universidad Autónoma de Nuevo León y 
miembro del Sistema Nacional de Investigadores Nivel I.
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Ante la falta de una institución pública con autonomía propia para el ejer-
cicio de la justicia restaurativa, es aplicable crear un Instituto de Justica 
Restaurativa para que sea este la entidad que venga a amalgamar la 
administración de los complejos procesos de justicia restaurativa, cómo 
atención y prevención de delitos? 

¿
9.2. Planteamiento del problema



140

l problema a resolver: Ejecutar la justicia restaurativa en nuestro Es-
tado, de manera eficaz y plena, mediante una metodología ad hoc a 
través de un eje rector que emana del Ejecutivo Estatal.
Establecer los programas operativos y académicos y crear los modelos 
de gestión de atención a víctimas, ofensores y sociedad en general, 
para atender y prevenir el delito.

 
Seleccionar y capacitar al personal en aplicación a la norma vigente, fortaleciendo 
su preparación como especialistas de la materia.

E
9.3. Objetivos
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a evaluación de los objetivos planteados ha sido a través de un análi-
sis cualitativo y comparativo de las regulaciones locales y de la propia 
ausencia de políticas públicas y sistemas de operación relativos a la ca-
pacitación del personal en forma específica en el ejercicio de la Justicia 
restaurativa.

Dentro del marco teórico consideramos que uno de los retos de nuestro Estado es 
retomar el liderazgo, (Gobierno del Estado de Nuevo León, 2016) lo que ha de per-
mitir frenar el deterioro de vida de sus habitantes en todos aspectos, este es uno de 
ellos, de gran envergadura, ya que un instituto como este, será eje transversal de 
la modernidad jurídica en Nuevo León, en virtud del cambio de paradigma nacional 
y mundial, ya que al no existir una institución semejante en ningún otra Entidad Fe-
derativa, nos permitirá estar a la vanguardia en este tipo de servicios, siempre en la 
búsqueda de dar mejor calidad de vida a nuestros ciudadanos, atendiendo a las fa-
milias que se han visto inmersas en esa problemática y abatir los índices delincuen-
ciales, consiguiendo los primeros resultados de la ansiada paz social y repuntar esa 
vanguardia en el aspecto jurídico, político y social que nuestro Estado necesita.

Pudiendo hacer aportes a la media nacional, para abatir la delincuencia, esta-
bleciendo datos de medición, monitoreo y evaluación actualizados y que sirvan de 
base a mejora continua dentro de nuestro país respecto al ejercicio y aplicación de 
los MASC en el actual sistema de administración y procuración de justicia, alinean-
do así los objetivos del ejecutivo, con los de la ciudadanía neoleonesa, para generar 
valor público, entendiéndose este como la unidad de fortalezas entre ciudadano y 
gobierno, en la búsqueda de una mejor calidad de vida y que pude ser medido a 
través de los resultados que se obtienen de la implementación de políticas públicas 
en la atención de los diversos requerimientos públicos (Gobierno del Estado de 
Nuevo León, 2016), de igual forma tener reportes homologados y claros de fácil 
acceso en una participación conjunta en busca del progreso de nuestra entidad, 
retomando los valores prístinos de respeto, trabajo e igualdad, de trato y de opor-
tunidades como programa prioritario de nuestro Estado.

En la visión del Plan Nacional de Desarrollo, ( DOF, 2013) queda de manifiesto que 
“Un México en Paz” requiere la consolidación de la fortaleza institucional, ya que 
las instituciones de seguridad del país deben tener como fin prioritario garantizar 
la integridad física de la población, puesto que la falta de seguridad genera un alto 
costo social y humano; así mismo entre las líneas de acción para abatir la impuni-
dad está precisamente consolidar los procesos de formación, capacitación, actua-
lización, especialización y desarrollo de los agentes del Ministerio Público Federal, 
peritos profesionales y técnicos, policías federales, intérpretes, traductores, espe-
cialistas en justicia restaurativa y demás operadores del sistema.

L
9.4. Contexto
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De igual forma el Plan Estatal de Desarrollo para nuestro Estado, (Gobierno del 
Estado de Nuevo León, 2016) en sus prioridades establece la reconstrucción del 
tejido social y esta, es la herramienta básica para poder aglutinar diversos elemen-
tos para lograrlo, donde dos de sus 45 objetivos, son precisamente fortalecer el 
desarrollo integral de la familia y promover la atención multidisciplinariade grupos 
prioritarios, así como fortalecer el sistema de procuración de justicia a efecto de 
garantizar la eficiencia e inclusión y evitar la re-victimización, en relación a lo que se-
ñala la Ley Nacional de Víctimas (Artículo 24, Fracción VI), (Cámara de H. Diputados 
del Congreso de la Unión., 2017) garantizar que la opción y ejercicio de las medidas 
alternativas de resolución de conflictos se realice en respeto de los principios que 
sustentan la justicia restaurativa, de atención y defensa integral de los derechos de 
las víctimas y de los ofensores, así como de la ciudadanía en general.

La Ley de Víctimas del Estado de Nuevo León, (H. Congreso del Estado de Nuevo 
León, 2015) por igual, toma en consideración el derecho de las victimas dentro de 
la investigación penal, y se establece que estas tendrán derecho a optar por las 
reglas de justicia alternativa y reconciliación de las partes; por igual la Ley de
 
Mecanismos Alternativos Para la Solución de Controversias para el Estado de 
Nuevo León, (H. Congreso del Estado de Nuevo León, 2017) nos da un indicativo, 
por igual insustancial de la aplicación de la Justicia restaurativa, ya que en automáti-
co se está descartando la incursión en el aspecto penal, (H. Congreso de Nuevo 
León, 2017) así como la inexistencia de la correspondiente Ley adjetiva, para el 
ejercicio de las funciones establecidas como Ley sustantiva, esto es, el 13 de ene-
ro de 2017, se crea la nueva Ley de Mecanismos Alternativos para la Solución de 
Controversias para el Estado de Nuevo León y se encuentra trabajando un Instituto 
de Mecanismos Alternativos para la solución de conflictos que se crea a través de 
reformar el artículo 16 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Nuevo León y posteriormente, el 9 de junio del mismo año, fueron aprobadas las 
reformas a la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado.

La Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias 
en Materia Penal, (Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión., 2014)  
implanta el desarrollo de la junta restaurativa, lo que es un gran avance respec-
to de las otras regulaciones, pero hay que recordar que la justicia restaurativa 
tiene diversos enfoques de aplicación, como los encuentros víctima ofensor, las  
conferencias de grupos comunitarios y familiares y los círculos de paz (GORJON 
Gómez, Gabriel de J; MARTINEZ Yahaira, 2016), ahora bien, también esta figura ju-
rídica de los Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias es considerada 
por la Ley Nacional de Ejecución Penal (Cámara de Diputados del H. Congreso de 
la Unión., 2016), en la que dedica un capítulo a la justicia restaurativa, pero hay que 
recordar que esta se puede llevar a cabo, antes de un proceso, durante este y al fi-
nalizarlo, en la ejecución de una pena privativa de libertad, como lo señala el Código 
Nacional de Procedimientos Penales en su libro segundo, título I, (ESPINOSA Ma-
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drigal, 2017), por lo que todavía hay área de oportunidad para su debida aplicación, 
ya que el ejercicio de la justicia restaurativa, debe ser integral y no fragmentado.

Hemos de considerar la existencia de programas de justicia restaurativa en otras 
latitudes en los que esta es una respuesta evolutiva al crimen que respeta la digni-
dad, e igualdad de cada persona, crea entendimiento y promueve armonía social 
a través de la sanación de víctimas, delincuentes y de la comunidad (Oficina de 
las Naciones Unidas Contra la Droga y el Delito, 2006). El proceso de recolección 
de evidencias ha sido en el sentido de la existencia de normativas diversas que 
solamente son descriptivas, no habiendo encontrado una mecánica determinada 
para la atención y aplicación de esta temática, esto nos ha movido a hacer una pro-
puesta que consideramos viable por el impacto social que reviste atender uno de 
los ejes prioritarios de la política nacional.
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omo opciones para lograr nuestro objetivo podemos contar con lo 
siguiente:

Formular principios básicos para establecer políticas y lineamientos 
claros para la creación del Instituto de Justicia Restaurativa (IJR) al 
instaurar el programa operativo de justicia restaurativa y constituir el 

marco normativo, bajo los siguientes lineamientos:

	 • Evaluar las condiciones para remitir casos a programas de justicia restau- 
	 rativa; Antes, durante y posteriormente a un proceso judicial;
	 • El manejo de casos posteriores a un proceso restaurativo;
	 • Las características, entrenamiento y la evaluación de los facilitadores;
	 • La administración de los programas de cada aplicación de justicia  
	 restaurativa;
	 • Normas de competencia y reglas de conducta que gobiernen la operación  
	 de los programas de justicia restaurativa, en un organigrama multidiscipli- 
	 nario, con voto de calidad del Ejecutivo.

Los procesos de intervención en la justicia restaurativa, en sus diversas modali-
dades, prescriben el establecimiento de una comisión de ética. Tal comisión puede 
tener dos funciones; proporcionar un procedimiento de quejas para víctimas, de-
lincuentes y otros participantes en el proceso restaurativo por una parte, y elaborar 
principios y lineamientos éticos para los practicantes de la justicia restaurativa, por 
el otro.

Asumiendo siempre el compromiso de los Mecanismos Alternativos de Solución de 
Controversias, como la confidencialidad, la neutralidad, la imparcialidad, rectitud y 
todo valor intrínseco de los facilitadores que se encuentra en las diversas regula-
ciones locales y federal.

¿Cómo lograrlo?

Se puede considerar, previo a la implementación efectiva y la sostenibilidad de las 
iniciativas de justicia restaurativa. Cambios en los siguientes rubros: legislación, li-
derazgo y organización, la participación del sistema de procuración de justicia y en 
su caso administración de justicia penal; diseñar cuidadosamente el programa para 
construir sobre las fortalezas existentes de la comunidad y el sistema de justicia y 
dar cuenta de las contingencias existentes; así como la planeación y el monitoreo 
del proceso de implementación por conducto del Ejecutivo Estatal.

C
9.5. Análisis de opciones
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¿Qué se debe incluír?

	 • Metodología estratégica para definir los roles de cada área, y los compro- 
	 misos del equipo de colaboradores;

	 • Conocimiento de los proceso restaurativos del personal, que debe de ser  
	 un cuerpo de profesionales con la más alta capacitación, como lo deben ser  
	 los expertos en el área de menores (equiparable a la salvaguarda del interés  
	 superior de la niñez);

	 • Establecer estrategias de difusión y comunicación con la ciudadanía  
	 respecto a este nuevo paradigma social;

	 • Crear un marco operativo bien definido, a través de protocolos de  
	 actuación y modelos de gestión para cada área;
 
	 • Definir criterios para una actuación efectiva que permitan obtener indica- 
	 dores de desempeño efectivo;

	 • Establecer redes de colaboración con instituciones del orden social, aca- 
	 démico y del ámbito penal, local, regional nacional e internacional para for- 
	 talecer posturas en esta institución que es de creación única en nuestro  
	 país;

	 • Capacitación continua para los facilitadores y los directivos, para poder  
	 después compartir experiencias con otras Entidades de nuestro país;

Metodología propuesta

Al no existir se tiene que crear, basada en asuntos relacionados con el derecho 
penal y cercanía con la comunidad, en sus tres fases, antes, durante y después 
de la intervención judicial: por ello es muy importante su creación, y que se encen-
tre el ejecutivo como eje transversal y rector de dicho instituto, asumiendo el reto 
social de ser vanguardista en un proyecto social que ha deponer en la delantera a 
la sociedad neoleonesa, alcanzando el progreso mediante el ejercicio de políticas 
públicas (H. Congreso del Estado de Nuevo León, 2016) acordes a las necesidades 
de los regiomontanos con visión de futuro.
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laborar mecanismos institucionales para atender eficazmente a la ciu-
dadanía en el ejercicio de la restauración del daño, con la participación 
del equipo humano, mas altamente calificado para desempeñarse ple-
namente en esta disciplina, velando por la libertad, la igualdad, y con 
un sentido humanista de alto nivel, en beneficio de la ciudadanía,

Nuestras metas a mediano y largo plazo serán:
 
Establecer la reforma Jurídica que permita la creación del Instituto, ante las instan-
cias necesarias, ya que esta dependencia será única en su tipo, por sus principios, 
sus acciones y su repercusión, local, nacional e internacional.
“En la medida en que se conozca el conflicto, y las partes lo resuelvan eficazmente, 
disminuirá la sensación de inseguridad ciudadana y producirá un cambio de para-
digma en la solución que el Derecho Penal brinda tradicionalmente” (Poder Judicial 
de la República de Costa Rica, 2012).

E
9.6. Recomendaciones
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